ALFONSO  URIBE  MISAS 


LAS  MISIONES  CATOLICAS  ANTE  LA 


LEGISLACION  COLOMBIANA  Y  EL  DERECHO 


INTERNACIONAL  PUBLICO 


ALFONSO  URIBE  MISAS 


LAS  MISIONES  CATOLICAS  ANTE  LA 


LEGISLACION  COLOMBIANA  Y  EL  DERECHO 


INTERNACIONAL  PUBLICO 


Digitized  by  the  Internet  Archive 
¡n  2014 


https://archive.org/details/lasmisionescatolOOurib 


DOS  PALABRAS  AL  LECTOR 


El  Comité  Colombiano  de  Coordinación  Misional  me  ha 
pedido  un  estudio  sobre  la  situación  juñdica  de  las  Misiones  Ca- 
tólicas en  Colombia  ante  la  legislación  colombiana  y  ante  el 
derecho  internacional  público. 

Al  iniciar  mi  trabajo  quise  limitarme  a  unas  cuantas  líneas; 
pero  me  fui  adentrando  más  y  más  en  el  apasionante  y  múltiple 
tema  jurídico,  social,  histórico,  religioso  y  económico,  hasta  lle- 
gar a  convencerme  de  la  necesidad  de  brindarle  al  pueblo  colom- 
biano un  estudio  debidamente  documentado,  para  uso  y  prove- 
cho, no  sólo  de  la  ciudadanía  en  general  y  de  los  Misioneros,  sino 
también  para  información  del  propio  Gobierno,  muchos  de  cuyos 
funcionarios  ignoran  o  fingen  ignorar  la  obra  grandiosa  de  las 
Misiones  Católicas. 

La  verdad  es  que  reina  una  crasa  ignorancia  acerca  de  la 
obra  civilizadora  y  de  los  fueros  de  los  Misioneros  Católicos, 
ignorancia  que  mueve  a  muchos  a  creer  en  las  maligrwbs  consejas 
de  los  enemigos  de  la  Iglesia  y  de  los  apóstoles  de  Cristo . 

Con  base  en  leyendas  y  calumnian  se  tacha  irreflexivamen- 
te a  nuestros  Misioneros  de  negociantes  inescrupulosos,  de  inep- 
tos o  negligentes,  para  terminar  en  atribuirles  una  labor  nula  en 
el  campo  de  la  cultura  durante  cuatro  siglos  de  fecunda  historia. 

Más  todavía,  pues  los  que  defienden  las  Misiones  Cató- 
licas son  tachados  de  fanáticos  por  el  hecho  de  defender  la  jus- 
ticia y  la  verdad,  en  tanto  que  a  los  catequistas  audaces  de  las 
sectas  protestantes  se  les  abren  de  par  en  par  las  puertas  de  una 
complicidad  antipatriótica  y  se  les  aplican  amables  y  estimu- 
lantes dictados  de  portadores  de  riqueza,  de  bienestar  y  de  cul- 
tura. Es  una  perversión  del  concepto  de  fanatismo. 

Lector  amigo:  para  restablecer  el  imperio  de  la  verdad  ofen- 
dida, te  brindo  este  trabajo  que  dedico  con  todo  el  corazón  a  los 
sufridos  Misionros  Católicos  contra  quienes  se  ha  desatado  por 


la  prema  y  aun  desde  ciertos  sectores  oficiales  una  inicua  perse- 
cución. iVo  necesitas  ser  católico  ferviente  para  darme  la  razón 
en  lo  que  yo  defiendo,  y  basta  que  medites  a  fondo  al  contestar 
a  esta  pregunta:  siendo  así  que  Colombia  es  una  nación  de  una- 
nimidad moral  católica,  ¿qué  utilidad  se  derivará  para  nuestro 
pueblo  de  destruir  nuestra  unidad  religiosa  y  convertirla  en  tres- 
cientos y  más  credos  rivales  en  que  está  dividido  el  protestantis- 
7no?  Y ,  antes  de  contestar,  recuerda  lo  que  dijo  Bossuet  del  pro- 
testantis^íHo  al  registrar  ese  pandemónium  de  sectas,  tremenda 
anarquía  organizada  dentro  del  mundo  cristiano:  "tú  vanas,  lue- 
go no  eres  la  verdad"! 

Si  somos  católicos  seámoslo  de  verdad  y  defendamos  con 
denuedo  y  con  tesón  a  la  Iglesia,  tal  como  lo  hacen  los  protes- 
tantes en  defensa  de  sus  respectivos  sectas.  Y  si  ellos  se  creen 
poseedores  de  una  verdad  filosófica  y  moral,  nosotros  los  cató- 
licos sí  que  tenemos  derecho  de  considerarnos  voceros  de  la  Ver- 
dad que  Cristo  predicó,  Eterna  Verdad,  fuente  de  paz,  de  cultura 
y  de  progreso,  qu£  nuestros  Misioneros  difunden  entre  las  tribus 
indígenas . 

ALFONSO  URIBE  MISAS. 


NATURALEZA  JURIDICA  DE  LA  CONVENCION  DE  1953 


La  primera  y  más  importante  cuestión  sometida  a  mi  estudio  se 
puede  enunciar  así:  es  constitucional  o  nó  la  referida  Convención? 

En  las  "Instrucciones"  que  impartió  el  doctor  Jorge  Soto  del 
Corral,  Ministro  de  Relaciones  Exteriores,  con  fecha  26  de  noviem- 
bre de  1935,  al  doctor  Enrique  Olaya  Herrera,  Embajador  de  Colom- 
bia ante  la  Santa  Sede,  se  lee: 

"El  acuerdo  de  Misiones  de  1928  no  está  conforme  con  la  cons- 
titución colombiana:  a)  porque  no  fue  sometido  al  Congreso;  b)  por- 
que da  a  la  Santa  Sede  una  intervención  que  pugna  con  nuestra 
condición  independiente  y  libre;  y  c)  porque  atribuye  autoridad  civil 
a  sacerdotes,  colombianos  y  extranjeros.  Requiere  este  convenio  una 
sustitución  total  y  así  debe  manifestarlo  el  señor  Embajador". 

Las  mismas  objeciones  que  se  formularon  durante  el  Gobierno 
del  Presidente  López  contra  la  Convención  de  Misiones  de  1928,  han 
sido  renovadas  actualmente  en  la  Cámara  Baja  por  los  Representantes 
Gerardo  Molina  y  Francisco  Zuleta  Holguín,  contra  la  Convención  de 
1953  que  está  en  vigencia.  Voy  a  estudiarlas  por  sus  distintos  aspectos. 

FUENTES  DE  INTERPRETACION 

Observo,  desde  luego,  que  lo  que  pudiéramos  llamar  Código  de 
Misiones  está  integrado  por  un  conjunto  indivisible  de  estipulaciones 
que  parten  del  siglo  pasado  y  aun  desde  la  época  colonial,  y  que  bien 
pueden  ser  consideradas  como  una  larga  tradición  jurídica  que  sirve 
para  interpretar  el  espíritu  de  nuestra  legislación  misional.  Pero,  a 
fin  de  no  extenderme  demasiado,  quiero  partir  del  Convenio  Misio- 
nal de  27  de  diciembre  de  1902,  firmado  que  fue  por  el  Excelentísimo 
señor  Antonio  Vico,  Delegado  Apostólico  y  Enviado  Extraordinario 
de  Su  Santidad  León  XIII,  y  el  doctor  Felipe  F.  Paúl,  Ministro  de 
Relaciones  Exteriores  del  Presidente  José  Manuel  Marroquín.  Ese 
convenio  rigió  durante  veinticinco  años,  o  sea,  hasta  el  27  de  di- 
ciembre de  1927. 

El  9  de  mavo  de  1928  firmaron  un  nuevo  convenio  el  Excelentísi- 
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mo  Señor  Paolo  Giobbe,  Nuncio  Apostólico  de  Su  Santidad  Pío  XI, 
y  el  doctor  Carlos  Uribe,  Ministro  de  Relaciones  Exteriores  del  Pre- 
sidente Miguel  Abadía  Méndez.  Este  convenio  rigió  durante  veinti- 
cinco años  que  vencieron  el  9  de  mayo  de  1953.  Pero  ya  antes,  el  3 
de  enero  de  ese  año,  se  había  firmado  la  Convención  que  hoy  rige, 
la  cual  lleva  las  firmas  del  Excelentísimo  Señor  Antonio  Samoré, 
Nuncio  de  Su  Santidad  Pío  XII  y  del  doctor  Juan  Uribe  Holguín, 
Ministro  de  Relaciones  Exteriores  del  Presidente  Roberto  Urdaneta 
Arbeláez . 

He  hablado  de  tradición  jurídica  para  significar  que  la  "historia 
del  establecimiento"  de  la  actual  convención  está  íntimamente  liga- 
da, como  en  cadena  ininterrumpida  e  indivisible,  con  las  dos  ante- 
riores, de  cuyas  estipulaciones  no  fue  derogado  nada  sustancial,  pues 
muy  al  contrario,  en  la  de  1953  fueron  ratificadas  y  mejoradas  las  con- 
diciones en  que  habrían  de  actuar  los  Vicarios  y  Prefectos  Apostólicos. 

Tanto  en  derecho  civil  como  en  derecho  internacional  público 
se  tiene  en  cuenta  para  apreciar  el  alcance  y  el  espíritu  de  los  con- 
tratos y  de  los  tratados:  a)  la  intención  de  los  negociadores  claramente 
manifestada;  b)  la  naturaleza  de  lo  estipulado;  c)  las  costumbres 
reinantes;  d)  el  contexto  del  contrato  o  tratado,  de  manera  que  haya 
entre  todas  sus  cláusulas  la  debida  correspondencia  y  armonía;  e)  las 
cláusulas  de  otros  contratos  o  tratados  entre  las  mismas  partes  y  sobre 
la  misma  materia;  f)  la  apUcación  práctica  que  ambas  hayan  hecho 
de  las  cláusulas  contractuales,  especialmente  cuando  se  trata  de  con- 
tratos o  tratados  crónicos,  celebrados  desde  tiempo  inmemorial  y 
sin  interrupción. 

EL  CONCORDATO  DE  1887  Y  LAS  CONVENCIONES 
MISIONALES 

El  artículo  31  del  Concordato  de  1887  reza  así: 

"Los  convenios  que  se  celebren  entre  la  Santa  Sede  y  el  Go- 
bierno de  Colombia  para  el  fomento  de  las  Misiones  Católicas  en  las 
tribus  bárbaras,  no  requieren  ulterior  aprobación  del  Congreso". 

Como  se  ve,  el  artículo  31  habla  de  "convenios"  y  no  de  trata- 
dos, y  para  apreciar  el  alcance  o  significado  jurídico  de  este  texto  es 
necesario  relacionarlo  con  el  artículo  120,  ordinal  10^,  de  la  Consti- 
tución de  1886,  que  dice: 
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"Corresponde  al  Presidente  de  la  República  como  suprema  auto- 
ridad administrativa: 

"109  —  Dirigir  las  relaciones  diplomáticas  y  comerciales  con 
las  demás  Potencias  o  Soberanos,  nombrar  libremente  v  recibir 
los  Agentes  respectivos,  y  celebrar  con  Potencias  extranjeras  trata- 
dos y  convenios. 

"Los  tratados  se  someterán  a  la  aprobación  del  Congreso,  y  los 
convenios  serán  aprobados  por  el  Presidente  en  receso  de  las  Cámaras, 
previo  dictamen  favorable  de  los  Mii^istros  y  del  Consejo  de  Estado". 

Salta  a  la  vista  que  el  artículo  3  .  del  Concodato  de  1887  no  es 
otra  cosa  que  la  fiel  aplicación  del  ..rtículo  120,  ordinal  10°,  de  la 
Constitución  de  1886.  Y  si  ese  texto  concordatorio  se  ciñe  rigurosa- 
mente al  precepto  constitucional  que  regía  en  1886,  nadie  puede 
acusar  de  inconstitucionales,  ni  el  Concordato  de  1887  ni  los  conve- 
nios de  misiones  que  se  han  celebrado  sin  la  intervención  del  Con- 
greso. Más  adelante  aludiré  a  los  efectos  que  pueda  tener  la  reforma 
que  al  artículo  120,  ordinal  10^  de  la  Constitución  de  1886  introdujo 
el  artículo  34  del  Acto  Legislativo  número  3  de  1910,  que  hoy  corres- 
ponde al  artículo  120,  ordinal  20°,  de  la  Constitución  de  1936. 

TRATADOS  Y  CONVENIOS 

Qué  es  tratado  v  qué  es  convenio?  He  aquí  una  pregunta  a  la 
cual  no  se  puede  dar  una  contestación  categórica,  pues  no  hay  una 
definición  legal  sobre  lo  que  sea  un  tratado  o  un  convenio.  Es  pre- 
ciso atenerse  en  esta  materia  a  la  doctrina  de  los  autores  y  a  la  inter- 
pretación usual  en  el  mundo  diplomático.  Comentando  el  doctor 
José  María  Samper,  Delegatario  al  Consejo  Nacional  Constituyente 
de  1886,  el  artículo  120,  ordinal  10^,  de  la  Carta  de  ese  año,  que  él 
firmó,  se  expresó  así: 

"En  cuanto  a  los  tratados  y  convenios  públicos,  el  inciso  10  hace 
xina  importante  distinción:  los  primeros,  que  son  de  carácter  general 
y  permanente,  deben  ser  sometidos  en  todo  caso  a  la  aprobación  del 
Congreso,  sin  la  cual  no  tienen  fuerza  obligatoria;  mientras  que  los 
convenios,  que  se  refieren  a  asuntos  particulares  y  de  carácter  tran- 
sitorio, pueden  ser  aprobados  solamente  por  el  Gobierno,  en  receso 
de  las  Cámaras,  previo  dictamen  favorable  de  los  Ministros  y  del 
Consejo  de  Estado.  Si  el  dictamen  de  este  cuerpo  y  de  los  Ministros 
no  es  favorable,  no  puede  el  Presidente  aprobar  por  sí  ningún  con- 
venio, ni  tampoco  puede  hacerlo  si  las  Cámaras  están  reunidas. 
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"Es  de  notar,  sin  embargo,  un  grave  defecto  del  inciso  10:  él  no 
determina  las  condiciones  características  de  un  tratado  y  de  un  con- 
venio, respectivamente;  por  donde  se  ve  que  pueden  ocurrir  dudas 
y  dificultades  en  la  práctica .  El  derecho  internacional  da  reglas  sobre 
esto,  pero  generales,  sin  la  rigurosa  precisión  necesaria. 

"Por  punto  general,  los  tratados  se  refieren  a  materias  esenciales 
a  la  soberanía,  como  lo  son  los  pactos  sobre  límites,  paz,  amistad, 
comercio  y  navegación,  adquisición  de  territorios,  extradición  y  otros 
asuntos  de  capital  importancia;  mientras  que,  de  ordinario,  los  con- 
venios (que  se  asemejan  mucho  a  la  convenciones,  relativas  a  correos, 
monedas,  telégrafos,  faros  y  otros  servicios  comunes),  frecuentemente 
tienen  por  objeto  arreglar  cuestiones  pendientes  y  transitorias  sobre 
pagos  de  deudas,  reconocimiento  de  créditos,  indemnizaciones,  eje- 
cución de  tratados  y  otros  asuntos  subalternos. 

"Como  quiera,  creemos  conveniente  que  una  Ley  defina  lo  que 
se  entiende  por  convenios,  y  distinguir  los  comprendidos  en  el  inciso 
10  que  comentamos,  de  aquellos  de  que  trata  la  atribución  14^  (del 
Congreso)  del  artículo  76".  (Derecho  Público  Interno  de  Colombia, 
Tomo  II,  página  270  y  271) . 

El  doctor  Samper  nos  "dejó  en  las  mismas". 

Ahora  bien,  no  habiéndose  definido  legalmente  en  Colombia  lo 
que  es  un  tratado  y  lo  que  es  un  convenio,  es  preciso  escoger  entre 
las  dintinciones  arbitrarias  que  hacen  los  tratadistas  de  derecho  in- 
ternacional público. 

Dice  el  citado  doctor  Samper  que  el  Derecho  Internacional  tan 
sólo  da  reglas  generales  sobre  el  particular,  "sin  la  rigurosa  precisión 
necesaria",  e,  inspirándose  en  esas  reglas,  aunque  vagas,  conceptúa 
que  los  tratados  son  de  carácter  general  y  permanente,  y  que  los 
convenios,  "que  se  asemejan  mucho  a  las  convenciones,  se  refieren 
a  asuntos  particulares  y  de  carácter  transitorio".  Según  eso,  un  tipo 
de  convenio  será  el  pacto  internacional  que  regule  una  materia  deter- 
minada, como  es  la  atinente  a  las  Misiones  Católicas  en  Colombia. 

Podría  citar  múltiples  autores  que  conceptúan,  a  su  antojo  y  de 
diversa  manera,  acerca  de  lo  que  es  un  tratado  o  un  convenio.  Sobre 
el  particular  escojo,  al  acaso,  de  entre  los  muchos  tratadistas  que 
tengo  a  mi  estudio,  al  gran  internacionalista  italiano  Julio  Diena, 
quien  se  expresa  así  en  su  "Derecho  Internacional  Público": 

"Prescindiendo  de  las  relaciones  de  carácter  bélico,  los  Jefes  de 
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Estado  que  en  virtud  de  la  constitución  de  su  país  están  autorizados 
para  concluir  tratados  independientemente  de  la  intervención  de 
otros  órganos,  pueden  estipular  un  tratado  en  forma  verbal,  o  bien 
simplemente  por  un  cambio  de  notas. 

"Sin  embargo,  normalmente  se  sigue  una  forma  escrita  más  so- 
lemne, redactándose  un  acto  que  toma,  según  los  casos,  el  nombre  de 
tratado,  de  convención,  de  acuerdo  o  de  declaración.  Cualquiera 
que  sea  la  forma  adoptada,  cuando  el  acuerdo  está  definitivamente 
concluido,  tiene  valor  jurídico. 

"La  palabra  convención  se  entiende  aquí  en  vez  de  un  sentido 
genérico,  en  el  sentido  de  una  forma  especial  de  tratado  o  de  acuer- 
do internacional. 

"Los  tratados,  que  en  general  tienen  mayor  importancia  que 
las  convenciones  y  declaraciones,  están  redactados  en  forma  más 
solemne  que  los  otros  actos  de  tal  naturaleza. 

"Las  convenciones  tienen  una  forma  menos  solemne  

"El  pacto  de  las  naciones,  con  el  fin  de  evitar  los  peligros  inhe- 
rentes a  la  diplomacia  secreta,  añadió  un  nuevo  requisito,  al  decla- 
rar en  el  artículo  18:  "Todo  tratado  o  compromiso  internacional  que 
se  celebre  en  lo  sucesivo  por  cualquier  Miembro  de  la  Sociedad,  de- 
berá ser  inmediatamente  registrado  en  la  Secretaría  y  publicado  por 
ella  lo  antes  posible.  Ninguno  de  estos  tratados  o  compromisos  inter- 
nacionales, será  obligatorio  antes  de  haber  sido  registrado"  (Obra  ci- 
tada, traducción  de  J.  N.  Trías  de  Bes,  Catedrático  de  Derecho  In- 
ternacional de  la  Universidad  de  Barcelona  y  Asociado  al  Instituto 
de  Derecho  Internacional). 

En  cumplimiento  de  esta  disposición,  la  Convención  de  1928  fue 
inscrita  en  la  Secretaría  General  de  la  Sociedad  de  las  Naciones  a 
petición  del  Representante  de  Colombia  en  el  Consejo  de  Ginebra, 
el  día  3  de  agosto  de  1928,  y  también  fue  inscrita  la  Convención  de 
1953  el  30  de  enero  de  ese  año. 

Sea  de  ello  lo  que  fuere,  y  dése  el  nombre  que  se  quiera  a  las 
sucesivas  convenciones  o  convenios  que  se  han  celebrado  entre  la 
Santa  Sede  y  el  Estado  colombiano,  en  lo  que  respecta  a  las  Misiones 
Católicas,  es  lo  cierto:  1^  —  que  la  Constitución  de  1886  distinguió 
entre  tratados  y  convenios;  2°  —  que,  según  el  artículo  120,  ordinal 
109  de  este  estatuto,  los  convenios  no  necesitaban  sino  de  la  aproba- 
ción del  Presidente,  estando  en  receso  el  Congreso  y  sin  ulterior 
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aprobación  de  éste;  3^»  —  que  en  el  artículo  31  del  Concordato  de 
1887  se  dispuso  que  los  convenios  sobre  misiones  no  requieren  esa 
ulterior  aprobación;  y  4^  —  que  la  Santa  Sede  y  el  Gobierno  de  Co- 
lombia, usando  de  su  potestad  soberana,  e  interpretando  de  común 
acuerdo  la  variada  y  caprichosa  nomenclatura  de  los  pactos  inter- 
nacionales, resolvieron  llamar  convenios  (o  convenciones)  a  los  pac- 
tos misionales. 

Sobra  decir  que  los  convenios  de  1902,  de  1928  y  de  1953  fueron 
celebrados  durante  el  receso  de  las  Cámaras. 

Así  las  cosas,  bien  podemos  afirmar  que  no  adolece  de  la  tacha 
de  inconstitucional  la  Convención  de  1953  que  hoy  rige  entre  am- 
bas potestades. 

LAS  CONVENCIONES  MISIONALES  ANTE  LAS 
CONSTITUCIONES  DE  1910  Y  DE  1936 

Pero,  he  aquí  que  el  artículo  120,  ordinal  10°,  de  la  Constitución 
de  1886  fue  modificado,  veinticus^tro  años  más  tarde,  por  el  artículo 
34  del  Acto  Legislativo  número  3  de  1910,  que  reza  así: 

"Corresponde  al  Presidente  de  la  República,  como  suprema  auto- 
ridad administiativa,  dirigir  las  relaciones  diplomáticas  y  comercia- 
les con  las  demás  potencias  o  soberanos;  nombrar  los  agentes  diplo- 
máticos, recibir  los  agentes  respectivos  y  celebrar  con  potencias 
extranjeras  tratados  y  convenios  que  se  someterán  a  la  aprobación 
del  Congreso".  Este  artículo  corresponde  al  artículo  120,  numeral  20, 
de  la  Constitución  vigente  de  1936. 

La  modificación  consiste  en  equiparar  los  tratados  a  los  conve- 
nios (o  convenciones)  y  someter  los  unos  y  los  otros  a  la  aprobación 
del  Congreso. 

En  el  último  inciso  del  artícvilo  53  de  la  Constitución  dé 
1936,  se  lee: 

"El  gobierno  podrá  celebrar  con  la  Santa  Sede  convenios  sujetos 
a  la  posterior  aprobación  del  Congreso  para  regular,  sobre  bases  de 
recíproca  deferencia  y  mutuo  respeto,  las  relaciones  entre  el  Estado 
y  la  Iglesia  Católica"  (Este  texto  es  el  artículo  13  del  Acto  Legisla- 
tivo número  1  de  1936). 

Qué  consecuencias  jurídicas  se  derivan  de  la  modificación  de 
1910  y  del  artículo  53  de  la  actual  Constitución?  Contesto  categórica- 
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mente  que  de  esa  modificación  y  de  ese  artículo  no  se  deduce  que  la 
Convención  de  1953  se  deba  considerar  como  inconstitucional  mientras 
no  sea  sometida  a  la  aprobación  del  Congreso. 

Anoto,  desde  luego,  que  la  Convención  de  1928  no  fue  sometida 
a  la  aprobación  del  Congreso,  y  tampoco  la  de  1953,  a  pesar  de  haber 
sido  discutidas  y  firmadas  después  de  la  reforma  constitucional  de 
1910  que  sometió,  tanto  los  tratados  como  los  convenios,  a  la  apro- 
bación legislativa.  De  donde  se  deduce  que  el  Estado  colombiano, 
obrando  de  acuerdo  con  la  Santa  Sede,  sentó  la  jurisprudencia  de 
que  los  convenios  o  convenciones  misionales  no  están  sometidos  a 
dicha  aprobación.  Y  ello  con  fundamento  en  el  artículo  31  del  Concor- 
dato, que  hasta  hoy  no  ha  sido  modificado  por  acuerdo  alguno  entre 
ambas  potestades,  y,  según  el  cual,  los  convenios  no  están  sujetos  a 
la  ratificación  del  Congreso.  Y  como  ese  pacto  no  puede  ser  desco- 
nocido unilateralmente  por  el  Estado  colombiano,  ni  siquiera  por 
medio  de  una  reforma  constitucional,  es  evidente  que  el  no  haberse 
sometido  esas  convenciones  a  la  aprobación  del  Congreso  es  una 
omisión  que  no  puede  considerarse  como  una  violación  de  la 
Constitución . 

Pero,  es  más,  pues  el  Presidente  de  la  República,  estando  obli- 
gado a  cumplir  estrictamente,  el  artículo  31  del  Concordato  mientras 
éste  no  haya  sido  denunciado  y  modificado,  está  jurídicamente  im- 
pedido para  celebrar  una  convención  misional  sobre  la  base  de  que 
ella  debe  ser  sometida  a  la  aprobación  del  Congreso.  Obraron,  pues, 
correctamente  y  de  acuerdo  con  las  normas  del  derecho  internacio- 
nal público,  los  Presidentes  Abadía  Méndez  y  Urdaneta  Arbeláez  al 
no  someter  las  convenciones  de  1928  y  1953  a  dicha  aprobación. 

Si  esos  Presidentes  hubieran  exigido  que  esas  convenciones  se 
sometieran  a  la  aprobación  legislativa,  la  Santa  Sede  hubiera  tenido 
derecho  para  contestarles  así:  "mientras  el  Gobierno  de  Colombia  no 
denuncie  el  artículo  31,  o  el  Concordato  en  general,  y  mientras  la 
Santa  Sede  no  haya  accedido  a  la  denuncia,  la  única  Ley  para  ambas 
partes  es  el  mencionado  artículo  31". 

EL  CONCORDATO  FRENTE  A  LA  CONSTITUCION  DE  1936 

Es  un  principio  universal  de  derecho  internacional  público  el 
de  que  los  tratados  entre  naciones  no  caducan  por  el  cambio  de  Go- 
bierno o  por  el  cambio  de  instituciones  fundamentales  en  uno  de  los 
Estados  contratantes.  Sobre  el  particular  dice  el  gran  internaciona- 
lista Olof  Hoijer  en  su  libro  "Les  Traités  Internationaux": 
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"En  virtud  de  su  soberanía  interna  un  Estado  tiene  derecho  de 
cambiar  su  régimen  político,  sin  que  estos  cambios  influyan  sobre  su 
existencia  internacional.  Dichos  cambios  interesan  al  derecho  pú- 
blico interno,  y  no  al  derecho  de  gentes .  El  Estado  permanence  idén- 
tico a  sí  mismo  respecto  del  derecho  de  gentes,  y  conserva  su  perso- 
nalidad jurídica  internacional. 

"De  ahí  resulta  que  las  obligaciones  contraídas  en  nombre  del 
Estado,  se  transmiten  de  un  Gobierno  a  otro,  y  que  éstos  deben  cum- 
plirlas. Como  lo  dijo  muy  claramente  el  Protocolo  19  de  la  Confe- 
rencia de  Londres  del  19  de  febrero  de  1931:  "es  un  principio  de 
orden  superior  el  de  que  los  tratados  no  pierden  su  vigencia,  cuales- 
quiera que  sean  los  cambios  que  se  operen  en  la  organización  interior 
de  los  pueblos". 

La  Iglesia  Católica  tiene  en  derecho  internacional  público  el 
carácter  de  Estado,  cuahdad  que  siempre  se  le  reconoció  aun  en  el 
período  comprendido  entre  1870,  año  en  que  fue  despojada  de  los 
Estados  Pontificios,  y  1929,  año  en  que  Mussohni  firmó  con  Su  San- 
tidad Pío  XI  el  Tratado  de  Letrán.  Durante  aquel  período  la  Iglesia 
era  reconocida  como  un  Estado  por  razón  de  su  sola  soberanía  espi- 
ritual. Hoy,  después  del  Pacto  de  Letrán,  tiene,  además,  todas  las 
prerrogativas  de  un  Estado  temporal,  pues  tiene  territorio  propio, 
gobierno  y  pueblo,  como  los  demás  Estados. 

Así,  pues,  a  la  Iglesia  Católica  le  son  aplicables  los  principios 
del  derecho  internacional  público  y  del  derecho  internacional  priva- 
do que  rigen  las  relaciones  entre  los  demás  Estados  de  la  tierra. 

Ahora  bien,  si  el  Concordato  del  87  no  caducó  por  virtud  de  la 
reforma  constitucional  de  1936,  fuerza  es  convenir  en  que  el  Estado 
colombiano  está  obligado  a  respetar  los  derechos  de  la  Iglesia  por 
razón  de  su  condición  sobrenatural  y  divina,  por  razón  del  derecho 
canónico  y  por  razón  de  las  estipulaciones  concordatarias. 

Otro  famoso  internacionalista,  Mr.  Pohtis,  escribió  bajo  el  epí- 
grafe "Los  Problemas  de  las  Limitaciones  de  la  Soberanía":  "En 
cuanto  al  ejercicio  del  poder  legislativo  no  hay  lugar  a  duda  que  un 
estado  no  puede  por  sus  leyes  modificar  sus  compromisos  interna- 
cionales. Es  evidentemente  libre  para  adoptar  la  legislación  que 
quiera,  pero  si  ella  está  en  oposición  con  las  reglas  del  derecho  inter- 
nacional, el  Estado  será  responsable.  En  este  sentido  es  incontrover- 
tible e  incontrovertido  que  el  derecho  internacional  es  superior  al 
derecho  interno"  ("Recueil  des  Cours  de  L'Academie  de  Droit  In- 
ternational") . 
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LA  DOCTRINA  DE  LA  CORTE  SUPREMA  DE  JUSTICIA 

Esta  ha  sido  siempre  la  doctrina  universalmente  aceptada;  pero 
si,  en  lo  que  concierne  a  la  tesis  colombiana,  alguien  tuviera  alguna 
duda,  ésta  se  desvanece  con  sólo  leer  la  jurisprudencia  de  la  Corte 
Suprema  de  Justicia.  Hela  aquí. 

"La  Corte  Suprema  no  tiene  facultad  para  decidir  sobre  la  cons- 
titucionalidad  o  inconstitucionalidad  de  tratados  públicos,  ni  antes 
ni  después  de  canjeadas  las  ratificaciones. 

"Admitir  la  intervención  de  la  Corte  Suprema  de  Justicia  para 
invalidar,  por  inconstitucional,  un  tratado  público,  equivaldría,  en 
úitimo  análisis,  a  asumir  la  Corte  para  sí  el  ejercicio  de  la  soberanía 
transeúnte  del  Estado,  que  a  ella  no  le  está  atribuido,  ya  que  vendría 
en  definitiva  a  darles  o  negarles  el  pase  a  las  estipulaciones  de  los 
pactos  internacionales . 

"No  puede  admitirse  en  manera  alguna  que  la  validez  y  eficacia 
de  los  pactos  internacionales  queden  sujetas,  y  sobre  todo  sujetas  de 
modo  indefinido,  a  la  decisión  de  una  sola  de  las  partes  contratantes; 
porque,  siendo  un  acuerdo  de  voluntades  entre  los  Estados,  no  sería 
dable  que  uno  solo  de  ellos  desatase  el  vínculo  contraído. 

"El  Poder  Judicial  no  tiene  ingerencia  en  la  formación  de  tra- 
tados públicos.  La  Constitución  no  se  la  ha  dado"  ("Jinrisprudencia 
de  la  Corte  Suprema,  XXIII,  julio  de  1914).  Esta  doctrina  se  ha 
mantenido  invariable  hasta  el  día  de  hoy. 

La  Iglesia,  por  su  parte,  ha  consagrado,  de  acuerdo  con  el  dere- 
cho de  gentes,  el  respeto  debido  a  los  pactos  internacionales,  al  dis- 
poner en  el  canon  3  del  Código  de  Derecho  Canónico: 

"Los  cánones  del  Código  no  revocan  en  lo  más  mínimo  los  pactos 
celebrados  por  la  Sede  Apostólica  con  diversas  naciones;  por  lo  tanto, 
dichos  pactos  continúan  en  vigor,  como  hasa  el  presente,  sin  que 
a  ello  obsten  las  prescripciones  contrarias  de  este  Código".  Así, 
pues,  la  Iglesia  obra  con  toda  autoridad  para  exigir,  a  su  vez, 
el  estricto  cumplimiento  de  los  concordatos,  aunque  éstos  sean 
contiarios  a  las  Constituciones  que  en  los  respectivos  Estados  se 
aprueben  con  fechas  posteriores.  Comentando  el  canon  3  dice  la 
Corte  Suprema  de  Justicia: 

"El  Concordato  y  las  Convenciones  especiales  celebradas  por  el 
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Gobierno  con  la  Santa  Sede,  prevalecen  sobre  la  ley  general  canónica, 
caso  de  desacuerdo.  Así  lo  dispone  el  derecho  positivo  eclesiástico 
(canon  3)  ("Jurisprudencia  de  la  Corte  Suprema,  Casación  de  8  de 
septiembre  de  1922,  XXIX,  2'>"). 

La  Corte  contempla,  pues,  los  dos  aspectos  del  problema  para 
reconocer  el  imperio  del  derecho  internacional,  tanto  por  sobre  la 
Constitución  de  Colombia,  como  por  sobre  el  Código  de  Derecho 
Canónico . 

ARGUMENTO  AD  HOMINEM 

Pero,  es  más,  pues  el  mismo  Gobierno  que  se  pronunció  contra 
la  Convención  de  1928,  sostuvo  esta  misma  tesis  universal  en  nota 
dirigida  por  el  doctor  Jorge  Soto  del  Corral,  Ministro  de  Relaciones 
Exteriores,  al  doctor  Darío  Echandía,  Embajador  de  Colombia  ante 
la  Santa  Sede,  en  la  cual  se  lee: 

"Es  del  caso  anotar  cómo,  a  propósito  del  debate  en  el  senado  y 
del  discurso  del  doctor  Turbay,  quedó  reconocida  en  aquella  Cáma- 
ra la  tesis  del  Gobierno  de  que  el  Concordato  vigente,  al  igual  de  los 
tratados  internacionales,  prevalece  sobre  la  Constitución. 

Esta  nota  es  de  grande  importancia  histórica  y  jurídica,  pues  el 
Congreso  estaba  integrado,  en  forma  homogénea,  por  Senadores  y 
Representantes  del  Partido  Liberal,  que  era  incondicionalmente  adic- 
to al  Gobierno  constituido  por  hombres  de  ese  mismo  partido.  Repi- 
to: tanto  el  Gobierno,  como  el  Senado  de  aquella  época,  aceptaron 
la  tesis  de  que  el  Concordato  prevalece  sobre  la  Constitución. 

La  doctrina  expuesta  es  la  lógica  salvaguardia  del  respeto  debido 
a  los  tratados  públicos  y  a  la  soberanía  de  los  Estados,  pues  si  así 
no  fuera,  cualquier  Gobierno  podría  burlarse  unilateralmente  de  la  fe 
empeñada  en  un  tratado,  con  sólo  adoptar  una  reforma  constitucional 
contraria  a  lo  estatuido  en  el  pacto  bilateral. 

Siendo  así  las  cosas,  es  un  imposible  jurídico  el  hablar  de  que 
la  Convención  de  1953  es  inconstitucional,  pues  ni  la  Constitución  de 
1910,  ni  la  de  1936  pueden  tener  el  efecto  de  invalidar  por  inconsti- 
tucional dicha  convención.  Y  como  la  Corte  Suprema,  único  organis- 
mo encargado  por  el  Constituyente  de  "guardar  la  integridad"  de  la 
Carta  fundamental  (artículo  214,  ibidem),  se  ha  declarado  siempre 
incompetente  para  estudiar  siquiera  si  un  tratado  o  convención  es 
inconstitucional,  fuerza  es  concluir  que,  dentro  de  nuestro  orden 
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jurídico,  ni  siquiera  cabe  imaginar  que  la  Convención  de  1953  es 
violatoria  de  la  Constitución. 

Es  necesario  y  conveniente  que  tengan  esto  muy  en  cuenta  los 
Jefes  de  las  Misiones  Católicas  y  la  Nunciatura  Apostólica  cuando  se 
les  invite  a  discutir  si  es  preciso  acordar  otra  convención  que  sea 
sometida  a  la  aprobación  del  Congreso. 

De  este  terreno  no  han  de  dejarse  sacar,  ni  los  Jefes  de  Misiones, 
ni  la  Nunciatura  Apostólica,  pues  desde  el  momento  en  que  entren 
siquiera  a  suponer,  en  gracia  de  discusión,  que  la  mentada  conven- 
ción es  inconstitucional,  se  habría  derrumbado  la  sólida  base  jurídica 
en  que  hoy  apoya  la  Iglesia  su  grandiosa  obra  misional,  base  que 
fue  echada  con  admirable  visión  por  los  negociadores  del  Con- 
cordato de  1887. 

Y,  entonces,  habrá  qué  concluir  que  la  Convención  de  1953  es 
una  especie  de  fortaleza  inexpugnable  adonde  nadie  puede  arrimar? 
De  ninguna  manera. 

DENUNCIA  DE  LOS  TRATADOS  Y  CONVENIOS 

Dentro  del  campo  del  derecho  internacional,  único  en  el  cual 
pueden  moverse  las  relaciones  entre  la  Iglesia  y  el  Estado,  hay  un 
procedimiento  universalmente  admitido  como  causa  de  la  extinción 
de  los  tratados  o  pactos  de  distinto  género,  y  es  la  denuncia  de  los 
mismos  que  uno  de  los  Estados  contratantes  somete  a  la  considera- 
ción del  otro,  al  efecto  de  lograr  su  abrogación. 

Pero,  antes  de  pasar  adelante,  observo  que  también  se  extinguen 
los  tratados  o  pactos  internacionales  por  la  expiración  del  término 
fijado  para  su  duración.  Y,  como  según  el  artículo  dieciséis  de  la 
Convención  de  1953,  sus  estipulaciones  estarán  en  vigor  hasta  el  1° 
de  enero  de  1978,  no  es  el  caso  de  considerar  la  extinción  de  ese  esta- 
tuto por  razón  del  vencimiento  del  término  estipulado. 

Ahora  bien,  cuál  podría  ser  la  causa  de  la  denuncia  de  esa  Con- 
vención por  parte  del  Estado  colombiano?  No  otra  que  el  cambio 
radical  de  las  circunstancias  que  determinaron  la  celebración  de  ese 
pacto,  y  el  grave  perjuicio  qué  sufriría  la  nación  colombiana  con  el 
mantenimiento  de  lo  estipulado.  Es  lo  que  llaman  algunos  autores 
""el  estado  de  necesidad"  invocado  por  el  Estado  denunciante  (Véase, 
entre  muchos:  Sayre,  "Change  of  Sovereignty  and  Concession"; 
Westlake,  "International  Law";  Cavaglieri,  "I  diritti  fondamentali 
degli  Stati  della  societá  internazionale") . 
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Pero  el  "estado  de  necesidad"  no  es  un  recurso  que  un  Estado 
pueda  explotar  a  su  capricho,  pue^  si  así  se  entendieran  las  cosas,  a 
cada  paso  estarían  los  gobiernos  abusivos,  amorales  o  despóticos 
tratando  de  librarse  de  sagrados  compromisos  internacionales  con  la 
invocación  del  "derecho  de  necesidad",  o  de  la  "presei-\'ación  de*  la 
soberanía",  o  del  "derecho  de  necesidad",  o  de  otros  argumentos  por 
el  estilo.  Sobre  el  particular  dice  Olof  Hoijer,  ya  citado: 

"Admitir  que  la  necesidad  puede  engendrar  un  derecho  nuevo 
superior,  es  abrir  las  puertas  a  la  arbitrariedad  de  los  Estados,  a  to- 
das las  aberraciones  del  imperialismo  conquistador,  a  todos  los  erro- 
res del  subjetivismo  individual,  que  son  la  negación  de  la  justicia. 
Sería  también  suministrar  un  pretexto  cómodo  y  una  apariencia  falaz 
de  justificación  a  las  empresas  de  fuerza  y  de  violencia  v  a  las  ma- 
nifestaciones de  ese  egoísmo  nacional  que,  evadido  de  los  límites  de 
la  moral  y  de  la  equidad,  no  tiene  nada  de  sagrado. 

"Quién  decide,  en  fin  de  cuentas,  cuándo  existe  la  necesidad,  y 
quién  fija  svi  extensión  y  sus  efectos  sino  el  intersado  mismo?  Y,  en- 
tonces, según  sus  prejuicios,  sus  pasiones  y  sus  designios  del  momen- 
to, el  gobernante  que  a  tal  recurso  acude,  se  sentirá  autorizado  para 
poner  al  poder  de  que  disfruta  por  encima  del  derecho  y  para  re- 
glamentar el  desarrollo  de  éste  según  sus  conveniencias  variables  y 
sus  cambiantes  fantasías. 

"En  efecto,  las  razones  de  Estado  no  faltan  nunca  para  servir 
de  mampara  a  las  violaciones  más  manifiestas  del  derecho,  a  los  ata- 
ques menos  fundados  a  la  independencia  de  las  naciones,  pues  tales 
"razones"  son  para  las  gentes  carentes  de  argumentos,  el  "por  qué" 
que  legitima  las  más  ilegítimas  empresas. 

La  historia  nos  da  de  ello  el  más  trágico  testimonio.  Fue  en 
nombre  de  la  "necesidad"  como  fueron  consumados  los  tres  desga- 
rramientos de  Polonia,  y  como  fue  violada  la  neutralidad  permanente 
de  Bélgica  y  del  Luxemburgo  en  agosto  de  1914,  y  como  fueron  des- 
pedazados como  insignificantes  pedazos  de  papel  los  más  solemnes 
compromisos  internacionales . 

"Semejantes  procedimientos  invitan  imperiosamente  a  mantener 
intacta  la  distinción,  necesaria  para  mantener  la  paz  del  mundo  y  el 
reinado  de  la  justicia  entre  los  pueblos,  entre  un  falso  "derecho  de 
necesidad"  y  un  innegable  derecho  de  legítima  defensa  que  tiene  por 
justificación  racional  la  existencia  de  una  agresión  injusta,  contraria 
al  derecho  y  contra  la  cual  el  empleo  de  la  violencia  es  la  única 
respuesta  eficaz"  (("Les  Traités  Internationaux",  tomo  1^,  página  541). 
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LA  CLAUSULA  "REBUS  SIC  STANTIBUS " 

Prescindiendo  del  caso  concreto  del  "estado  de  necesidad"  es  in- 
dudable que  hay  causas  de  extinción  de  los  tratados,  que  son  histó- 
ricas, fatales  y  de  ineludible  cumplimiento.  El  mismo  "estado  de 
necesidad"  cuando  está  basado  en  motivos  serios  y  reales,  puede  ser. 
una  de  esas  causas. 

Los  tratados  se  celebran  sobre  la  base  de  las  previsiones  de  am- 
bas partes,  previsiones  que  se  fundan  en  las  circunstancias  actuantes 
en  el  momento  de  las  negociaciones.  Si  esas  circunstancias  llegan  a 
desaparecer  o  a  variar  sustancialmente,  cualquiera  de  los  dos  Esta- 
dos puede  pedir  la  abrogación  del  tratado  por  medio  de  la  llamada 
"denvmcia  unilateral" . 

"Pacta  sunt  servanda,  rebus  sic  stantibus"  es  el  aforismo  que 
preside  las  relaciones  contractuales  entre  dos  o  más  Estados.  De 
acuerdo  con  este  principio,  universalmente  admitido  como  un  axioma 
jurídico,  los  pactos  deben  cumplirse  estrictamente  y  a  base  de  buena 
fe,  en  guarda  de  la  justicia,  del  derecho  y  del  honor  de  las  naciones. 
Pero  como  bien  puede  suceder  que  las  circunstancias  que  motivaron 
un  tratado  hayan  desaparecido  o  variado  sustancialmente,  se  admite 
la  denuncia  unilateral  del  mismo  con  base  en  la  cláusula  "rebus 
sic  stantibus". 

El  Estado  denunciante  somete  entonces  al  otro  su  solicitud  de 
extinción  del  vínculo  contractual,  y  el  Estado  requerido  estudia  esa 
solicitud  y  la  acepta  o  la  rechaza.  En  ningún  caso  puede  quedar  al 
mero  capricho  o  arbitrio  del  denunciante  el  declararse  libre  de  sus 
compromisos  por  el  solo  hecho  de  haber  formulado  la  denuncia,  pues 
hay  otro  principio  jurídico,  según  el  cual,  los  tratados  se  disuelven 
en  la  misma  forma  en  que  se  celebran,  esto  es,  por  el  mutuo  consen- 
timiento de  los  Estados  contratantes:  "omnis  res  per  cuascumque  cau- 
sas nascitur,  per  easdem  disolvitur". 

Se  puede  preguntar  en  qué  sentido  podría  invocar  el  Estado 
colombiano  la  cláusula  "rebus  sic  stantibus"  para  pedir  la  abrogación 
de  la  Convención  de  1953  o  del  Concordato  de  1887.  Es  que  acaso 
se  ha  operado  un  cambio  sustancial  en  las  costumbres,  en  las  tradi- 
ciones, en  la  vida  social  y  en  el  sentimiento  religioso  de  la  nación 
colombiana? 

La  verdad  es  que  el  "hecho  católico"  de  nuestro  país,  que  en 
ocasiones  solemnes  invocaron  el  Excelentísimo  Señor  Ismael  Perdomo 
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y  Su  Eminencia  el  Cardenal  Luque  ante  los  Poderes  Públicos,  sigue 
actuando  con  todo  su  tradicional  vigor  a  pesar  de  la  inquietante  rela- 
jación de  las  costumbres  y  de  la  funesta  influencia  que  sobre  ellas 
ejercen  el  protestantismo,  el  comunismo  y  demás  doctrinas  disolven- 
tes. Ese  hecho  es  el  fundamento  granítico  del  concordato  de  1887  y 
de  la  Convención  de  1953.  Colombia  fue,  es  y  será  una  nación  de 
•unanimidad  moral  católica,  realidad  histórica,  política  y  sociológica 
que  nuestros  gobernantes  no  tienen  derecho  de  ignorar. 

No  se  cumple  la  condición  resolutoria  de  la  cláusula  "rebus  sic 
stantibus"  por  el  hecho  insólito  de  que  unos  pocos  colombianos  tras- 
nochados invoquen  como  una  necesidad  para  Colombia  el  divorcio 
vincular,  el  imperio  del  matrimonio  civil,  el  registro  exclusivamente 
civil,  la  famosa  tuición  del  siglo  pasado,  la  laicización  de  los  cemen- 
terios, la  enseñanza  laica,  la  "moral  sin  religión  y  la  conciencia  sin  fe" 
y  la  absoluta  libertad  de  cultos  con  el  sentido  de  libertad  proselitista 
en  favor  de  los  credos  anticatólicos.  Ni  se  cumple  esa  condición  re- 
solutoria de  la  cláusula  "rebus  sic  stantibus"  por  el  hecho  de  (|ue 
esos  mismos  colombianos  pidan  la  expulsión  de  los  misioneros  cató- 
licos y  la  suplantación  de  los  mismos  por  los  pastores  protestantes,  o 
el  absoluto  abandono  de  las  tribus  indígenas  al  paganismo,  al  analfa- 
betismo, a  la  barbarie,  a  las  endemias  y  a  la  espantosa  voracidad 
de  las  selvas. 

El  Gobierno  colombiano  no»  podrá  demostrar  nunca  ante  la  San- 
ta Sede  que  una  siquiera  de  esas  reformas  es  anhelada  por  la  nación 
colombiana.  Pero  si  el  Gobierno  se  atreviera  a  formular  como  peti- 
ción oficial  cualquiera  de  los  cambios  enunciados,  la  nación  entera  se 
empinaría  como  un  solo  hombre  para  oponerse  a  semejante  pretensión. 

Suprímanse  las  Misiones  Católicas  y  se  llegará  a  este  resultado 
desolador:  que  no  habrá  clero  colombiano  que  se  dedique  a  tan  duros 
e  ingratos  menesteres,  y  que,  si  lo  hubiera,  ese  clero  no  dispondría  de 
fondos  para  poder  ejercer  su  misión,  fondos  que  no  los  pueden  su- 
ministrar las  poblaciones  indígenas  y  que  sólo  pueden  ser  aportados 
por  el  Estado .  Y  si  es  que  se  quiere  prescindir  en  absoluto  del  ele- 
mento religioso,  extranjero  o  colombiano,  habrá  qué  convenir  en  que 
Colombia  ha  dejado  de  ser  una  nación  católica,  regida  por  un  Gobierno 
católico,  y  que  el  Estado  colombiano  ha  resuelto  desconocer  unilate- 
ralmente  el  Concordato  de  1887.  Pero  habría' qué  convenir  también 
en  que  sería  una  verdadera  catástrofe  la  administración  del  Gobierno 
.sin  la  colaboración  covilizadora  de  la  Iglesia . 
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UNA  HIPOTETICA  DISCUSION 

Qué  argumentos  se  podrían  oponer  a  una  hipotética  denuncia  de 
cualquier  Gobierno,  bien  fuera  del  Concordato  de  1887  o  de  la  Con- 
vención de  1953? 

Sería  yo  muy  osado  si  tratara  de  dar  consejos  a  la  Santa  Sede, 
maestra  de  sabiduría,  de  diplomacia,  de  sagacidad  y  de  prudencia  en 
la  defensa  de  la  Iglesia.  Pero  sí  me  atrevo  con  profundo  respeto  a 
formular  algunas  observaciones  que  a  mí  se  me  ocurrirían  como  im- 
pugnador de  la  supuesta  denuncia  del  Gobierno  colombiano. 

Yo  me  sostendría,  en  primer  lugar,  en  la  intangibilidad  del  Con- 
cordato de  1887,  y  especialmente  de  su  artículo  31  en  lo  que  respecta 
.  a  la  Convención  Misional  de  1953.  Y  no  admitiría,  ni  por  asomo,  la 
hipótesis  de  que  es  preciso  adoptar  un  nuevo  Concordato  y  una  nueva 
Convención  que  deban  ser  sometidos  a  la  aprobación  del  Congreso, 
y  ello  en  virtud  de  las  razones  que  atrás  expuse. 

Como  el  fin  principal  que  persiguen  los  opositores  al  Concorda- 
to y  a  la  Convención  del  53  es  el  de  derribar  la  actual  estructura  de 
la  educación  nacional,  tales  opositores  aducirán,  como  flamante  y 
clamoroso  argumento,  la  libertad  de  conciencia,  la  libertad  de  ense- 
ñanza, la  libertad  de  cátedra  y  la  libertad  de  cultos,  y  esta  última 
con  el  alcance  de  absoluta  libertad  proselitista  en  favor  de  todo  el 
mundo.  Y  para  justificar  el  proselitismo  de  los  credos  acatólicos  o 
anticatólicos,  los  opositores  invocarían  el  artículo  53  de  la  Constitu- 
ción Nacional,  que  dice  en  su  inciso  3^: 

"Se  garantiza  la  libertad  de  todos  los  cultos  que  no  sean  con- 
trarios a  la  moral  cristiana  ni  a  las  leyes". 

Yo  les  contestaría  que  la  libertad  de  cultos  no  implica  el  dere- 
cho al  ejercicio  del  proselitismo  por  parte  de  las  religiones  acató- 
licas o  anticatólicas,  y  al  efecto  invocaría  la  doctrina  del  mismo  Go- 
bierno colombiano,  expuesta  que  fue  en  agosto  de  1952  en  una 
conferencia  que  dictó  el  doctor  Alfredo  Vásquez  Carrizosa,  Encar- 
gado del  Ministerio  de  Relaciones  Exteriores .  Dijo  entonces  ese  alto 
'  funcionario:  , 

"El  llamado  problema  protestante  no  es  una  cuestión  legal,  por- 
que no  hay  para  nosotros  duda  sobre  el  alcance  de  nuestras  leyes. 

"Conviene  declarar,  una  vez  por  todas,  que  el  Gobierno  de  Co- 
lombia garantiza  a  los  nacionales  y  extranjeros  "la  libertad  de  todos  los 
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cultos  que  no  sean  contrarios  a  la  moral  cristiana  ni  a  las  leyes",  según 
el  precepto  del  artículo  53  de  la  Constiutción  Nacional. 

"La  libertad  de  cultos  es  bien  distinta  de  la  libertad  de  opinión 
manifestada  por  medio  de  la  palabra  o  de  la  prensa.  Cuando  ésta  se 
ejerce  para  adoctrinar  a  las  gentes  fuera  de  un  lugar  sagrado,  hay  una 
acción  pública,  que  no  puede  confundirse  con  el  acto  de  la  oración 
(o  culto).  De  ningún  modo  podríamos  entender  esa  facultad  natural 
del  hombre  para  invocar  libremente  a  Dios,  como  el  arbitrio  de  pro- 
pagar toda  doctrina,  en  cualquier  momento-  y  por  cualquier  medio, 
fuera  de  los  templos  o  capillas".  Y  concluyó  así  el  distinguido  vocero 
del  Gobierno: 

"El  Gobierno  de  Colombia  no  está  obligado  a  otorgar  una  ga- 
rantía para  el  ejercicio  de  los  cultos  protestantes  fuera  de  los  tem- 
plos o  capillas". 

En  otro  aparte  de  su  importante  conferencia  dijo  el  doctor  Vás- 
quez  Carrizosa: 

"Acordamos  garantías  para  la  libertad  de  cultos.  El  Gobierno 
está  dispuesto  a  evitar  la  impunidad  de  los  delitos  que  por  esta  causa 
se  ejerciten,  v  las  autoridades,  por  su  parte,  deben  prevenir  y  castigar 
todo  hecho  lesivo  de  la  integridad  de  las  personas,  todo  acto  que  per- 
turbe la  conciencia  religiosa  de  los  nacionales  o  extranjeros. 

"Lo  que  no  es  dado  a  nuestras  autoridades  es  impedir  los  efec- 
tos sociales  de  una  propaganda.  Quien  haga  en  la  plaza  pública  de- 
terminados actos  de  proselitismo  a  favor  de  sus  ideas,  inclusive  en  el 
caso  de  los  colombianos,  se  expone  a  inevitables  reacciones  de  quie- 
nes piensan  lo  contrario.  La  propaganda  de  las  ideas  que  contradice 
el  sentimiento  público,  suele  producir  en  todas  las  naciones,  aun  en 
las  de  más  perfecta  civilización,  semejantes  inevitables  reacciones". 

LA  TRADICION  INTERNACIONAL  DE  COLOMBIA 

Para  averiguar  cuál  ha  sido  la  tradición  internacional  de  Colom- 
bia en  lo  que  respecta  al  proselitismo  de  las  sectas  protestantes,  y, 
en  general,  de  cualesquiera  religiones  acatólicas  o  anticatólicas,  basta 
estudiar  los  tratados  celebrados  por  nuestros  Gobiernos  con  los  Esta- 
dos Unidos  de  América,  Inglaterra  y  Holanda.  Efectivamente,  el 
artículo  14  del  Tratado  Mallarino-Bidlak  celebrado  por  Colombia 
con  los  Estados  Unidos  el  día  12  de  diciembre  de  1846,  que  está 
vigente  reza  así: 
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"Los  ciudadanos  de  la  República  de  la  Nueva  Granada,  residen- 
tes en  el  territorio  de  los  Estados  Unidos,  gozarán  de  una  perfecta 
e  ilimitada  libertad  de  conciencia,  sin  ser  molestados  ni  perturbados 
en  el  ejercicio  de  su  religión,  en  casas  privadas,  o  en  capillas,  o  en 
lugares  de  adoración,  destinados  al  efecto. 

"De  la  misma  manera,  los  ciudadanos  de  los  Estados  Unidos  go- 
zarán en  el  territorio  de  la  República  de  la  Nueva  Granada,  de  per- 
fecta libertad  de  conciencia  y  ejercerán  su  religión  pública  o  priva- 
damente en  sus  mismas  habitaciones,  o  en  capillas,  o  en  lugares  de 
adoración,  destinados  al  efecto,  de  conformidad  con  las  leyes,  usos 
y  costumbres  de  la  Nueva  Granada". 

Nótese  que,  de  acuerdo  con  ese  tratado,  que  está  vigente,  los 
católicos  colombianos  tampoco  gozan  del  derecho  de  proselitismo  en 
los  Estados  Unidos,  pues  han  de  limitarse  a  ejercer  su  religión  en 
casas  privadas,  o  en  capillas,  o  en  lugares  de  adoración  destinados  al 
efecto.  Y  si  esa  es  la  situación  jurídica  de  nosotros  los  colombianos 
en  tiena  norteamericana,  no  se  podría  pretender  que  los  protestantes 
norteamericanos  gozaran  en  Colombia  de  un  proselitismo  que  les  es 
negado  a  nuestros  nacionales  en  Norteamérica.  Por  eso  se  estipuló 
en  el  segundo  inciso  del  artículo  transcrito  que  los  norteamericanos 
"ejercerán  su  religión  en  sus  mismas  habitaciones,  o  en  capillas,  o  en 
lugares  de  adoración,  destinados  al  efecto". 

El  tratado  celebrado  por  Colombia  con  la  Gran  Bretaña  el  18 
de  abril  de  1825,  que  fue  ratificado  en  octubre  de  1866  y  está  vi- 
gente, reza  así: 

"Los  ciudadanos  y  súbditos  de  las  dos  partes  contratantes,  resi- 
dentes en  los  territorios  del  otro  (sic),  gozarán  de  la  más  absoluta 
libertad  de  conciencia,  sin  que  sean  molestados  ni  perturbados  a 
causa  de  sus  creencias  religiosas,  ni  tampoco  serán  molestados  ni 
perturbados  en  el  ejercicio  legítimo  de  su  religión  en  casas  privadas, 
iglesias,  capillas  o  lugares  destinados  para  el  culto,  con  tal  que  al 
ejercerla  observen  el  decoro  debido  a  la  Divinidad  y  el  respeto  a 
las  leyes  del  país". 

En  el  tratado  celebrado  por  Colombia  con  Holanda  el  1?  de 
mayo  de  1829,  que  está  vigente,  se  lee: 

"^'Los  súbditos  de  Su  Majestad  el  Rey  de  los  Países  Bajos,  resi- 
dentes en  el  territorio  de  Colombia,  aun  cuando  no  profesen  la  reli- 
gión católica,  gozarán  la  más  perfecta  y  entera  seguridad  de  concien- 
cia, sin  quedar  expuestos  a  ser  molestados,  inquietados  ni  perturbados 
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en  razón  de  su  creencia  religiosa,  ni  en  los  ejercicios  propios  de  su 
religión,  con  tal  que  los  hagan  en  casas  privadas  y  con  el  decoro 
debido  al  culto  divino,  respetando  las  leyes,  usos  y  costumbres  esta- 
blecidos al  efecto. 

"Los  ciudadanos  de  Colombia  gozarán  en  todos  los  dominios  de 
Su  Majestad  del  libre  ejercicio  de  su  religión,  en  público  o  en  pri- 
vado, dentro  de  sus  casas  o  en  los  templos  destinados  al  culto,  según 
el  principio  de  tolerancia  universal  establecido  por  las  leyes  funda- 
mentales del  Reino". 

Nótese  que  tampoco  en  Inglaterra  y  en  Holanda  pueden  los 
católicos  colombianos  ejerecer  el  proselitismo  religioso,  razón  por  la 
cual  a  los  protestanates  ingleses  y  holandeses  les  aplican  los  respec- 
tivos tratados  la  misma  medida. 

Como  si  no  fuera  suficiente  la  estipulación  que  deniega  a  los 
colombianos,  norteamericanos,  ingleses  y  holandeses  el  proselitismo 
religioso  en  el  país  en  que  viven  como  extranjeros,  esos  tratados 
exigen  que  el  ejercicio  del  culto  divino  respete  "las  leyes,  usos  y  cos- 
tumbres de  la  Nueva  Granada  (tratado  Mallarino-Bidlak);  que,  tanto 
ingleses  como  colombianos,  respeten  "las  leyes  del  país  (tratado  con 
Inglaterra);  y  que,  tanto  holandeses  como  colombianos,  respeten  "las 
leyes,  usos  y  costumbres  establecidos  al  efecto,  (tratado  con  Holan- 
da). Así,  pues,  tuvo  razón  el  doctor  Alfredo  Vásquez  Carrizosa  cuan- 
do dijo  en  nombre  del  Gobierno: 

"Quien  haga  en  la  plaza  pública  determinados  actos  de  proseli- 
tismo a  favor  de  sus  ideas,  inclusive  en  el  caso  de  los  colombianos, 
se  expone  a  inevitables  reacciones  de  quienes  piensan  lo  contrario. 
La  propaganda  de  las  ideas  que  contradice  el  sentimiento  público 
suele  producir  en  todas  las  naciones,  aun  en  las  de  más  perfecta  civi- 
lización, semejantes  inevitables  reacciones". 

DOCUMENTOS  ECLESIASTICOS 

Manteniéndome  todavía  dentro  del  tema  del  proselitismo  reli- 
gioso, creo  muy  conveniente  recordarles  a  los  Vicarios  v  Prefectos 
Apostólicos  y  a  la  Nunciatura  Apostólica  algunos  documentos  ecle- 
siásticos que  no  deben  faltar  en  vm  estudio  a  fondo  de  la  trascenden- 
tal cuestión  que  ha  sido  sometida  a  mi  consideración. 

El  primero  de  esos  documentos  es  la  solicitud  que  los  Prelados 
de  Misiones  elevaron  en  1948  al  Gobierno  Nacional,  en  la  cual  se  lee: 
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"1°  —  La  Convención  sobre  Misiones  celebrada  entre  la  Santa 
Sede  y  la  República  de  Colombia,  establece  que  los  Territorios  Mi- 
sionales serán  evangelizados  por  los  Misioneros  católicos,  con  el  apoyo 
no  sólo  de  carácter  material,  sino  también  moral.  La  prohibición 
de  la  propaganda  protestante  será  un  apoyo  efectivo  y  decisivo  a  las 
Misiones  Católicas. 

"2°  —  En  un  documento  oficial  del  Ministerio  de  Relaciones 
Exteriores,  dirigido  al  Ministerio  de  Guerra  el  17  de  mayo  de  1945, 
al  hacerse  referencia  a  las  actividades  de  los  protestantes  en  algunos 
Territorios  Nacionales,  se  dijo  textualmente  que  las  misiones  protes- 
tantes ejercen  una  actividad  que  es  contraria  a  los  compromisos  que 
tiene  contraídos  el  Gobierno  con  la  Santa  Sede  en  la  Convención 
sobre  Misiones  Católicas  para  los  Territorios  Misionales".  Por  lo 
mismo,  nos  parace  que  se  deberían  impedir  esas  actividades  protes- 
tantes en  dichos  territorios. 

"3^  —  También  el  Ministerio  de  Relaciones  Exteriores,  en  nota 
de  10  de  julio  de  1944,  dirigida  al  Ministerio  de  Educación  Nacional, 
afirmó:  "La  tesis  de  que  pueda  existir  oposición  entre  el  texto  del 
Convenio  de  Misiones  y  los  artículos  constitucionales  de  la  reforma 
del  año  de  1936  no  parece  aceptable,  ya  que  aquél  es  un  acuerdo  in- 
ternacional que  nos  obliga  y  que  en  el  caso  que  nos  ocupa  (de  las 
escuelas  protestantes)  se  refiere  a  una  reglamentación  especial  para 
determinadas  regiones  del  país,  que  deja  en  pie  los  principios  funda- 
mentales acogidos  en  la  Carta". 

"Esta  doctrina,  aceptada  por  el  Ministerio  de  Relaciones  Exte- 
riores en  lo  que  se  refiere  a  la  libertad  de  enseñanza,  y  que  ha  sido 
yá  aplicada  a  las  escuelas  protestantes  de  los  Territorios  Misionales, 
creemos  que  debe  aplicarse  también  a  la  libertad  de  propaganda  re- 
ligiosa. Aun  cuando  la  libertad  de  cultos  garantizada  en  la  Constitu- 
ción se  quiera  interpretar  en  sentido  de  libertad  de  propaganda  reli 
giosa  (interpretación  que  nosotros  consideramos  errónea),  creemos 
que  se  debería  hacer  excepción  para  los  Territorios  Misionales,  sin 
que  esta  excepción  signifique  oposición  con  la  Constitución  Nacional, 
de  acuerdo  con  la  doctrina  expresada  por  el  Ministerio  de  Relacio- 
nes Exteriores". 

El  segundo  documento  eclesiástico  que  es  preciso  tener  en  cuen- 
ta al  afrontar  cualquier  discusión  que  se  promvieva  contra  el  Concor- 
dato de  1887  y  contra  la  Convención  de  1953,  es  la  nota  que  dirigió 
Su  Eminencia  el  Cardenal  Crisanto  Luque  al  doctor  Lucio  Pabón 
Núñez,  Ministro  de  Gobierno,  el  31  de  enero  de  1954,  y  en  la  cual 
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el  ilustre  Prelado  se  manifiesta  conforme  con  la  Circular  número  310 
de  28  de  los  mismos  mes  y  año  que  dicho  Ministro  dirigió  a  sus 
subalternos  de  todo  el  país.  Copio  en  primer  lugar  la  Circular,  que 
reza  así: 

"Bogotá,  enero  28  de  1954 . 

"Por  medio  de  la  presente  doy  a  ustedes  las  intrucciones  defi- 
nitivas del  Gobierno  en  relación  con  las  actviaciones  o  labores  que 
pueden  verificar  en  el  Territorio  del  país  los  pastores  de  religiones 
distintas  a  la  Iglesia  Católica,  o  los  extranjeros  residentes  afiliados  a 
otras  religiones: 

"1^  —  Los  nacionales  y  extranjeros  no  católicos  residentes  en 
Colombia  gozan  de  entera  libertad  de  conciencia; 

"2^  —  Tales  personas  no  pueden  ser  molestadas,  inquietadas  ni 
perturbadas  en  el  ejercicio  de  su  religión,  siempre  que  los  actos  del 
culto  se  verifiquen  en  los  templos  y  capillas  destinados  al  efecto; 

3^  —  Los  nacionales  y  extranjeros  no  católicos  residentes  en 
Colombia,  sean  ellos  Ministros,  pastores  o  simples  fieles,  no  pueden 
desarrollar  ninguna  acción  proselitista  pública,  ni  emplear  medios  de 
propaganda  fuera  del  recinto  donde  se  verifique  el  culto; 

"4°  —  La  residencia  de  Ministros  Protestantes  en  Territorios  de 
Misiones,  de  conformidad  con  las  estipulaciones  del  Convenio  sobre 
Misiones  de  1953  entre  Colombia  y  la  Santa  Sede,  está  rodeada  de 
las  garantías  constitucionales,  mas  sujeta  a  la  restricción  de  no  poder 
ejercer  labor  misional  pública,  ni  labor  educativa,  excepto  para  hijos 
de  extranjeros  no  católicos; 

"5°  —  En  todo  caso,  en  el  ejercicio  del  culto  de  religión  distinta 
a  la  católica,  deberán  respetarse  la  moral  cristiana,  la  religión  cató- 
lica, sus  Ministros,  las  leyes  de  la  República,  y  no  ser  tales  actos  sub- 
versivos del  orden  público  (Artículo  53  de  la  Constitución  Nacional),,. 

Conocedor  de  esa  circular  Su  Eminencia  el  Cardenal  Luque, 
dirigió  al  señor  Ministro  de  Gobierno  la  siguiente  carta: 

"Bogotá,  enero  31  de  1954. 

Señor  Ministro: 

"Tengo  el  agrado  de  dirigirme  a  Vuestra  Señoría  para  expresarle, 
por  medio  de  la  presente,  la  completa  conformidad  de  la  Jerarquía 
Eclesiástica  de  Colombia  con  la  Circular  número  310,  relacionada  con 
la  práctica  y  propaganda  de  religiones  acatólicas . 
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"Con  ese  importante  documento  hace  el  Gobierno  un  inmenso 
beneficio  al  país  porque,  dejando  intacto,  como  era  preciso  dejarlo,  el 
precepto  constitucional  de  que  "nadie  será  molestado  por  razón  de  sus 
opiniones  religiosas  ni  compelido  por  las  autoridades  a  profesar  creen- 
cias ni  observar  prácticas  contrarias  a  su  conciencia",  con  la  providen- 
cia aludida  cumple,  en  forma  clara  y  precisa,  no  susceptible  de  equi- 
vocadas interpretaciones,  el  deber  de  proteger  eficazmente  la  religión 
de  la  casi  totalidad  de  los  colombianos;  defiende  la  unidad  religiosa, 
vínculo  el  más  fuerte  de  la  nacionalidad;  precave  conflictos  religiosos 
y  de  orden  público  ocasionados  por  la  propaganda  con  que  algunas 
sectas  protestantes,  fuera  de  los  recintos  de  sus  respectivos  cultos, 
molestan  a  los  católicos  "por  razón  de  sus  opiniones  religiosas",  y  se 
elimina  el  pretexto  con  que  se  viene  adelantando  en  el  exterior  una 
extensa  y  sostenida  campaña  de  descrédito  del  país,  como  si  en  él  exis- 
tiera alguna  persecución  religiosa  contra  los  protestantes. 

"La  Jerarquía  Eclesiástica  no  puede  menos  de  abrigar  firme  con- 
fianza en  que  una  disposición  que  tan  justa  y  acertadamente  tutela 
esos  intereses  permanentes,  indisolublemente  ligados  al  progreso  y 
bienestar  de  la  patria,  será  vigorizada,  en  su  estabilidad,  por  el  ca- 
rácter de  precepto  constitucional. 

"Aprovecho  la  ocasión  para  suscribirme  de  Vuestra  Señoría  con 
toda  consideración,  Crisanto  Cardenal  Luque,  Arzobispo  de  Bogotá, 
Primado  de  Colombia". 

La  circular  del  Ministro  de  Gobierno  y  la  carta  de  Su  Eminencia 
el  Cardenal  Luque  son  dos  documentos  que  protocolizan  la  interpre- 
tación acorde  de  las  dos  potestades  acerca  del  Concordato  de  1887  y 
de  la  Convención  de  1953.  No  se  comprendería,  por  tanto,  que  algún 
Gobierno  posterior  cambiara  de  opinión  e  interpretara  en  sentido  con- 
trario esos  dos  estatutos,  ya  que  la  continuidad  histórica  y  jurídica 
obliga  a  los  sucesivos  gobiernos  a  respetar  la  fe  pública  empeñada  en 
los  tratados  y  convenciones  internacionales. 

LA  DOCTRINA  OFICIAL 

Ese  perfecto  acuerdo  interpretativo  no  ha  sido  roto  hasta  hoy, 
pues  con  excepción  de  la  declaración  que  contiene  la  nota  del  doctor 
Jorge  Soto  del  Corral,  Ministro  de  Relaciones  Exteriores,  al  Embajador 
Olaya  Herrera,  la  cual  transcribí  al  comenzar  este  estudio,  la  política 
internacional  del  Gobierno  colombiano,  a  que  vengo  aludiendo,  ha 
sido  constante  e  invariablemente  sostenida  por  eminentes  funcionarios 
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de  los  dos  partidos  tradicionales  de  Colombia .  Efectivamente,  en  1950, 
con  motivo  de  unos  cargos  formulados  por  el  señor  Daniel  Pattison, 
Tesorero  de  las  misiones  protestantes  en  América  Latina,  el  Ministio 
de  Relaciones  Exteriores,  doctor  Evaristo  Sourdís,  hizo  las  siguientes 
declaraciones  en  nota  dirigida  al  Embajador  de  Colombia  ante  el  Go- 
bierno de  Washington: 

"El  señor  Ministro  de  Educación  Nacional,  en  nota  y  con  docu- 
mentos que  en  copia  se  le  adjuntan,  viene  quejándose  de  que  las  sec- 
tas protestantes,  a  pesar  del  conocimiento  que  tienen  del  caso,  no 
cumplen  con  el  deber  de  abstenerse  de  propaganda  en  los  llamados 
Territorios  Misionales.  Bien  sabe  usted  que  de  conformidad  con  las 
normas  concordatarias  y  los  convenios  posteriores,  el  Estado  colombia- 
no tiene  contraída  con  la  Iglesia  de  Roma  la  obligación  de  reservar 
la  obra  evangelizadora  en  tales  territorios,  de  modo  exclusivo,  a  la 
Iglesia  Católica". 

En  la  Circular  de  22  de  septiembre  de  1951  que  el  Secretario  Ge- 
neral del  Ministerio  de  Educación  dirigió  a  las  autoridades  civiles  y 
eclesiásticas  de  los  Territorios  Misionales,  se  lee: 

"La  propaganda  religiosa  fuera  de  las  casas  privadas  o  capillas,  en 
cualquier  parte  del  Territorio  colombiano,  es  un  derecho  distinto  al 
de  profesar  a  título  individual  una  religión.  Tan  sólo  lo  segundo  está 
autorizado  por  el  Tratado  (Mallarino-Bidlak)  de  1846,  artículo  14". 

En  una  declaración  que  publicó  el  doctor  Eduardo  Zuleta  Angel, 
Ministro  de  Educación  Nacional,  en  junio  de  1947,  se  lee: 

"En  relación  con  el  criterio  que  el  Gobierno  Nacional  ha  seguido 
para  dar  cumplimiento  al  convenio  citado,  el  doctor  Antonio  Rocha, 
Ministro  de  Educación,  declaraba  el  14  de  marzo  de  1944:  "el  Minis- 
terio de  Educación  está  dispuesto  a  cumplir  en  un  todo  las  normas 
legales  sobre  enseñanza  en  los  Territorios  Nacionales  confiados  a  las 
Misiones,  y  le  será  muy  grato  colaborar  permanentemente,  no  sólo 
con  ese  Ministerio  (el  de  Relaciones  Exteriores)  en  lo  que  a  este  punto 
respecta,  sino  con  los  Jefes  de  las  Misiones  respectivas,  con  mira  de 
propender  por  un  eficaz  y  progresivo  éxito  educacional  en  los  mencio- 
nados territorios".  Y,  con  motivo  de  la  clausura  de  la  escuela  protes- 
tante de  Puerto  Leguízamo,  el  Ministro  de  Relaciones  Exteriores,  doc- 
tor Carlos  Lozano  y  Lozano,  envió  el  siguiente  concepto  al  Ministro 
de  Educación,  en  nota  de  10  de  junio  de  1944: 

"Sigo  estimando  i^ecesario  el  cierre  de  la  mencionada  escuela,  a 
fin  de  ajustarse  a  las  disposiciones  del  Cdnvénio  de  Misiones  de  1928. 
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y  en  vista  de  las  inciativas  tomadas  recientemente  por  la  Conferencia 
Episcopal  en  estas  materias. 

"La  tesis  de  que  pueda  existir  oposición  entre  el  texto  del  Con- 
venio de  Misiones  y  los  artículos  constitucionales  de  la  Reforma  del 
año  36,  no  parece  aceptable,  ya  que  aquél  es  un  Acuerdo  Internacional 
que  nos  obliga  y  que,  en  el  caso  que  nos  ocupa,  se  refiere  a  una  regla- 
mentación especial  para  determinadas  regiones  del  país,  que  deja  en 
pie  los  principios  fundamentales  acogidos  en  la  Carta .  En  realidad  no 
se  trata  sino  de  modalidades  del  ejercicio  de  vm  derecho". 

El  doctor  Germán  Arciniegas,  Ministro  de  Educación,  declaró  en 
julio  de  1946,  con  referencia  a  las  escuelas  protestantes  de  El  Yopal  y 
la  Aguada,  situadas  en  el  Territorio  de  Casanare: 

"Como  la  clausura  de  dichos  planteles  no  podría  efectuarse  sino 
con  el  concurso  de  los  representantes  de  la  autoridad  civil  en  aquellas 
regiones,  muy  atentamente  ruego  a  ese  Despacho  (el  de  Gobierno)  el 
favor  de  colaborar  con  el  de  Educación,  dando  a  sus  agentes  las  ins- 
trucciones que  considere  del  caso,  a  fin  de  que  las  órdenes  que  se 
impartan  en  el  referido  sentido,  sean  estrictamente  cumplidas,  como 
también  en  el  sentido  de  crear  en  el  caserío  de  Montepa  el  cuerpo  de 
policía  a  que  me  refiero".  Aludiendo  a  estas  declaraciones  manifestó 
el  doctor  Zuleta  Angel  que  "la  medida  policiva  recomendada  por 
el  doctor  Arciniegas  tuvo  por  fundamento  evitar  que  los  niños  co- 
lombianos pasaran  subrepticiamente  al  Ecuador  a  recibir  enseñan- 
za protestante". 

EL  ABUSO  DE  LA  LIBERTAD  DE  CULTOS 
TOLERANCIA  Y  LIBERTAD 

Ha  sido  consagrada  por  el  derecho  civil  moderno  la  llamada 
teoría  del  "abuso  del  derecho",  la  cual  consiste  en  condenar  el  uso 
abusivo  del  derecho  contra  lo  que  constituye  su  esencia  filosófica  y 
sus  finalidades  sociales.  El  capricho  del  agente,  su  malevolencia,  su 
egoísmo  o  su  indolencia  no  pueden  ampararse  en  un  derecho  que 
consagró  el  legislador  con  recta  y  sana  intención  y  sobre  la  base  de 
que  los  códigos  no  deben  legalizar  la  pasiones  o  las  flaquezas  de 
los  hombres. 

También  en  derecho  internacional  rige  esa  teoría  para  condenar 
el  abuso  de  la  libertad,  considerada,  ya  como  un  derecho  natural,  o  ya 
como  la  consagración  positiva  de  los  pactos  internacionales. 
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La  Constitución  de  1886,  fundándose  en  la  doctrina  de  la  Igle- 
sia, consagró  la  mera  tolerancia  de  cultos  en  su  artículo  40,  que 
rezaba  así: 

"Es  permitido  el  ejercicio  de  todos  los  cultos  que  no  sean  con- 
trarios a  la  moral  cristiana  ni  a  las  leyes . 

"Los  actos  contrarios  a  la  moral  cristiana  o  subversivos  del  orden 
público  que  se  ejecuten  con  ocasión  o  pretexto  del  ejercicio  de  un 
culto,  quedan  sometidos  al  derecho  común". 

Comentando  este  texto  el  doctor  José  María  Samper  se  expresó 
así  en  su  "Derecho  Público  Interno  de  Colombia": 

"Pero  todavía  quisieron  los  Constituyentes  llevar  adelante  la 
liberalidad  de  la  Nación. 

"Permitieron  el  ejercicio  de  todos  los  cultos  que  no  fuesen  con- 
tratrios a  la  moral  cristiana  ni  a  las  leyes.  Y  por  qué  tiene  esta  con- 
cesión la  forma  de  permiso?  La  razón  es  obvia.  No  siendo  libres 
todas  las  religiones  por  derecho  propio,  puesto  que  la  religión  de  los 
colombianos  es  la  católica,  y  siendo  la  diversidad  de  cultos  un  mal, 
según  la  conciencia  de  los  católicos,  pero  mayor  el  mal  de  que  no 
practiquen  ninguna  religión  los  disidentes;  se  otorga  a  éstos  la  tole- 
rancia, y,  por  lo  tanto,  se  les  permite  el  ejercicio  de  sus  cultos. 

"Pero  este  permiso  no  es,  ni  podía  ser,  incondicional:  es  necesa- 
rio por  una  parte,  que  los  cultos  extraños  no  sean  contrarios  a  la 
moral  cristiana;  y,  por  otra,  que  tampoco  sean  contrarios  a  las  leyes. 
Por  qué  lo  primero?  Porque  siendo  cristiano,  como  lo  es,  el  pueblo 
colombiano,  él  no  admite,  ni  puede  admitir,  que  sea  conforme  a  la 
moral  (base  necesaria  de  toda  sociedad  civilizada)  ningún  culto  que 
contraste  con  la  moral  cristiana,  la  moral  enseñada  por  Jesucristo. 
Por  qué  lo  segundo?  Porque  el  legislador  puede  hallar,  en  lo  futuro, 
principios  y  prácticas  en  los  cultos  disidentes  que,  sin  ser  inmorales, 
puedan  causar  perjuicio  a  la  Nación:  verbigracia,  crear  un  antago- 
nismos de  cultos  que  amenace  a  la  paz  pública  o  la  perturbe;  y  en 
tal  caso,  la  Ley  ha  de  remediar  el  mal  con  prohibiciones  o  medidas 
que  lo  conjuren  o  le  pongan  coto  

"Por  lo  demás,  como  el  artículo  que  analizamos  nada  dice  en  su 
primera  parte,  acerca  de  la  publicidad  del  ejercicio  de  los  cultos  a 
que  se  refiere,  importa  fijar  sobre  esto  una  opinión.  La  nuéstra  es 
que,  mientras  la  ley  no  disponga  otra  cosa,  el  ejercicio  de  tales  cultos 
permitidos  ha  de  ser  público,  o  puede  serlo  en  bien  de  los  respec- 
tivos religionarios;  y  esto  porque  la  condición  y  regla  general  de  los 
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cultos  es  su  publicidad.  Pero  el  legislador  podrá  adoptar  sobre 
esto  las  medidas  que  estime  convenientes,  caso  de  que  la  publi- 
cidad de  los  cultos  disidentes  pueda  ser  ocasionada  a  conflictos  o 
perturbaciones" . 

La  publicidad  de  que  habla  el  doctor  Samper  no  tiene  el  signi- 
ficado de  proselitismo.  Público  es  el  culto  que  se  realiza  en  un  tem- 
plo o  en  una  capilla  abiertos  al  público,  adonde  todo  el  mundo  puede 
entrar.  Y  continúa  el  doctor  Samper: 

"La  segunda  parte  de  este  artículo  contiene  una  garantía  pre- 
ciosa para  la  libertad  de  conciencia  y  para  la  seguridad  de  la  Iglesia 
Católica  y  de  los  cultos  disidentes.  A  título  de  amparar  la  soberanía 
nacional,  se  estableció  en  Colombia  la  odiosa  práctica  de  dar  leyes 
de  excepción  contra  los  sacerdotes  católicos,  sometiéndolos  a  reglas 
especiales,  breves  y  sumarias,  de  procedimiento,  con  lo  cual  se  les 
privaba  de  las  muy  decantadas  libertades  y  garantías  reconocidas  por 
la  Constitución  de  1863  a  todos  los  individuos  sin  distinción  alguna. 
Semejante  iniquidad  queda  prohibida  por  la  segunda  parte  de  este 
artículo,  puesto  que  quedan  sometidos  al  derecho  común  (sin  leyes 
de  excepción)  los  actos  contrarios  a  la  moral  cristiana  o  subversivos 
del  orden  público  que  se  ejecutaren  con  ocasión  o  pretexto  del  ejer- 
cicio de  cualquier  culto  (de  un  culto) . 

"Por  lo  tanto,  si  hubiere  desórdenes  en  las  ceremonias  de  los 
cultos;  si  con  ocasión  o  pretexto  de  ejercerlos  se  procurare  subvertir 
el  orden  público;  si  se  hicieren  predicaciones  o  se  ejecutaren  actos 
contrarios  a  la  moral  cristiana,  o  al  orden,  nada  de  esto  será  repri- 
mido o  castigado  conforme  a  disposiciones  excepcionales  o  arbitra- 
rias. Todo  acto  culpable,  sea  cual  fuere  su  condición,  queda  bajo  la 
jurisdicción  común  de  los  códigos,  leyes  y  autoridades  que  rigen  para 
la  Nación,  dado  que  todo  esto  compone  el  derecho  común,  así  en  lo 
sustantivo  y  lo  jurisdiccional,  como  en  los  procedimientos.  Esta  regla 
es  y  tiene  que  ser  igual  para  católicos  y  disidentes,  porque  la  apli- 
cación a  todos  del  derecho  común,  es  asunto  de  orden  social  y  de 
justicia"  (Obra  citada,  página  77  a  79).  (Subraya  el  autor). 

Que  la  Constitución  de  1886  se  inspiró  en  la  doctrina  católica 
para  consagrar,  no  la  libertad  de  cultos  sino  su  mera  tolerancia,  se 
comprueba  con  la  sola  transcripción  de  algunos  párrafos  de  las  Encí- 
clicas. Efectivamente,  en  la  Encíclica  "Libertas"  escribió  Su  Santi- 
dad León  XIII: 

"Para  que  mejor  se  vea  esto,  bueno  será  considerar  una  por  una 
esas  varias  conquistas  de  la  hbertad  que  se  dicen  logradas  en  núes- 
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tros  tiempos.  Sea  la  primera,  la  que  llaman  libertad  de  cultos,  en 
tan  grande  manera  contraria  a  la  virtud  de  la  religión.  Su  funda- 
mento es  estar  del  todo  en  manos  de  cada  uno  el  profesar  la  religión 
que  más  le  acomode,  o  el  no  profesar  ninguna .  Pero  muy  al  contrario, 
entre  todas  las  obligaciones  del  hombre,  la  mayor  y  más  santa  es, 
sin  sombra  de  duda,  la  que  nos  manda  adorar  a  Dios  pía  y  religiosa- 
mente". Y  más  adelante: 

"Así  que,  al  ofrecer  al  hombre  esta  libertad  de  cultos,  de  que 
vamos  hablando,  se  le  da  facultad  para  pervertir  o  abandonar  impune 
una  obligación  santísima,  y  tornarse,  por  lo  tanto,  al  mal,  volviendo 
la  espalda  al  bien  inconmutable;  lo  cual,  como  hemos  dicho,  no  es 
libertad,  sino  depravación  de  ella  y  servidumbre  del  alma  envile- 
cida bajo  el  pecado".  Y  en  su  Encíclica  "Immortale  Dei"  dice  el 
mismo  León  XIII: 

"La  Iglesia,  aunque  no  juzga  ser  lícito  el  que  las  diversas  clases 
y  formas  del  culto  divino  gocen  del  mismo  derecho  que  compete  a 
la  religión  verdadera,  no  por  eso  condena  a  los  encargados  del  Go- 
bierno de  los  Estados,  que,  ya  para  conseguir  algún  bien  importante, 
ya  para  evitar  algún  grave  mal,  toleran  en  la  práctica  la  existencia 
de  dichos  cultos  en  el  Estado".  Y  en  otro  aparte  de  la  "Immortale 
Dei"  dice  el  gran  Pontífice: 

"Por  esta  razón,  así  como  no  es  lícito  descuidar  los  propios  de- 
beres para  con  Dios,  y  el  primero  de  éstos  es  profesar  de  palabra  y 
de  obra,  no  la  religión  que  a  cada  uno  acomode,  sino  la  que  Dios 
manda,  y  consta  por  argumentos  ciertos  e  irrecusables  ser  la  única 
verdadera;  de  la  misma  suerte  no  pueden  las  sociedades  políticas 
obrar  en  conciencia,  como  si  les  fuere  extraña;  ni  mirarla  con  esquivez 
ni  desdén,  como  inútil  y  embarazosa;  ni,  en  fin,  otorgar  indiferente- 
mnte  carta  de  vecindad  a  los  varios  cultos;  antes  bien,  y  por  el  con- 
trario, tiene  el  Estado  político  obligación  de  admitir  enteramente,  y 
abiertamente  profesar,  aquella  ley  y  prácticas  del  culto  divino  que  el 
mismo  Dios  ha  demostrado  que  quiere". 

Pero  aconteció  que  la  Constitución  de  1936  cambió  el  concepto  de 
mera  tolerancia  por  el  de  libertad,  al  disponer  en  el  artículo  53: 

"Se  garantiza  la  libertad  de  todos  los  cultos  que  no  sean  contra- 
rios a  la  moral  cristiana  ni  a  las  leyes .  Los  actos  contrarios  a  la  moral 
cristiana  o  subversivos  del  orden  público  que  se  ejecuten  con 
ocasión  o  pretexto  del  ejercicio  de  un  culto,  quedan  sometidos  al 
derecho  común". 
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El  artículo  40  de  la  Constitución  de  1886  consagra  tan  sólo  un 
permiso  condicionado  para  ejercer  los  cultos  no  católicos,  en  tanto 
que  el  artículo  53  de  la  Constitución  de  1936  consagra  la  libertad  de 
los  mismos.  La  diferencia  entre  permisión  (o  tolerancia)  y  libertad 
sería  sustancial,  si  no  hubiera  sucedido  que  los  constituyentes  de  1936 
no  dijeron  nada  distinto  de  lo  que  dispusieron  los  constituyentes  de 
1886,  pues  ambos  textos  declaran  con  la  misma  leyenda: 

1°  —  Que  no  son  admitidos  los  cultos  que  sean  contrarios  a 
la  moral  cristiana; 

2^  —  Que  no  son  admitidos  los  cultos  que  sean  contrarios  a 
las  leyes; 

3°  —  Que  no  son  admitidos  los  cultos  que  sean  subversivos  del  or- 
den público; 

4^  —  Que  para  reprimir  esos  cultos  no  habrá  una  jurisdicción 
ni  una  legislación  especial,  pues  la  represión  se  regirá  por  el  de- 
recho común. 

Así  las  cosas,  vale  tanto  decir  que  "se  permite  el  ejercicio"  de 
los  cultos  no  católicos,  como  consagrar  la  libertad  de  los  mismos,  y, 
por  tanto,  la  mera  permisión  (o  tolerancia)  y  la  libertad  quedaron 
igualadas  en  su  reglamentación  y  en  sus  efectos  o  consecuencias.  Lo 
que  quiere  decir  que  tan  acordes  son  las  doctrinas  de  la  Iglesia  con 
la  doctrina  constitucional  de  1886,  como  acordes  son  con  la  doctrina 
<;onstitucional  de  1936. 

Una  de  dos:  o  los  constituyentes  de  1936  tuvieron  la  intención 
de  consagrar  la  libertad  de  cultos  en  el  sentido  de  conceder  los  mis- 
mos fueros  al  culto  católico  y  a  los  cultos  acatólicos,  y  en  tal  caso 
se  pronunciaron  contra  las  doctrinas  pontificias  y  violaron  el  Con- 
cordato de  1887;  o  no  quisieron  consagrar  esa  igualdad,  y  en  tal 
hipótesis  ninguna  modificación  introdujeron  al  artículo  40  de  la 
Constitución  del  86,  a  no  ser  el  cambio  innocuo  del  concepto  de 
"permisión"  o  "tolerancia"  por  el  concepto  de  "libertad". 

Ahora  bien,  si  se  acepta  la  primera  hipótesis,  o  sea,  que  los  cons- 
tituyentes de  1936  sí  quisieron  igualar  en  un  todo  al  culto  católico 
con  los  demás  cultos,  hay  qué  convenir  en  que  las  palabras  traiciona- 
ron sus  intenciones,  y  que  les  faltó  la  necesaria  técnica  idiomática 
para  expresar  con  precisión  su  pensamiento. 

Sea  de  ello  lo  que  fuere,  es  lo  cierto  que,  habiendo  sido  repro- 
ducido al  pie  de  la  letra  en  la  Constitución  de  1936  el  segundo  inciso 


32 


ALFONSO    URIBE  MISAS 


y  la  segunda  parte  del  inciso  primero  del  artículo  40  de  la  Constitu- 
ción del  86,  no  le  es  dado  a  ningún  gobierno  alegar,  en  favor  de  los 
protestantes  o  de  otros  religionarios  no  católicos,  el  derecho  a  la 
igualdad  sin  límites  de  todos  los  cultos  acatólicos  frente  al  culto  ca- 
tólico. "Cuando  el  sentido  de  la  Ley  sea  claro,  no  se  desatenderá  su 
tenor  literal  a  pretexto  de  consultar  su  espíritu"  (artículo  27  del  códi- 
go civil  colombiano).  Y  el  espíritu  de  la  primera  hipótesis  tan  sólo 
hubiera  sido  patente  e  indiscutible  si  los  constituyentes  de  1936 
se  hubieran  limitado  a  decir  que  "se  garantiza  la  libertad  de  todos 
los  cultos". 

Sobra  decir  que  a  los  gobernantes  colombianos  no  les  es  dado 
interpretar  la  "moral  cristiana"  a  la  luz  de  cualquiera  de  los  cente- 
nares de  credos  protestantes,  ni  a  la  luz  de  la  "moral  universal"  o  de 
la  "moral  natural",  sino  a  la  luz  de  la  doctrina  de  la  Iglesia  Católica, 
de  esa  Iglesia  que  el  Estado  colombiano  se  obligó  a  "proteger"  y 
"hacer  respetar"  "como  esencial  elemento  del  orden  social"  (artículo 
1^  del  Concordato  de  1887). 

Expuesto  lo  anterior,  debemos  sacar  la  conclusión,  a  saber:  que 
proclamar  el  derecho  al  proselitismo  protestante,  bien  sea  que  lo 
proclamen  los  mismos  protestantes  o  cualquier  funcionario  público,  es 
una  absurda  interpretación  del  artículo  53  de  la  Constitución  de 
1936,  un  "abuso  del  derecho",  un  abuso  de  la  libertad  de  cultos. 

Han  de  saber,  pues,  los  protestantes,  que  a  menudo  invocan  el 
artículo  53,  ya  citado,  que  nada  ganó  el  protestantismo  con  ese  texto 
constitucional,  el  que  mantiene,  en  resumidas  cuentas,  la  misma  doc- 
trina de  la  simple  tolerancia  de  cultos  que  consagró  el  artículo  40  de 
la  Constitución  de  1886. 

CONSIDERACIONES  HISTORICAS  Y  SOCIOLOGICAS 

Fuera  de  la  unidad  de  raza  y  de  idioma,  Colombia  ha  mantenido 
hasta  hoy  la  unidad  religiosa,  debido  a  la  unanimidad  moral  católica 
de  su  población.  Pero  día  a  día  se  agudiza  el  problema  de  la  expan- 
sión protestante,  ominosa  catcquesis  que  no  necesita  y  que  rechaza 
con  altivez  la  nación  colombiana,  poseedora  como  se  siente  de  la  ver- 
dadera doctrina  cristiana,  que  es  la  católica,  apostólica  y  romana. 

Qué  gana  el  país  con  que  los  pastores  protestantes,  que  tienen 
mucho  dinero,  exploten  el  hambre  y  la  miseria  de  nuestras  gentes 
para  apartarlas  de  la  fe  católica  e  inducirlas  a  abrazar,  en  funesta 
mezcolanza,  alguna  de  las  trescientas  o  más  sectas  disidentes  que 
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se  disputan  fieramente  en  otros  pueblos  la  posesión  de  la  verdad 
cristiana? 

Qué  gana  el  país  con  llenarse  de  adventistas,  presbiterianos,  me- 
todistas, cuáqueros,  puritanos,  anglicanos,  pentecostales,  bautistas, 
anabaptistas  y  demás  afiliados  específicamente  a  la  herejía  de  Lutero? 
Y  cuál  será  para  Colombia  la  ganancia  de  estar  metida  en  ese  pan- 
demónium de  credos  rivales?  Así  despedazados  y  anarquizados  espi- 
ritualmente,  agregaremos  a  nuestros  tradicionales  motivos  de  penden- 
cia — la  diferencia  de  clases,  la  nativa  intolerancia,  la  política  y  la 
mala  educación —  otros  trescientos  y  más  motivos  de  desunión  y  de 
mutua  aversión. 

Ya  otros  países  de  la  América  Hispana,  asustados  ante  la  cre- 
ciente invasión  de  pastores  protestantes,  han  empezado  a  tomar  me- 
didas en  defensa  de  la  integridad  de  la  fe  católica.  Cuando,  no  hace 
mucho,  los  pastores  protestantes  norteamericanos  pusieron  el  grito  en 
el  cielo  contra  el  Perú,  porque  les  atajaba  el  paso,  y  trataron  de 
interesar  a  la  Onu  dizque  en  nombre  de  la  libertad  de  conciencia, 
de  la  libertad  de  cultos  y  de  los  derechos  humanos  en  general,  el 
gobierno  peruano  se  irguió  con  dignidad  y  afirmó  que  nadie  tenía 
derecho  a  menguar  la  soberanía  nacional  al  tratar  de  reglamentar  en 
determinado  sentido  su  inmigración.  En  el  decreto  que  el  Gobierno 
peruano  dictó  para  prohibir  el  proselitismo  protestante  fuera  de  los 
templos  y  capillas  de  las  diversas  sectas,  se  lee: 

"Permitir  que  confesiones  distintas  de  la  Católica,  al  amparo  de 
una  mal  entendida  libertad  de  cultos,  atente  contra  la  indivisible 
unidad  nacional,  es  favorecer  la  desintegración  de  las  fuerzas  aglu- 
tinantes de  la  Patria".  La  misma  razón  vale  para  Colombia,  sobre 
todo  para  los  territorios  nacionales  que  los  misioneros  católicos  están 
incorporando  a  la  vida  civilizada. 

También  la  República  Argentina  ha  resuelto  defenderse  de  la 
audaz  invasión  de  los  pastores  protestantes.  En  un  decreto,  también 
reciente,  del  Gobierno  argentino,  se  lee: 

"Que  destinando  el  Gobierno  Nacional  ingentes  sumas  en  el  pre- 
supuesto para  apoyar  a  las  Misiones  Católicas,  es  inconcebible  que 
permita  a  los  adeptos  de  otra  religión  deshacer  la  obra  del  Gobierno". 
Aplicando  estos  considerandos  a  nuestro  país,  es  claro  que  sería 
contradictoria,  ingenua  e  ilógica  la  actividad  de  un  gobierno  que, 
reconociendo  en  el  artículo  1^  del  Concordato  que  debe  proteger  y 
hacer  respetar  la  Religión  Católica  "como  esencial  elemento  del  or- 
den social";  y  que,  reconociendo,  asimismo,  en  los  artículos  11,  12, 
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13,  14  y  31  del  mismo  Concordato,  que  debe  defender  la  enseñanza 
católica  y  fomentar  las  misiones  católicas,  les  diese  carta  blanca  a  las 
sectas  protestantes  para  "descatolizar"  el  país  con  el  ejercicio  de  un 
proselitismo  anticatólico  que  destruiría  la  obra  que  el  mismo  gobier- 
no se  propone  realizar. 

En  los  Territorios  Misionales  habitados  por  tribus  indígenas  bár- 
baras o  semibárbaras,  que  aún  viven  en  las  tinieblas  del  paganismo, 
no  hay  protestantes  a  quienes  los  audaces  pastores  quisieran  servir 
de  directores  espirituales .  Hay,  de  acuerdo  con  los  informes  de  nues- 
tros misioneros,  paganos  y  nada  más,  y  precisamente  para  catequizar- 
los católicamente  se  firmaron  el  Concordato  de  1887  y  las  sucesivas 
convenciones  misionales  que  ya  he  mencionado.  Y  para  lograr  el 
éxito  de  la  catcquesis  católica,  se  les  dio  a  los  Misioneros  Católicos 
el  derecho  exclusivo  de  convertir  esas  tribus  a  la  Religión  Católica, 
sin  la  competencia  de  credos  rivales  acatólicos. 

Sería,  pues,  un  contrasentido  y  una  labor  de  antipatria  el  que 
nuestros  funcionarios  públicos  se  empeñaran  en  invadir  con  ejércitos 
de  pastores  protestantes  los  territorios  que  tan  sólo  pueden  ser  evan- 
gelizados por  los  Misioneros  Católicos.  Fuera  de  que  hay  derecho 
a  pensar  que  detrás  del  aparente  misticismo  protestante,  se  pueden 
ocultar  ciertas  tendencias  imperialistas,  las  cuales  deben  ser  frenadas 
también  con  la  práctica  patriótica  de  un  sano  nacionalismo. 

Cosa  muy  distinta  ocurre  en  las  ciudades  y  centros  poblados  y 
civilizados  en  donde  ya  existen  núcleos  de  protestantes,  judíos,  etc., 
;a  los  cuales  se  les  garantiza  la  libertad  de  cultos  en  sus  casas,  tem- 
plos y  capillas,  pero  no  el  proselitismo  o  pública  propaganda,  y  menos 
si  ese  proselitismo  es  subversivo  del  orden  público  y  calumnia  o  di- 
fama a  la  Iglesia  Católica. 

Así,  pues,  no  se  necesita  que  determinado  gobernante  sea  un 
ferviente  católico  para  que  se  sienta  obligado  a  proteger  v  defender 
a  la  Iglesia  frente  a  la  labor  proselitista  de  las  sectas  protestantes. 
Basta  que  el  gobernante  de  turno  tenga  un  sentido  histórico  de  la 
vida  nacional,  y  que  recuerde  que,  según  "El  Espíritu  de  las  Leyes", 
éstas  "se  deben  amoldar  a  la  religión,  a  las  costumbres,  a  las  tradi- 
ciones y  a  la  idiosincrasia  de  cada  pueblo". 

Así  como  los  Estados  Unidos  de  América  prohiben  la  inmigra- 
ción de  fascistas  v  de  comunistas,  así  también  los  gobiernos  argentino 
v  peruano  se  niegan  a  recibir  la  avalancha  de  pastores  protestantes. 
Y  cuenta  que  no  los  rechazan  por  ser  protestantes,  sino  porque  vienen, 
en  trance  proselitista  y  con  la  más  inaudita  de  las  pretensiones,  a 
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catequizar  un  pueblo  católico  que  es  dueño  de  su  fe,  de  sus  tradicio- 
nes, de  su  personalidad  y  de  su  porvenir. 

Hay  qué  confesar  que  en  Colombia,  el  país  católico  por  excelen- 
cia, ha  faltado  el  mismo  celo  de  los  argentinos  y  de  los  peruanos  para 
proteger  a  los  Misioneros  Católicos  y  para  combatir  el  proselitismo 
protestante  a  todo  lo  largo  y  ancho  del  país.  Y  es  triste  confesar  que 
son  personajes  de  segunda  y  tercera  categoría  los  que,  camuflados 
en  varios  Ministerios  y  haciendo  gala  de  escepticismo  burlón  y  de 
criterio  civilizado,  desnaturalizan  la  alta  y  sagrada  misión,  que  com- 
pete exclusivamente  al  Presidente  y  a  sus  Ministros,  de  hacer  cumplir 
a  cabalidad  el  concordato  de  1887  y  la  convención  misional  de  1953. 

El  mismo  Gobierno  norteamericano  no  mira  con  buenos  ojos  la 
propaganda  protestante  en  Centro  y  Sur  América,  pues  cuando  el 
Director  de  la  Catholic  WellfaTe  Association  se  quejó  contra  dicha 
propaganda  ante  el  Presidente  Franklin  D.  Roosevelt,  éste  contestó: 
"no  es  al  Gobierno  americano  a  quien  compete  impedir  la  emigración 
a  la  América  Latina  de  pastores  protestantes,  sino  a  los  gobiernos 
hispanoamericanos  que  tienen  perfecto  derecho  para  impedirles  la 
entrada  con  base  en  las  leyes  sobre  inmigración" . 

El  periodista  norteamericano,  de  filiación  protestante,  que  res- 
ponde al  nombre  de  John  W.  White,  publicó  en  1943  un  interesante 
libro  titulado  "Our  Good  Neighbour  Hurdle",  o  sea,  "Obstáculo  para  la 
Buena  Vecindad".  En  este  irrecusable  testimonio  de  210  páginas,  se  lee: 

"El  obstáculo  más  serio  para  estrechar  la  amistad  y  el  entendi- 
miento entre  el"  pueblo  de  los  Estados  Unidos  y  los  pueblos  de  Amé- 
rica Latina,  es  la  actividad  proselitista  del  ejército  de  misioneros 
protestantes  de  Norte  América  que  ha  sido  enviado  a  las  repúblicas 
del  Sur  para  "cristianizarlas". 

"Esta  conclusión  es  el  resultado  de  más  de  veinticinco  años  de 
viajar  por  la  América  del  Sur  en  calidad  de  periodista  corresponsal,  a 
fin  de  estudiar  objetivamente  los  problemas  y  dificultades  de  nues- 
tras relaciones  con  los  países  situados  al  sur  del  Río  Grande. 

"Esta  es  también  la  convicción  de  miles  de  negociantes  no  cató- 
licos y  de  otros  norteamericanos  que  han  tenido  la  oportunidad,  como 
yo,  de  conocer  muy  bien  a  nuestros  vecinos  del  sur  y  de  oírlos  ex- 
presar algunas  de  las  razones  por  las  cuales  no  nos  quieren  y  nos 
consider'an  insinceros  e  hipócritas  en  nuestros  esfuerzos  para  acer- 
carnos a  ellos. 

"Unidad  y  buena  vecindad  requieren  mutuo  respeto  por  sobre 
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toda  Otra  consideración.  Y  cómo  podemos  esperar  que  nos  respeten 
los  pueblos  de  Méjico,  de  Centro  y  Sur  América,  mientras  nosotros 
nos  presentemos  ante  ellos  como  el  único  pueblo  cristiano  de  las 
Américas  y  les  enviemos  nuestros  misioneros  a  cristianizarlos?  Las 
Directivas  protestantes  de  las  Misiones  destinadas  al  exterior  usan 
en  sus  relaciones  la  palabra  "cristiano"  como  antinomia  de  "católico" 
(Páginas  11  y  12). 

"Si  verdaderamente  queremos  salvar  para  la  democracia  el  hemis- 
ferio occidental,  debemos  contar  con  la  amistad  y  la  confianza  de 
nuestros  vecinos  del  Sur.  El  primer  y  más  importante  paso  para  ga- 
narnos esa  amistad,  será  el  hacer  regresar  a  nuestros  misioneros  a 
Norte  América  y  demostrarles  a  los  pueblos  del  sur  que  nosotros  los 
reconocemos,  no  como  infieles  y  paganos,  sino  como  educados,  civi- 
lizados y  cultos,  y  que  con  pueblos  de  esas  cualidades  nosotros  de- 
seamos ser  buenos  vecinos"  (Páginas  12  y  13). 

Habiendo  así  captado  de  cerca  y  por  un  cuarto  de  siglo  el  lla- 
mado "problema  religioso",  creado  en  nuestro  continente  meridional 
por  el  agresivo  fanatismo  de  los  pastores  protestantes,  Mr.  White 
dicta  en  su  libro  este  fallo  tremendo:  "uno  se  pregunta  muchas  veces 
cómo  es  que  los  gobiernos  suramericanos  no  han  reunido  a  todos 
esos  ministros  protestantes  y  los  han  deportado  desde  hace  mucho 
tiempo"  (Página  188). 

CULMINACION  DEL  ACUERDO  ENTRE 
LA  IGLESIA  Y  EL  ESTADO 

Hace  pocos  días  se  presentó  un  incidente  internacional  provoca- 
do por  el  sectarismo  anticatólico  de  ciertos  sectores  protestantes  de 
los  Estados  Unidos,  incidente  que  nos  trae  a  la  memoria  la  intransi- 
gente actitud  de  la  Señora  Roosevelt  contra  las  subvenciones  oficiales 
a  la  educación  católica.  En  esa  primera  acasión  fue  el  propio  Carde- 
nal Spellman  quien  defendió  los  derechos  de  la  Iglesia  Católica  en  for- 
ma tan  elocuente,  que  dicha  señora  hubo  de  rectificar  sus  conceptos . 

"El  Tiempo"  de  Bogotá  publicó  en  su  edición  del  10  de  mayo  de 
1962  la  siguiente  información: 

"Tras  haber  sido  llamados  a  Palacio  los  Ministros  de  Relaciones 
Exteriores  y  de  Educación  para  conferenciar  con  el  señor  Presidente 
Lleras,  la  Oficina  de  Información  y  Prensa  de  Palacio  suministró  el 
siguiente  comunicado: 
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"En  una  corresponsalía  de  la  UPI  se  publica  hoy  en  los  diarios 
un  artículo  f imnado  por  el  señor  Martín  P.  Houseman,  quien  asegura 
que  en  todos  los  acuerdos  de  empréstitos  que  se  celebran  en  desarro- 
llo de  la  Alianza  para  el  Progreso  con  el  Gobierno  de  Colombia,  se 
incluirán  cláusulas  contra  la  discriminación  religiosa  en  este  país, 
originadas  en  la  presión  que  han  ejercido  los  grupos  protestantes  ante 
el  Gobierno  Americano. 

"El  Gobierno  colombiano  desea  declarar  que  aunque  no  cree  que 
esa  sea  la  posición  del  Gobierno  de  los  Estados  Unidos,  no  aceptará 
ese  tipo  de  cláusulas  como  condición  para  la  ayuda  externa  y  el  cré- 
dito que  pudiera  obtenerse  para  Colombia  en  desarrollo  de  los  con- 
venios de  Punta  del  Este.  Ninguna  estipulación  semejante  se  convino 
multilateralmente  en  las  declaraciones  y  acuerdos  que  constituyen 
la  Alianza  para  el  Progreso,  y,  de  haberse  propuesto,  hubiera  sido 
rechazada  por  la  mayoría  de  los  países  americanos,  por  constituir  una 
intromisión  inaceptable  en  la  política  interna  de  las  naciones  que 
firmaron  ese  entendimiento  de  cooperación. 

Los  Estados  Americanos  están  comprometidos  al  mayor  desarro- 
llo de  los  principios  democráticos  que  tienden  a  la  eliminación  de 
cualquier  discriminación  por  razones  religiosas,  así  como  raciales,  o 
de  cualquiera  índole,  pero  no  puede  ser  condición  del  apoyo  para 
el  desarrollo  económico  que  se  den  pasos  de  política  interna  que 
sólo  competen  a  los  nacionales. 

"Esta  afirmación  de  los  grupos  religiosos  no  concuerda  con  el 
apoyo  que  el  Gobierno  Americano  ha  otorgado  generosamente  a 
países  de  todas  las  religiones,  incluyendo  las  no  cristianas,  para  su 
desenvolvimiento  y  su  defensa.  Pero  si  la  información  fuera  exacta, 
el  Gobierno  de  Colombia  anticipa  que  no  firmará  acuerdo  alguno  de 
ayuda  financiera  exterior  que  implique  una  obligación  política,  como 
la  mencionada  en  dicha  información". 

Comentando  el  mismo  diario  las  declaraciones  hechas  por  el 
Ministro  de  Educación,  doctor  Jaime  Posada,  declaró  que  "éste  mani- 
festó que  el  Gobierno  no  ha  firmado  ningún  acuerdo  con  los  Estados 
Unidos  sobre  ayuda  econórqica  al  plan  de  construcciones  escolares, 
que  contenga  alguna  cláusula  por  medio  de  la  cual  se  haya  compro- 
metido a  dar  ciertas  garantías  a  los  protestantes  colombianos". 

"El  doctor  Posada  ■ — continúa  "El  Tiempo" —  manifestó  que  ha- 
bía recibido  hace  algunos  días  la  visita  del  Embajador  de  los  Estados 
Unidos,  Mr.  Fulton  Freeman,  con  quien  había  discutido  el  statu-quo 
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de  los  protestantes  colombianos,  y  a  quien  había  reafirmado  que  el 
Gobierno  Nacional  estaba  dispuesto  a  cumplir  con  la  Constitución 
Nacional  en  lo  referente  a  la  libertad  de  cultos,  recordándole  que  la 
Constitución  prevé  libre  acceso  a  escuelas  y  centros  de  educación  de 
los  estudiantes  protestantes. 

"El  doctor  Posada  terminó  diciendo  que  había  reafirmado  la  de- 
cisión del  Gobierno  de  cumplir  con  el  mandato  constitucional  de  la 
libertad  de  cultos,  en  una  carta  al  Embajador  Freeman,  en  la  cual  le 
transcribía  los  parágrafos  pertinentes  de  la  Carta  Constitucional .  Pero, 
dijo  el  doctor  Posada,  también  se  le  recordó  al  Embajador  en  esa 
misma  carta,  que  el  Gobierno  está  obligado  por  la  misma  Constitu- 
ción a  hacer  respetar  a  la  Iglesia  Católica  y  a  protegerla,  ya  que  es  la 
de  la  irmiensa  mayoría  de  los  colombianos.  Asimismo  el  Gobierno 
tiene  un  Concordato  qué  cumplir  con  la  Santa  Sede,  y  a  ello  está 
obligado".  ("El  Tiempo"  edición  del  10  de  mayo  de  1962). 

Con  estas  declaraciones  el  Presidente  de  la  República  y  su  Mi- 
nistro de  Educación  defendieron  dos  principios  que  no  pueden  permu- 
tarse por  dinero,  a  saber:  el  principio  de  soberanía  y  el  principio 
ecuménico  de  la  libertad  de  enseñanza.  Y  al  defender  esos  principios, 
los  dos  altos  funcionarios  remacharon,  por  decirlo  así,  el  solemne 
acuerdo  que  siempre  ha  existido  entie  la  Santa  Sede  y  el  Estado  co- 
lombiano, de  cumplir  estrictamente  el  Concordato  de  1887  y  la  Con- 
vención Misional  de  1953.  Reviste  excepcional  importancia  esta  doble 
declaración  oficial  hecha  ante  el  mundo  entero,  y  en  momentos  en 
que  funcionarios  segundones  tratan  de  suplantar  a  los  gobernantes  y 
de  modificar  a  espaldas  de  éstos  las  tradiciones  jurídico-religiosas 
de  Colombia. 

A  propósito  de  la  libertad  de  enseñanza,  a  los  protestantes  nor- 
teamericanos que  en  forma  tan  audaz  pretendieron  interferir  en  los 
planes  de  la  Alianza  para  el  Progreso,  les  convendría  conocer  la  si- 
guiente declaración  que  hizo  la  Unesco  en  su  Conferencia  General 
de  Nueva  Delhi,  reunida  el  5  de  noviembre  de  1956: 

"La  Unesco  invita  a  los  Estados  Miembros:   7°  a 

adoptar  en  todas  partes  las  medidas  necesarias  para  que  se  dé  a  la 
educación  un  carácter  conforme  a  las  tradiciones  nacionales,  religiosas 
y  lingüísticas  de  los  habitantes,  y  para  que  no  se  introduzca  ningún 
cambio  en  el  carácter  de  esta  enseñanza  por  razones  políticas".  De- 
claración ésta  que  defiende  la  libertad  de  enseñanza  de  cada  país 
contra  cualquiera  intromisión  extranjera,  como  la  que  prentendie- 
ron  realizar  los  protestantes  norteamericanos  al  amparo  de  la  Alianza 
para  el  Progreso. 
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EL  CONCORDATO,  LA  CONVENCION  DE  MISIONES  Y  EL 
CONCEPTO  DE  ORDEN  PUBLICO 

El  artículo  1°  del  Concordato  de  1887  dice  que  el  Estado  colom- 
biano acepta,  como  hecho  social  e  histórico,  que  "la  religión  católica, 
apostólica  y  romana  es  la  de  Colombia";  que  "los  poderes  públicos  la 
reconocen"  como  "elemento  esencial  del  orden  social";  y  que  esos 
mismos  poderes  "se  obligan  a  protegerla  y  hacerla  respetar,  lo  mismo 
que  a  sus  ministros",  y  a  conservarla  "en  el  pleno  goce  de  sus  derechos 
y  prerrogativas". 

Es  preciso  pesar  cada  una  de  estas  palabras  para  acabar  con  la 
actitud  equívoca  y  funesta  de  los  funcionarios  segundones  a  que  me 
he  referido.  Los  tales,  o  no  reflexionan  sobre  el  alcance  de  estas 
proposiciones,  o  fingen  ignorarlas. 

Reconoce,  sí,  el  Estado  colombiano,  que  la  religión  católica  es 
la  de  Colombia.  Ese  es  el  "hecho  católico  que,  primero  el  señor  Ar- 
zobispo Perdomo,  y  después  el  Cardenal  Luque,  en  discurso  dirigido 
al  Presidente  Lleras,  recordaron  a  los  gobernantes  colombianos,  a  fin 
de  que  en  ese  hecho  basaran  su  política  jurídico-religiosa .  Repito 
aquí  también  para  recuerdo  de  los  gobernantes,  las  palabras  del 
barón  de  Montesquieu,  el  más  práctico,  sereno  y  elocuente  de  todos 
los  precursores  de  la  revolución  francesa,  y  nada  sospechoso,  por  lo 
tanto,  de  eso  que  los  "funcionarios  segundones"  llaman  "oscurantismo": 

"Las  leyes  deben  amoldarse  a  la  religión,  a  las  costumbres,  a  las 
tradiciones  v  a  la  idiosincrasia  de  cada  pueblo". 

Los  gobernantes  deben  "proteger"  la  Religión  Católica  y  deben 
hacerla  respetar".  Y  cómo  la  protegen  y  la  hacen  respetar?  Pues  de- 
fendiéndola de  sus  enemigos .  Y  quiénes  son  sus  enemigos?  Pues  todos 
los  que  en  Colombia  quieren  desconocerla  como  "elemento  esencial  del 
orden  social",  v,  de  manera  especial,  las  sectas  protestantes. 

Los  gobernantes  se  obligan  también  a  proteger  y  hacer  respetar  a 
los  Ministros  de  la  Iglesia.  Y  cómo  los  protegen  y  los  hacen  respetar? 
Pues  garantizándoles  el  libre  ejercicio  de  su  apostolado  y  defendién- 
dolos de  todos  los  que  quieren  impedirlo,  entre  los  cuales  sobresalen 
las  sectas  protestantes.  Y,  además,  se  protege  a  los  Ministros  católi- 
cos pagándoles  oportunamente  y  sin  subterfugios  los  auxilios  a  que 
tienen  derecho,  en  virtud  del  Concordato  y  de  la  Convención  Misio- 
nal,  para  ejercer  eficazmente  su  sagrado  Ministerio. 
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Habla  el  artículo  1^  del  Concordato  del  pleno  goce  de  sus  dere- 
chos y  prerrogativas.  Pleno  goce,  no  goce  a  medias  y  compartido 
con  las  sectas  protestantes,  quienes  no  tienen  derecho  al  proselitismo 
contra  la  evangelización  católica.  Y  prerrogativas,  que  constituyen 
el  fuero  especial  de  la  Iglesia  en  Colombia  en  el  campo  de  la  moral, 
de  la  educación  pública  y  de  las  Misiones.  Prerrogativa  es,  según  el 
diccionario  de  la  lengua,  algo  más  que  un  derecho:  es  "el  privilegio, 
gracia  o  exención  de  que  goza  alguno  por  su  posición,  sus  títulos,  etc.". 

El  artículo  1^  que  vengo  comentando  considera  que  la  Religión 
Católica  es  "elemento  esencial  del  orden  social".  Y  ese  orden  no  es 
otra  cosa,  con  distintas  palabras,  que  el  orden  público,  en  el  cual  se 
asientan  la  paz  y  el  progreso  de  la  nación,  así  como  la  sólida  orga- 
nización del  Estado. 

Según  eso,  el  orden  público  es  el  supremo  argumento  que  se  debe 
aducir  en  defensa  del  Concordato  y  de  la  Convención  de  Misiones. 

El  artículo  10  de  esa  Convención  reza  así: 

"Dada  la  trascendencia  que  tiene  para  la  Nación  colombiana  la 
evangelización  en  la  religión  católica  de  los  indígenas,  y  teniendo  en 
cuenta  las  condiciones  particulares  en  que  éstos  se  encuentran,  las 
autoridades  del  Gobierno  de  Colombia  darán  a  las  Misiones  Católicas 
especial  apoyo  y  protección  para  que  puedan  desarrollar  su  obra  li- 
bremente y  sin  obstáculos". 

Como  se  ve,  este  artículo  no  es  sino  la  aplicación  a  las  Misiones 
Católicas  del  artículo  1^  del  Concordato.  Es  evidente  que  la  "tras- 
cendencia" de  la  "evangelización  católica"  de  los  indígenas  es  cuestión 
de  orden  público,  y  que  el  Gobierno  no  puede  permitir  que  a  esa 
evangelización  se  oponga  la  evangelización  protestante.  Que  no  ol- 
viden esto  los  gobernantes  y  no  permitan  que  a  sus  espaldas  maniobre 
una  burocracia  mal  intencionada  y  peor  informada  acerca  de  la  situa- 
ción jurídica  de  las  misiones  católicas  y  de  sus  grandiosas  realizaciones. 

Un  episodio  que  un  día  me  relató  Monseñor  Monconill,  Vicario 
Apostólico  que  fue  de  Sibundoy,  nos  da  una  idea  de  lo  que  significa 
contra  el  orden  público  y  contra  los  fueros  de  un  sano  y  legítimo  na- 
cionalismo el  proselitismo  de  las  sectas  protestantes. 

Pues  sucedió  que  sobre  una  de  las  orillas  .del  río  Putumayo  tenía 
establecido  Monseñor  MonconiTl  uno  de  los  centros  misionales  con- 
fiados a  su  experta  dirección.  Un  día  cualquiera,  y  al  amparo  de  la 
indiferencia  oficial,  se  estableció  una  misión  protestante  en  la  orilla 
opuesta  del  río.  Eran  misioneros  norteamericanos  que  disponían  de 
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mucho  dinero  y  que  Ies  daban  a  los  indios  muy  buena  alimentación, 
buenos  vestidos  y  juguetes  en  profusión,  en  tanto  que  el  Gobierno 
mantenía  a  la  Misión  Católica  en  pésima  situación  económica  al  no 
pagarle  oportunamente  los  auxilios  a  que  tenía  derecho. 

La  consecuencia  fue  que  los  indios  abandonaron  la  Misión  Ca- 
tólica y  se  pasaron  a  la  Misión  protestante.  Más  aún,  pues  ya  los 
misioneros  católicos  habían  enseñado  a  los  indígenas  el  idioma  espa- 
ñol, el  que  ya  empleaban  con  preferencia  a  su  dialecto  nativo,  lo  que 
significaba  una  manera  eficaz  de  incorporar  esas  tribus  a  la  nación 
colombiana.  Y  decía  Monseñor  Monconill  con  profundo  desconsuelo: 
"grande  fue  mi  tristeza  al  comprobar  que  los  indios  olvidaron  el  espa- 
ñol y  aprendieron  el  inglés,  y  que  en  la  selva  colombiana  no  se  oía 
sino  el  "good  morning",  el  "all  right"  y  el  "very  well". 

En  defensa  de  ese  "orden  social"  u  orden  público,  los  gobernan- 
tes y  los  legisladores  colombianos  que  admiten  que  la  religión  católica 
es  la  verdadera,  deben  defenderla  de  acuerdo  con  sus  creencias  y  para 
dar  cumplimiento  a  las  estipulaciones  concordatarias.  Pero  si  no 
fueren  católicos  o  estuvieren  imbuidos  en  el  escepticismo  religioso, 
también  están  obligados,  desde  un  doble  punto  de  vista  histórico  y 
social,  a  defender  la  religión  que  profesa  la  unanimidad  moral  del 
pueblo  colombiano. 

En  defensa  de  ese  "orden  social"  u  orden  público,  los  gobernan- 
tes y  legisladores  están  obligados  a  reprimir  la  libertad  proselitista  del 
protestantismo  fuera  de  sus  templos  y  capillas  o  de  sus  casas,  puesto 
que,  según  el  artículo  53  de  la  Constitución,  se  garantiza  la  libertad 
de  todos  los  cultos  "que  no  sean  contrarios  a  la  moral  cristiana  y  a 
las  leyes". 

Contra  la  ley  que  aprobó  el  Concordato  de  1887  y  contra  todas 
las  leyes  que  se  inspiran  en  el  pensamiento  católico  no  compartido 
por  las  sectas  protestantes,  va  el  proselitismo  de  éstas,  v  por  ese  solo 
aspecto  se  debe  prohibir  esa  propaganda  ilegal. 

Y  qué  se  debe  entender  por  "moral  cristiana"?  No  ciertamente  la 
muy  diversa  y  muy  anárquica  que  predican  las  trescientas  y  más 
sectas  protestantes,  cada  una  de  las  cuales  contempla  la  moral  a  su 
acomodo,  sino  la  que  predica  la  Iglesia  Católica. 

Directa  o  indirectamente  van  contra  la  moral  cristiana  de  la 
Iglesia  Católica  las  predicaciones  protestantes  contra  los  sacerdotes 
y  obispos  católicos  y  el  Pontífice  Romano;  contra  la  virginidad  de 
María;  contra  la  organización  católica  de  los  sacramentos;  contra  la 
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interpretación  católica  de  la  Biblia  y  de  los  Evangelios,  y,  en  suma, 
contra  las  enseñanzas  católicas. 


EL  CONTRATO  CELEBRADO  POR  EL  GOBffiRNO  DE  COLOM- 
BIA  CON  EL  "SUMMER  INSTITUTE  OF  LINGUISTICS,  INC  " 
ES  UNA  CLARA  VIOLACION  DEL  CONCORDATO  DE  1887  Y 
DE  LA  CONVENCION  DE  MISIONES  DE  1953 

Víctima  de  un  engaño  ha  sido  recientemente  el  Gobierno  de  Co- 
lombia por  parte  del  "Instituto  Lingüístico  de  Verano",  entidad  que 
logró  la  celebración  con  el  Ministerio  de  Gobierno  de  un  contrato  que 
fue  firmado  por  el  Ministro  y  por  el  Director  del  Instituto  el  21  de 
febrero  de  1962,  que  obtuvo  dictamen  favorable  del  Consejo  de  Minis- 
tros el  9  de  marzo  subsiguiente,  y  que  fue  firmado  por  el  Presidente 
Lleras  el  13  del  mismo  mes  de  marzo  de  1962. 

Trátase  de  una  entidad  de  doble  carácter,  religioso  y  científico, 
■dependiente  de  la  Iglesia  Bautista  y  comprendida  en  la  División  co- 
nocida con  el  nombre  de  "Wycliffe  Bible  Translators,  Inc.",  cuya  sede 
central  se  encuentra  en  la  ciudad  de  Santa  Ana,  del  Estado  de  Califor- 
nia, Estados  Unidos  de  América. 

La  V^ycliffe  Bible  Translators"  es  una  sociedad  que  fue  fundada 
en  1934  por  los  señores  Legters  v  ^^^  Cameron  Townsend,  hoy  este 
último  Director  General  del  "Instituto  Lingüístico  de  Verano",  con  el 
fin  de  "preparar  jóvenes  cristianos  de  ambos  sexos  y  enviarlos  aproxi- 
madamente a  dos  mil  tribus,  cuyas  lenguas  no  han  sido  reducidas  a 
escritura,  al  efecto  de  que  tales  tiibus  puedan  tener  fragmentos  de  la 
Sagrada  Escritiu-a,  himnos  cristianos  y  literatura  cristiana,  y,  por  lo 
menos,  el  Nuevo  Testamento  en  su  propia  lengua".  (Del  Directo- 
rio de  Oraciones  de  la  Wvcliffe  Bible  Translators,  Inc."  corres- 
pondiente a  1961). 

Igual  objetivo  persigue  el  "Summer  Institute  of  Lingüistics",  que 
en  el  aludido  contrato  se  llama  "'Instituto  Lingüístico  de  Verano",  que 
fue  creado  por  los  mismos  señores  Legters  v  W.  Cameron  Townsend 
en  1934  v  que  comenzó  a  funcionar  con  el  nombre  de  "Campo  Wv- 
cliffe". Son,  pues,  dos  organismos  que  nacieron  y  se  desarrollaron 
con  el  mismo  programa  pero  con  dos  nombres  distintos,  pues  así  lo 
aconsejó  la  "política  exterior"  de  la  Iglesia  Bautista,  ya  que  el  nombre 
"Traductores  Bíblicos  Wycliffe"  sería  muy  sospechoso  para  el  mundo 
católico  latinoamericano,  en  tanto  que  el  de  "Instituo  Lingüístico  de 
A'erano"  pasaría  desapercibido  desde  el  punto  de  vista  religioso. 
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Los  datos  que  anteceden  fueron  suministrados  recientemente  por 
dos  estudiantes  de  la  Universidad  Bautista  de  Oklahoma.  Mr.  Town- 
send,  firmante^del  aludido  contrato,  pidió  al  Comité  Colombiano  de 
Coordinación  Misional  que  enviara  a  dicha  Universidad  dos  repre- 
sentantes en  calidad  de  becarios.  El  Comité  aceptó  la  invitación  y 
envió  al  señor  Alfonso  Forero,  estudiante  de  teología  del  Seminario 
Conciliar  de  Cali,  por  cuenta  del  Vicariato  Apostólico  de  Istmina;  y 
al  Profesor  de  lenguas  y  filólogo  de  mérito  don  Manuel  Lucena,  por 
cuenta  de  la  Prefectura  Apostólica  de  Leticia.  Y  por  cierto  que  el 
Vicariato  y  la  Prefectura  Apostólica  mencionados  hubieron  de  sufra- 
gar la  mayor  parte  de  los  gastos  de  los  dos  estudiantes,  pues  las 
becas  resultaron  de  muy  exiguo  valor. 

Pues  bien,  los  dos  estudiantes  de  Oklahoma  se  dieron  cuenta  de 
la  verdadera  misión  del  llamado  "Instituto  Lngüístico  de  Verano"  y 
rindieron  al  respecto  un  informe  detallado  al  Comité,  el  cual  reposa 
en  los  archivos  de  esta  institución.  Pero,  no  sólo  existe  ese  informe 
fidedigno,  dado  por  testigos  que  palparon  en  la  propia  Universidad  la 
peligrosa  realidad,  y  a  quienes  trataron  los  Bautistas  de  catequizar 
para  su  secta,  pues  en  el  número  4  de  "América  Indígena",  órgano 
trimestral  del  Instituto  Indigenista  Interamericano  que  se  edita  en 
México,  edición  de  octubre  de  1961,  volumen  XXI,  se  lee: 

"Por  otro  lado,  el  Instituto  Lingüístico  de  Verano,  aparentemente 
dedicado  a  realizar  investigaciones  lingüísticas,  en  verdad  no  es  sino 
otro  centro  de  carácter  religioso,  que  está  trabajando  en  las  selvas 
orientales,  desde  hace  aproximadamente  unos  diez  años,  previo  un 
convenio  firmado  con  el  Gobierno  del  Ecuador,  en  el  que  jugó  papel 
de  importancia  el  Instituto  Ecuatoriano  jde  Antropología  y  Geografía 
(I.  E.  A.  G.).  Aunque  posteriormente  la  colaboración  de  carácter 
científico  esperada  sé  redujo  al  mínimo,  por  razones  que  ignora- 
'  mos"  (Página  278) . 

Al  apreciar  la  maravillosa,  heróica  y  fecunda  labor  de  los  misio- 
neros católicos  en  Colombia,  no  .se  puede  obrar  de  buenas  a  primeras 
y  en  forma  irreflexiva,  desde  la  estéril  quietud  de  un  escritorio  buro- 
crático. Hay  qué  leer,  y  leer  mucho,  para  poder  juzgar  con  pleno 
conocimiento  de  causa  acerca  de  cuestiones  de  tanta  trascendencia 
como  sería  el  suprimir  las  misiones  católicas  en  Colombia,  o  frenar  su 
ímpetu  creador,  y  dejar  entrar  a  nuestras  regiones  misionales  a  las 
trescientas  y  más  sectas  en  que  se  divide  el  protestantismo,  las  cuales 
llevarían  a  nuestro  mundo  semi-bárbaro  el  desorden  espiritual  y  la 
anarquía  que  resulta  de  enfrentarse  entre  sí  tales  sectas  y  de  neutra- 
lizar la  obra  civilizadora  del  misionero  católico. 
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En  verdad  que  el  Gobierno  de  Colombia  no  necesita  valerse  de 
la  ciencia  filológica  de  los  Misioneros  Bautistas,  pues  también  la  Igle- 
sia Católica  cuenta  con  institutos  y  expertos  en  achaques  lingüísticos, 
los-  (jue  ya  han  hecho  importantes  estudios  filológicos  en  nuestras 
tribus  indígenas,  estudios  que  han  redundado  en  una  grandiosa  labor 
civilizadora  en  nuestros  territorios  misionales. 

Tengo  a  la  vista  la  "Gramática  de  la  Lenguna  Caribe-Cuna"  es- 
crita por  el  R.  P.  Manuel  María  Puig,  Misionero  del  Corazón  de 
María,  una  obra  de  283  páginas  publicada  en  1946,  aplicable  a  las 
tribus  panameñas  y  colombianas,  obra  tan  detallada  y  completa,  como 
pueda  serlo  la  mejor  gramática  de  cualquiera  otra  lengua  conocida. 
Dos  años  antes,  el  mismo  Padre  Puig  publicó  un  Diccionario  de  diez 
mil  voces  de  la  misma  lengua. 

Tengo  también  a  la  vista  el  famoso  "Diccionario  Catío  -  Español 
y  Español  -  Catío"  de  88  páginas,  obra  del  R .  P .  Constancio  Pinto, 
C.  M.  F.,  publicada  en  Manizales  en  1950.  Este  diccionario  es  utili- 
zable  por  los  misioneros,  viajeros  e  investigadores  que  visiten  los 
Departamentos  de  Chocó,  Antioquia,  Caldas  y  Bolívar. 

El  autor  del  diccionario  utilizó  en  su  preparación  otros  impor- 
tantes estudios  filológicos  de  los  misioneros  católicos,  como  "El  Idio- 
ma Katío"  (Un  Ensayo  Gramatical),  libro  escrito  por  Fray  Pablo  del 
Santísimo  Sacramento  C.  D.;  el  libro  "Creencias,  Ritos,  Usos  y  Cos- 
tumbres de  los  Indios  Katíos"  de  Fray  Severino  de  Santa  Teresa,  y 
los  apuntes  inéditos  del  Padre  Miguel  Rodríguez,  C.  M.  F.,  quien 
lleva  ya  veinte  años  de  vida  misionera  en  el  Chocó  y  fue  uno  de  los 
fundadores  del  Internado  Indígena  de  Catrú.  Estas  obras  guardan 
estrecha  relación  con  el  "Estudio  Etnológico  sobre  los  Indios  Chocoes" 
del  Barón  Erland  Nordenskiold  y  del  doctor  Henry  Wassen. 

También  tengo  a  la  mano  la  revista  "Amazonia  Colombiana  Ame- 
ricanista", órgano  del  "Cileac"  o  "Centro  de  Investigaciones  Lingüís- 
ticas y  Etnográficas  de  la  Amazonia  Colombiana",  Tomo  V,  números 
17  -  19,  1951  -  1953,  revista  en  la  cual  aparecen  publicados  profundos 
estudios  filológicos  del  Padre  Marcelino  de  Castellví,  Misionero  Ca- 
puchino fundador  del  Cileac,  sobre  "La  Macrofamilia  Lingüística 
Wítoto  y  sus  Relaciones  con  la  Familia  Sábela  y  otras  Indoamerica- 
nas";  del  R.  P.  Mateo  de  Pupiales,  O.  Cap.,  miembro  del  Cileac, 
sobre  "Palabras  de  origen  Kichua  usadas  en  Castellano";  "Palabras 
Indígenas  relacionadas  con  los  apuntes  sobre  el  Baile  de  Algunas 
Tribus  en  la  región  Sur  -  Oriental  de  Colombia",  por  el  Padre  Alberto 
de  Cartagena,  Misionero  Capuchino,  Superior  Regular  de  Leticia, 
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trabajo  de  grande  intensidad  en  que  se  estudian  las  lenguas  huitota, 
miraña,  yukuna,  muinane,  bora,  rossiggaro  y  okaina,  dialectos  que  se 
hablan  en  el  Putumayo,  en  el  Caquetá  y  en  el  Amazonas. 

Finalmente,  y  para  no  alargarme  demasiado,  cito  el  "Censo  In- 
dolingüístico  de  Colombia",  escrito  por  el  mismo  Padre  Marcelino  de 
Castellví,  obra  publicada  en  el  año  en  curso  por  la  Prefectura  Apos- 
tólica de  Leticia,  dignamente  regentada  por  Monseñor  Marceliano  E. 
Canyes.  Esta  admirable  obra  tiene  275  páginas,  y  en  ellas  se  publi- 
can, al  principio,  los  honrosos  conceptos  que  han  emitido  acerca  del 
Cileac,  como  institución  de  investigaciones  lingüísticas,  las  siguientes 
Asambleas  Internacionales: 

a)  el  Congreso  Internacional  de  Lingüística,  de  la  Haya  (1928); 

b)  el  Congreso  Internacional  de  Americanistas,  de  Sevilla  (1934); 

c)  la  Asamblea  de  Filólogos  y  Lingüistas  de  México  (1939); 

d)  el  Segundo  Congreso  Internacional  de  Americanistas,  de 
París  (1947); 

e)  el  Sexto  Congreso  Internacional  de  Lingüistas,  de  París  (1948); 

f)  el  Congreso  Internacional  de  Orientalistas,  de  París  (1948); 

g)  el  Congreso  Internacional  de  Filosofía,  de  Amsterdam  (1948); 

h)  el  Congreso  Internacional  de  Ciencias  Antropológicas  y  Etno- 
lógicas, de  Bruselas  (1948); 

i)  el  Congreso  Geológico  Internacional,  de  Londres  (1948); 

j)  el  Congreso  Internacional  de  Filología,  de  Barcelona  (1948); 
k)  el  Congreso  Internacional  de  Geografía,  de  Lisboa  (1949); 

I)  el  Congreso  Internacional  de  Toponimia  y  de  Antroponimia, 
de  Bruselas  (1949); 

II)  el  Congreso  Internacional  de  Pedagogía,  de  Santander,  Es- 
paña (1949); 

m)  el  Congreso  Internacional  de  Americanistas,  de  Nueva  York 
(1949); 

n)  el  Congreso  Interamericano  de  Estadística,  de  Bogotá  (1950). 

Estos  no  son  sino  botones  de  muestra  de  la  ciencia  filológica 
contemporánea  de  los  Misioneros  Católicos,  los  que  nada  tienen  qué 
envidiar  al  Instituto  Lingüístico  de  Míster  Townsend.  Y  para  rastrear 
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hacia  el  pasado,  basta  consultar  la  obra  monumental  de  los  ilustres 
Jesuítas  Jesús  María  Fernández  y  Rafael  Granados  intitulada  "La 
Obra  Civilizadora  de  la  Iglesia  en  Colombia"  (Páginas  88  a  92). 

Fernández  y  Granados  citan  la  gramática  y  el  vocabulario  muisca 
del  Padre  José  Dadey;  la  gramática  de  la  lengua  sarura  del  Padi-e 
Francisco  del  Olmo;  la  gramática  del  Padre  Rivero  sobre  las  lenguas 
airica,  achagua  y  jirara;  profundos  estudios  lingüísticos  de  los  Mi- 
sioneros Católicos  Ferrer,  Cabarte,  Neira,  Rivero  y  Niño-  sobre  las 
lenguas  chibcha,  cofana,  jirara,  achagua,  sáliva,  enagua,  andaquí,  co-  ^ 
rreguaje,  guaque  e  indiano;  la  gramática  y  el  catecismo  Páez,  prepa- 
rados por  el  Cura  de  Tálaga;  el  catecismo  y  el  vocabulario  guajiro 
del  Obispo  Rafael  Celedón;  el  catecismo  del  capuchino  Llisá  sobre 
la  lengua  Cuna  del  Darién;  la  gramática  de  esa  misma  lengua  escrita 
por  el  Jesuíta  Gassó;  y  la  del  mismo  Llisá  sobre  las  lenguas  dorasque, 
guaimí,  sabanero,  gualaca  y  changina,  que  fue  publicada  por  los 
Padres  Candelarios. 

El  Padre  Bernardo  Lugo  — continúan  informando  Fernández  y 
Granados —  escribió  una  gramática  chibcha,  acerca  de  lo  cual  dice 
el  ilustre  literato  doctor  Antonio  Gómez  Restrepo:  "El  egregio  Ada- 
lung  que,  junto  con  Hervás  y  Panduro,  es  considerado  como  uno  de 
los  padres  de  la  filología  comparada,  extractó  la  gramática  del  Padre 
Lugo  en  su  magna  obra  titulada  "Mitridates",  volumen  III,  pági- 
nas 702  -  704". 

Me  haría  interminable  si  diera  más  datos  acerca  de  la  portentosa 
obra  lingüística  de  los  Misioneros  Católicos  en  Colombia  y  en  toda 
la  América,  con  los  cuales  se  demuestra  que  la  filología  no  es  un 
invento  ni  un  monopolio  de  la  Iglesia  Bautista. 

He  estudiado  a  fondo  el  contrato  celebrado  con  Míster  Townsend, 
cuyo  cumplimiento  entraña  un  grave  peligro  para  los  intereses  reli- 
giosos de  la  Iglesia  Católica  en  los  territorios  de  misiones.  Se  trata 
simplemente  de  un  enemigo  camuflado  que  trata  de  evangelizar  a  las 
tribus  indígenas  con  el  pretexto  de  realizar  una  investigación  lin- 
güística entre  ellas. 

En  ese  documento  hay  cláusulas  tan  peligrosas  como  la  que 
provee  al  "fomento  — ^por  parte  del  Instituto —  del  mejoramiento  so- 
cial, económico,  cívico,  moral  y  sanitario  de  los  indígenas";  la  que 
crea  cursos  especiales  de  capacitación  lingüística  de  maestros  rura- 
les; la  que  dota  al  Instituto  de  los  terrenos  necesarios  en  las  tierras 
de  misiones;  la  que  obliga  al  gobierno  a  suministrar  al  Instituto  una 
lujosa  oficina  en  Bogotá;  la  que  fomenta  la  aviación  para  el  trans- 
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porte  a  dichas  tierras  de  los  "investigadores",  con  la  adehala  de  pagar 
el  gobierno  el  combustible  de  los  aviones  y  de  suministrar  a  los  "in- 
vestigadores" el  uso  gratuito  de  nuestros  aeropuertos;  la  que  obliga 
al  Gobierno  a  pagar  los  transportes  terrestres  de  los  "investigadores"; 
la  que  faculta  al  Instituto  para  importar,  libres  de  derechos  de  aduana, 
aparatos  radio-receptores  y  toda  clase  de  equipos  que  se  havan  de  uti- 
lizar en  las  selvas  colombianas;  y  otras  no  menos  peligrosas . 

Da  grima  el  pensar  que  un  gobierno  que  se  dice  representante 
de  una  nación  católica;  que,  según  el  artículo  10^  de  la  Convención 
de  1953  está  obligado  a  dar  a  los  Misioneros  Católicos  "especial  apovo 
y  protección";  y  que,  según  los  artículos  11  a  14  del  Concordato,  está 
obligado  a  defender  la  educación  católica  frente  al  proselitismo  de 
las  sectas  hostiles  al  catolicismo,  celebra  un  contrato  con  el  represen- 
tante de  la  Iglesia  Bautista  para  que  ésta  pueda  invadir  libremente  las 
regiones  misionales  con  el  protexto  de  realizar  "investigaciones  lin- 
güísticas". Y  a  tiempo  que  las  Misiones  Católicas  languidecen  por 
falta  de  los  auxilios  que  el  Gobierno  no  les  paga,  éste  costea  la  gaso- 
lina de  los  aviones  y  camiones  bautistas,  les  da  a  éstos  terrenos  y 
oficinas,  les  franquea  los  aeropuertos  nacionales  y  acepta  el  lucro 
cesante  que  ocasiona  la  exención  de  impuestos  de  aduana  para  los 
"equipos"  importados  por  el  famoso  Míster  Townsend.  Y  esto  sucede 
en  un  país  católico,  bajo  la  dirección  de  un  Gobierno  católico  y  con- 
tra las  Misiones  Católicas. 


EL  CONTRATO  CON  MISTER  TOWNSEND  VISTO  A  LA  LUZ 
DE  NUESTRAS  LEYES 

Dice  el  artículo  1.740  del  Código  Civil: 

"Es  nulo  todo  acto  o  contrato  a  (|ue  falta  alguno  de  los  requisitos 
que  la  ley  prescribe  para  el  valor  del  mismo  acto  o  contrato  según  su 
especie  y  la  calidad  o  estado  de  las  partes. 

"La  nulidad  puede  ser  absoluta  o  relativa".  Y  el  artículo  1.741, 
ibidem,  reza  así: 

"La  nulidad  producida  por  un  objeto  o  causa  ilícita,  y  la  nulidad 
producida  por  la  omisión  de  algún  requisito  o  formalidad  que  las 
leyes  prescriben  para  el  valor  de  ciertos  actos  o  contratos  en  conside- 
ración a  la  naturaleza  de  ellos,  y  no  a  la  calidad  o  estado  de  las  perso- 
nas que  los  ejecutan  o  acuerdan,  son  nulidades  absolutas". 

En  desarrollo  de  estos  preceptos  dispuso  el  artículo  2°  de  la 
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Ley  50  de  1936  que  la  nulidad  absoluta  "puede  ser  declarada  por  la 
competente  autoridad  judicial  aun  de  cificio,  y  puede  ser  alegada  por 
todo  el  que  tenga  interés  en  ello,  o  por  el  Ministerio  Público  en  el 
interés  de  la  moral  o  de  la  ley". 

Ahora  bien,  según  el  artículo  1.508  del  Código  Civil,  "los  vicios 
de  que  puede  adolecer  el  consentimiento  son  error,  fuerza  v  dolo"  y 
el  artículo  1.510,  dice: 

"El  error  de  hecho  vicia  el  consentimiento  cuando  recae  sobre 
la  especie  del  acto  o  contrato  que  se  ejecuta  o  celebra,  como  si  una 
de  las  partes  entendiese  empréstito  y  la  otra  donación;  o  sobre  la 
identidad  de  la  cosa  específica  de  que  se  trata,  como  si  en  el  contrato 
de  venta  el  vendedor  entendiese  vender  cierta  cosa  determinada,  y  el 
comprador  entendiese  comprar  otra".  Este  concepto  lo  amplía  el  ar- 
tículo 1.511  al  decir  que  "el  error  de  hecho  vicia  asimismo  el  consen- 
timiento cuando  la  sustancia  o  calidad  esencial  del  objeto  sobre  que 
versa  el  acto  o  contrato,  es  diversa  de  lo  que  se  cree;  como  si  por  al- 
guna de  las  partes  se  supone  que  el  objeto  es  una  barra  de  plata  y 
realmente  es  una  masa  de  algún  otro  metal  semejante". 

Observo,  finalmente,  que,  según  el  artículo  1.512  del  Código 
Civil,  el  error  acerca  de  la  persona  con  quien  se  tiene  intención  de 
contratar,  vicia  el  consentimiento  cuando  "la  consideración  de  esta 
persona  sea  la  causa  principal  del  contrato". 

EL  CONTRATO  CON  MISTER  TOWNSEND  ES  NULO  POR 
ERROR  DE  HECHO 

Los  te.vtos  que  acabo  de  transcribir  son  aplicables  al  contrato 
celebrado  por  el  Gobierno  con  Míster  Townsend.  Efectivamente,  hubo 
un  error  de  hecho  por  parte  del  Gobierno,  al  ser  víctima  de  un  en- 
gaño, pues  mientras  el  Gobierno  pensaba  en  un  contrato  de  pura  y 
exclusiva  investigación  lingüística,  la  intención  de  la  Iglesia  Bautista 
no  fue  otra  que  la  de  infiltrarse  en  las  Misiones  Católicas  con  fines 
catequísticos,  so  pretexto  de  hacer  estudios  filológicos.  El  error  del 
Gobierno  recayó  en  este  caso  "sobre  la  especie  del  acto  o  contrato 
que  se  ejecuta  o  celebra",  para  usar  literalmente  de  la  leyenda  del 
artículo  1.510. 

Pero,  es  más,  pues  resultó  que  la  "sustancia  o  calidad  esencial 
del  objeto  sobre  que  versó  el  contrato,  resultó  diversa  de  lo  que  el 
Gobierno  creía"  (Art.  1.511),  ya  que  al  Gobierno  le  "metieron  gato 
por  liebre"  los  protestantes  bautistas. 
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Ahora  bien,  hubo  error  de  parte  del  Gobierno  acerca  de  la  per- 
sona con  quien  tuvo  intención  de  contratar  (Art.  1.512),  pues  el  Go- 
bierno no  creyó  contratar  con  la  Iglesia  Bautista  sino  con  un  Insti- 
tuto Lingüístico. 

Así  las  cosas,  fuerza  es  convenir  en  que,  de  acuerdo  con  lo  dis- 
puesto en  los  artículos  1.508,  1.510,  1.511,  1.512,  1.740  y  1.741  del 
Código  Civil,  el  contrato  celebrado  por  el  Gobierno  con  Míster  Town- 
send  adolece  de  nulidad  absoluta,  la  cual  puede  ser  declarada  por 
la  competente  autoridad  judicial  aun  de  oficio,  y  puede  ser  alegada 
por  todo  -el  que  tenga  interés  en  ello  o  por  el  Ministerio  Público  en  el 
interés  de  la  moral  o  de  la  ley  (Art.  2^  de  la  Ley  50  de  1936) . 

EL  CONTRATO  ES  NULO  POR  RAZON  DEL  DOLO  QUE 
INTERVINO  EN  SU  CELEBRACION 

"El  dolo  consiste  en  la  intención  positiva  de  inferir  injuria  a  la 
persona  o  propiedad  de  otro"  (Art.  63,  inciso  6^,  del  Código  Civil). 

"El  dolo  no  vicia  el  consentimiento  sino  cuando  es  obra  de  una 
de  las  partes,  y  cuando  además  aparece  claramente  que  sin  él  no  se 
hubiera  contratado  (Art.  1.515,  ibidem). 

Es  evidente  que  hubo  dolo  por  parte  de  Míster  Townsend  y  del 
Instituto  Lingüístico  por  él  representado,  al  tratar  de  engañar  al  Go- 
bierno de  Colombia  sobre  la  verdadera  identidad  de  tal  Instituto  y 
sobre  sus  verdaderas  intenciones,  que  no  eran  otras  que  invadir  los 
territorios  misionales  y  suplantar  a  los  Misioneros  Católicos.  Hubo, 
pues,  de  parte  de  ese  señor  y  de  ese  Instituto,  "la  intención  positiva 
de  inferir  injuria"  al  Gobierno  de  Colombia  y  a  las  Misiones  Cató- 
licas, que  gozan  de  los  derechos  y  prerrogativas  que  les  confiere  el 
Concordato  de  1887  y  la  Convención  de  Misiones  de  1953. 

Por  tanto,  el  contrato  es  absolutamente  nulo,  de  acuerdo  con 
lo  dispuesto  en  los  artículos  63,  1.515,  1.740  y  1.741  del  Código  Civil 
y  29  de  la  Ley  50  de  1936,  ya  citados . 

EL  CONTRATO  ES  ABSOLUTAMENTE  NULO  POR 
OBJETO  ILICITO 

Dice  el  artículo  1.519  del  Código  Civil  que  "hay  un  objeto  ilícito 
en  todo  lo  que  contraviene  al  derecho  público  de  la  nación".  Y  el 
artículo  1.521,  ibidem,  reza  así: 
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"Hay  un  objeto  ilícito  en  la  enajenación:   2^,  de  los  dere- 

chos o  privilegios  que  no  pueden  transferirse  a  otra  persona".  Final- 
mente, el  artículo  1.523,  ibidem,  dice  que  "hay  asimismo  objeto  ilícito 
en  todo  contrato  prohibido  por  las  leyes". 

El  contrato  celebrado  con  Míster  Townsend  tiene  un  "objeto  ilíci- 
to" V  "contraviene  al  derecho  público  de  la  nación",  pues  viola  el 
Concordato  de  1887  y  la  Convención  de  Misiones  de  1953,  estatutos 
que  entran  en  la  esfera  del  derecho  público  nacional. 

El  contrato  tiene  un  objeto  ilícito  por  enajenar,  en  favor  de  la 
Iglesia  Bautista,  derechos  y  privilegios  que  corresponden  exclusiva- 
mente a  las  Misiones  Católicas,  según  se  ha  demostrado  en  líneas 
anteriores . 

El  contrato  tiene  un  objeto  ilícito  al  contener  estipulaciones 
prohibidas  por  las  leyes.  Efectivamente,  el  contrato  viola  el  Concor- 
dato, que  es  un  tratado  internacional  y  a  la  vez  una  ley  de  la  Repú- 
blica (la  35  de  1888),  y  la  Convención  de  1953  que  se  fundó  en  el 
artículo  31  del  Concordato .  No  hay  qué  olvidar  que  el  artículo  1^  del 
Concordato  dice: 

"La  Religión  Católica,  Apostólica,  Romana,  es  la  de  Colombia; 
los  poderes  públicos  la  reconocen  como  elemento  esencial  del  orden 
social,  y  se  obligan  a  protegerla  y  hacerla  respetar,  lo  mismo  que  a 
sus  Ministros,  conservándola  a  la  vez  en  el  pleno  goce  de  sus  dere- 
chos y  prerrogativas".  Y  no  hay  qué  olvidar  tampoco  que  el  artículo 
IQí*  de  la  Convención  de  1953,  reza  así: 

"Dada  la  trascendencia  que  tiene  para  la  nación  colombiana  la 
evangelización  en  la  Religión  Católica  de  los  indígenas,  y  teniendo 
en  cuenta  las  condiciones  particulares  en  que  éstos  se  encuentran, 
las  autoridades  del  Cobierno  de  Colombia  darán  a  los  Misioneros 
Católicos  especial  apoyo  para  que  puedan  desarrollar  su  obra  libre- 
mente y  sin  obstáculos". 

Caso  de  una  controversia  acerca  de  la  nulidad  absoluta  del  con- 
trato con  Míster  Townsend,  la  Corte  Suprema  de  Justicia  es  la  compe- 
tente para  conocer  del  juicio  (.\it.  40  del  Código  Judicial  y  2°  de  la 
Lev  67  de  1943).  Y  el  Procurador  General  de  la  Nación  está  obliga- 
do, como  Agente  del  Ministerio  Público,  a  sostener  la  nulidad  de  ese 
contrato  "en  el  insterés  de  la  moral  o  de  la  lev"  (Art.  2°  de  la  Lev 
50  de  1936) . 

Observo,  además,  que  el  Gobierno  está  obligado  a  enxiar  ese 
contrato  al  Consejo  de  Estado  para  que  esta  entidad  (Sala  de  lo  Con- 
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tencioso)  conceptúe  si  el  contrato  está  o  no  ajustado  a  la  ley  (Art. 
242  de  la  Ley  167  de  1941) .  En  el  Consejo  de  Estado  me  informaron 
que  el  contrato  no  había  sido  enviado  por  el  Gobierno  a  esa  corpora- 
ción, razón  por  la  cual  ese  pacto  no  tiene  todavía  vida  legal . 

Convendría  enterar  de  ese  grave  asunto  al  señor  Fiscal  del  Con- 
sejo de  Estado,  quien  es  el  llamado,  llegado  el  caso  y  como  Agente 
del  Ministerio  Público,  a  objetar  ante  esa  corporación  el  contrato  con 
Míster  Tov^'nsend  (Art.  20  de  la  Ley  167,  citada) . 

EL  ARTICULADO  DE  LA  CONVENCION  DE  1953  Y  EL 
INFORME  DEL  PROCURADOR  GENERAL  DE  LA  NACION 

Quiero,  al  estudiar  el  articulado  de  la  Convención  de  1953,  refe- 
rirme simultáneamente  al  informe  que  el  Procurador  General  de  la 
Nación,  doctor  Andrés  Holguín  Holguín,  dirigió  al  señor  Presidente 
Lleras  el  1^  de  agosto  de  1962,  cinco  días  antes  de  la  terminación  del 
período  constitucional  de  dicho  Mandatario. 

Trátase  del  ataque  más  a  fondo  (|ue  se  ha  hecho  a  la  Conven- 
ción de  1953,  ataque  que  es,  por  cierto,  una  nota  disonante  en  medio 
del  concierto  de  voluntades  que  siempre  ha  existido  entre  la  Santa 
Sede  y  el  Gobierno  de  Colombia,  salvo  objeciones  esporádicas  de  algu- 
nos funcionarios,  y  excepción  hecha  de  los  graves  reparos  formula- 
dos contra  la  Convención  de  1928  por  el  Gobierno  del  doctor  Al- 
fonso López. 

Es  evidente  que  la  inicua  propaganda  protestante,  hecha  dentro 
V  fuera  del  país,  ha  influido  en  las  esferas  oficiales  y  ha  ofuscado  el 
criterio  de  algunos  juristas  c|ue,  ni  estudian  a  fondo  la  situación  jurí- 
dica de  las  Misiones  Católicas,  ni  están  al  tanto  de  las  grandiosas 
realizaciones  de  nuestros  misioneros  en  los  once  Vicariatos  y  en  las 
siete  Prefecturas  que  funcionan  en  Colombia.  Que  si  esos  juristas  es- 
tudiaran más  y  fueran  por  unos  pocos  días  a  sufrir  las  privaciones  de 
los  misioneros  que  durante  largos  años  han  sacrificado  su  vida  por  el 
bien  de  sus  semejantes,  rectificarían  de  buen  grado  sus  conceptos . 

Ni  la  verdad  jurídica  que  invocan  los  Misioneros  Católicos  y  la 
Santa  Sede,  ni  las  situaciones  de  hecho  en  que  se  encuentran  los 
\'icarios  y  Prefectos,  son  asuntos  que  se  pueden  apreciar  a  la  ligera 
desde  la  muelle  comodidad  de  una  oficina,  sino  mediante  un  estudio 
profundo  de  esa  verdad  y  un  detenido  examen  de  la  realidad  misio- 
nal sobre  el  terreno  mismo,  en  contacto  con  los  indígenas,  sufriendo 
por  unos  pocos  días  las  privaciones  de  toda  una  vida  y  afrontando 
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los  constantes  peligros  de  los  misioneros,  viviendo  en  la  tremenda 
soledad  de  las  selvas,  soportando  la  inclemencia  del  clima  y  compro- 
bando personalmente  si  es  cierto  que  la  catequesis  católica  alfa- 
betiza, cristianiza,  abre  caminos,  levanta  edificios  escolares,  cultiva 
los  baldíos,  incorpora  a  la  vida  civilizada  a  quienes  vivían  en  las 
tinieblas  de  la  ignorancia  y  vigila,  tanto  como  los  mismos  gobernantes, 
las  fronteras  de  la  Patria. 

ARTICULO  QUINTO 

"El  Gobierno  de  Colombia,  como  justa  compensación  del  sacri- 
ficio que  hacen  los  Misioneros  para  evangelizar  a  los  indígenas,  con- 
trae la  obligación  de  proveer  a  las  Misiones  de  que  trata  la  presente 
Convención,  de  los  auxilios  fiscales  fijados  en  el  artículo  sexto  y  en 
el  séptimo".  El  artículo  sexto  señala  esos  auxilios  fiscales  en  la  suma 
de  treinta  mil  pesos  ($  30.000.00)  anuales  para  cada  uno  de  los  Vica- 
riatos y  Prefecturas,  y  en  un  auxilio  para  necesidades  extraordinarias 
de  todas  las  Misiones,  fijado  en  la  suma  de  trescientos  sesenta  mil 
pesos  ($  360.000.00)  anuales.  Estos  auxilios  los  recibe  la  Santa  Sede 
por  conducto  de  la  Nunciatura  Apostólica. 

El  artículo  7^  compromete  también  al  Estado  a  auxiliar  con  los 
recursos  de  su  presupuesto  ordinario  "y  en  la  medida  de  sus  posibili- 
dades, la  construcción  de  orfanatos,  escuelas,  dispensarios,  centros  de 
salud  y  demás  establecimientos  de  beneficencia  en  los  territorios 
misionales".  Además,  en  ese  texto  se  obliga  al  Gobierno,  "en  la  me- 
dida de  sus  posibilidades,  a  la  construcción  de  seminarios  en  los 
territorios  misionales  y  al  sostenimiento  de  algunas  becas"  en  los  s6- 
minarios  ya  establecidos  o  que  en  lo  futuro  se  establezcan.  Y  dice  el 
parágrafo  primero  del  artículo  9°,  que  el  Gobierno  se  obliga  a  incluir 
en  sus  presupuestos  anuales  las  partidas  necesarias  para  el  correcto 
funcionamiento  de  las  escuelas  en  los  territorios  misionales,  en  nú- 
mero suficiente  y  con  sueldos  adecuados  para  los  maestros.  Y  dice 
el  artículo  8^: 

"Los  Jefes  de  las  Misiones  mencionadas  en  los  ordinales  a)  y  b) 
del  artículo  29  de  esta  Convención,  y  los  de  las  Misiones  que  en  el 
futuro  se  establezcan,  darán  cuenta  directamente  a  la  Nunciatura 
Apostólica  en  Colombia  de  la  inversión  que  haga  cada  año  de  los 
auxilios  recibidos  del  Gobierno  de  Colombia. 

"De  tales  inversiones  dará  cuenta,  a  su  vez,  la  Nunciatura  Apos- 
tólica, para  fines  informativos,  al  Ministerio  de  Relaciones  Exteriores". 
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Uno  de  los  inicuos  cargos  que  se  han  formulado  contra  las  Mi- 
siones Católicas  es  el  de  que  los  misioneros  despilfarran  el  dinero  que 
reciben  o  lo  envían  al  exterior,  con  destino  a  las  respectivas  comuni- 
dades religiosas  a  que  pertenecen. 

Pues  bien,  los  misioneros  han  rendido  siempre,  en  forma  escrupu- 
losa, las  cuentas  de  sus  inversiones,  cuentas  que  pasan  por  la  Nuncia- 
tura y  llegan  al  Ministerio  de  Relaciones  Exteriores,  sin  cjue  hasta  el 
presente  les  haya  hecho  el  Gobierno  el  menor  cargo  de  malversación. 

Para  el  pago  de  maestros  y  empleados  de  los  Vicariatos  y  Prefec- 
turas se  confeccionan  las  nóminas  respectivas,  las  que  son  sometidas 
a  la  revisión  del  Ministerio  de  Educación  Nacional,  entidad  que  las 
aprueba  o  imprueba  y  envía  la  respeectiva  Orden  de  Pago,  acompa- 
ñada de  cada  nómina,  a  la  Contraloría  General  de  la  República.  Por 
tanto,  hay  un  doble  control  oficial  sobre  el  particular. 

Si  a  •  un  funcionario  civil  a  quien  se  aceptan  y  fenecen  sus 
cuentas,  nadie  le  hace  cargo  alguno,  por  qué  a  los  Misioneros  se  les 
hacen  gratuitos  cargos  de  malversación  o  de  incviria?  Por  qué  los  di- 
famadores no  preguntan  en  el  Ministerio  de  Relaciones  Exteriores  o 
en  la  Contraloría  General  de  la  República  si  hay  cargos  contra  los 
Misioneros,  a  fin  de  justificar  las  acusaciones? 

Pero,  es  más,  pues  son  tántas  las  necesidades  económicas  de  las 
Misiones,  que  en  algunas  de  éstas  resultan  exiguos  los  auxilios  oficia- 
les, razón  por  la  cual  la  Santa  Sede  suple  con  sus  propios  fondos  la 
deficiencia  oficial.  En  estos  casos  sucede  al  revés  de  lo  que  dicen  los 
difamadores,  pues  el  dinero  viene  del  exterior  en  vez  de  salir  del  país . 
Cito  como  ejemplo  el  del  Vicariato  Apostólico  de  Barrancabermeja, 
que  recibe  anualmente  de  la  Santa  Sede  cerca  de  trescientos  mil  pesos 
($  300.000.00),  porque  los  auxilios  del  gobierno  son  notoriamente 
insuficientes  para  el  sostenimiento  del  seminario,  de  las  escuelas  y  de 
otros  servicios  civiles,  como  hospitales  y  orfanatos. 

Sobra  decir  que,  por  una  u  otra  razón,  la  Convención  de  1953 
no  se  cumple  a  cabalidad  en  materia  de  auxilios,  pues  quien  lea  deta- 
lladamente los  informes  de  los  Misioneros  comprenderá  que  ellos 
viven  en  apuros,  mendigando  los  auxilios  a  que  tienen  derecho,  a 
causa  de  la  demora  oficial,  la  cual  obedece,  unas  veces,  a  insuficien- 
cia del  presupuesto  nacional  o  dificultades  fiscales,  y  otras,  a  cierto 
desvío  de  funcionarios  de  segunda  categoría  que  ponen  obstáculos  a 
la  obra  civilizadora  de  la  Iglesia. 
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ARTICULO  NOVENO 

Este  artículo  es  el  más  importante  de  la  Convención  de  1953,  por 
cuanto  él  faculta  a  los  Prelados  Jefes  de  Misiones  para  crear  y  tras- 
ladar las  escuelas  públicas  primarias,  secundarias,  vocacionales,  agrí- 
colas y  normales;  para  hacer  en  dichos  establecimientos  los  nombra- 
mientos, promociones  y  remociones  de  maestros  y  señalarles  los 
sueldos;  para  inspeccionar  en  sus  ten-i  torios  la  educación,  al  efecto 
de  que  ella  se  ciña  a  los  artículos  11  y  14  del  Concordato;  y  para 
distribuir  los  útiles  y  organizar  los  restaurantes  escolares  de  las  es- 
cuelas primarias. 

El  artículo  9°  ha  dado  lugar  a  interpretaciones  erróneas  e  injus- 
tas contra  las  Misiones.  Una  de  tales  interpretaciones  tiende  a  su- 
plantar por  las  autoridades  civiles  de  los  Comisariatos  o  Intendencias 
a  los  Prefectos  y  Vicarios  Apostólicos.  Y  la  otra  es  la  contenida  en 
el  informe  del  señor  Procurador  Ceneral  de  la  Nación,  a  la  cual  me 
referiré  más  adelante. 

Pues  sucedió  que  Fray  Plácido  Crous,  Vicario  Apostólico  de  Si- 
bundoy,  fundó  el  Instituto  Pío  XII,  de  Mocoa,  por  Resolución  núme- 
ro 19  de  1957,  en  ejercicio  del  derecho  que  le  confiere  el  mencio- 
nado artículo  9^. 

El  ilustre  Misionero  consultó  oportunamente  esa  Resolución  con 
el  Ministerio  de  Educación  Nacional,  a  fin  de  dar  cumplimiento  al 
parágrafo  2^  del  mismo  artículo,  que  dice: 

"La  creación  y  traslado  de  escuelas  y  los  nombramientos,  pro- 
mociones y  remociones  de  que  trata  este  artículo,  así  como  la  fijación 
de  sueldos,  deberán  ser  aprobados  o  podrán  ser  improbados  por  la 
respectiva  autoridad  colombiana  dentro  de  los  ties  (3)  meses  siguien- 
tes a  la  fecha  en  la  cual  el  correspondiente  Despacho  reciba  la  copia 
de  los  actos  en  que  consten  las  medidas  mencionadas".  Y  el  pará- 
grafo 3°,  dice: 

"La  improbación  tendrá  el  efecto  de  suspender  la  ejecución  de 
la  medida  del  Prelado  Jefe  de  la  Misión  hasta  que  se  logre  un 
acuerdo  entre  la  respectiva  autoridad  colombiana  y  el  correspon- 
diente Prelado". 

El  Ministerio  de  Educación,  que  está  obligado  a  aprobar  o  im- 
probar la  Resolución  de  Fray  Plácido,  guardó  un  silencio  sospechoso. 
Y  once  meses  después  de  dictada  esa  Resolución,  el  Comisario  Es- 
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pecial  del  Putumayo  creó  de  nuevo  el  Instituto  Pío  XII  como  un  esta- 
blecimiento de  carácter  civil,  violando  así  el  principio  jurídico  que 
prohibe  fundar  dos  veces  una  misma  institución:  "non  bis  in  ídem". 

La  consecuencia  de  la  actuación  del  Comisario  fue  que  la  Reso- 
lución de  Fray  Plácido  quedó  oficialmente  ignorada  por  el  Ministerio, 
el  cual  le  dio  pleno  valor  legal  a  la  Resolución  del  Comisario. 

A  quién  confió  el  Gobierno  en  la  Convención  de  1953  la  creación 
de  establecimientos  docentes?  A  los  Vicarios  Apostólicos.  Pero  la 
actitud  asumida  por  el  Gobierno  en  este  caso  conduce  a  un  cisma  en 
que  los  Comisarios  entran  a  competir  con  los  Prelados  de  Misiones, 
quedando  así  establecida  una  especie  de  gobierno  de  "dos  cónsules" 
en  las  regiones  misionales. 

En  este  grave  asunto  han  obrado  conjuntamente  el  Ministerio  de 
Gobierno  y  el  Ministerio  de  Educación,  sin  que  se  sepa  cuál  de  los 
dos  Ministerios  ha  de  dirimir  la  diferencia  entre  el  Comisario  del 
Putumayo  y  el  Vicario  de  Sibundoy,  lo  cual  obliga  a  éste  a  moverse 
entre  Herodes  y  Pilatos. 

El  resultado  de  esa  combinación  ministerial  es  el  de  que  la  suma 
de  ciento  sesenta  mil  pesos  ($  160.000.00)  que  en  el  presupuesto 
nacional  fue  asignado  como  auxilio  de  sostenimiento  al  Instituto  Pío 
XII,  le  iba  a  ser  girada,  no  a  Fray  Plácido,  el  fundador  que  tenía  el 
derecho  de  recibirla,  sino  al  Comisario.  Fray  Plácido  reclamó  oportu- 
namente por  mi  conducto  ante  el  Ministerio  de  Educación,  el  cual 
conceptuó  desfavorablemente  a  su  solicitud,  según  consta  en  el  dic- 
tamen del  Asesor  Jurídico.  Actualmente  estudia  el  Ministerio  un 
memorial  de  reconsideración  y  reposición  que  le  dirigió  Fray  Lucas 
de  Batet,  Vicario  Delegado  de  Sibundoy. 

Por  qué  ocurren  estas  cosas?  Cuál  es  la  causa,  que  hasta  hoy  se 
ignora,  de  esta  difícil  situación  para  el  Vicariato  de  Sibundoy? 

SEGUNDA  INTERPRETACION 

La  segunda  interpretación  del  artículo  9^  está  contenida  en  el 
informe  del  Procurador  General  de  la  Nación,  que  comienza  con 
este  reparo: 

"a)  El  artículo  9°  establece  que  en  los  territorios  Misionales  la 
educación  privada  (subraya  el  Procurador)  se  orientará  de  conformi- 
dad con  los  dogmas  y  la  moral  de  la  Religión  Católica,  con  lo  cual 
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viola  la  libertad  de  enseñanza  privada  garantizada  por  el  artículo 
41  de  la  Constitución". 

Quien  lea  este  concepto  puede  sacar  la  impresión  de  que  el  señor 
Procurador  pretende  decir  que  los  Misioneros  Católicos  nada  tienen 
que  ver  con  la  educación  oficial  del  Estado,  pues  que  tan  sólo  pueden 
dedicarse  a  la  educación  privada  que  ellos  organicen,  tesis  que  es 
por  cierto  sostenida  por  ciertos  funcionarios  del  Ministerio  de  Edu- 
fj^ción.  La  verdad  es  que  la  Convención  de  Misiones,  que  es  deriva- 
ción y  desarrollo  del  Concordato,  faculta  a  los  Misioneros  Católicos, 
en  calidad  de  Inspectores  del  Ministerio  de  Educación,  para  organi- 
zar en  sus  respectivos  territorios,  no  sólo  la  educación  privada,  sino 
también  la  educación  oficial,  de  acuerdo  con  lo  estipulado  en  el  ar- 
tículo 9°.  Es  extraño  que  el  señor  Procurador  modifique  la  leyenda 
del  inciso  19  del  artículo  9^,  en  el  sentido  de  limitar  su  alcance  a  la 
educación  privada,  siendo  así  que  dicho  inciso  habla  de  la  educación 
en  general,  esto  es,  de  la  oficial  y  de  la  privada. 

No  he  podido  salir  de  la  sorpresa  que  me  produjo  este  párrafo. 
Y  ello,  en  primer  lugar,  porque  el  aserto  del  señor  Procurador  no  re- 
sulta verdadero,  si  se  lee  despacio  y  sin  prevención  el  texto  del  literal 
c)  del  artícluo  9^.  Ese  texto  reza  así  en  su  primer  inciso: 

"El  Gobierno  de  Colombia  confía  a  los  Prelados  Jefes  de  Misio- 
nes las  siguientes  atribuciones:  c)  Inspeccionar  y  velar  a 

efecto  de  que  la  enseñanza  en  los  centros  educacionales  del  respectivo 
tenútorio  Misional,  comprendidos  los  privados,  se  orienten  de  confor- 
midad con  los  artículos  doce,  trece  y  catorce  del  Concordato  vigente". 

Hasta  aquí  no  hay  nada  objetable  contra  el  artículo  9°,  a  no  ser 
que  el  señor  Procurador  haya  querido  pronunciarse  contra  el  Concor- 
dato, el  cual  está  vigente  y  no  puede  ser  abrogado  unilateralmente 
por  el  Gobierno  ni  por  reforma  constitucional  alguna,  sino  en  virtud 
de  denuncia  del  Gobierno  colombiano,  discutida  y  aceptada  por  la 
Santa  Sede. 

Efectivamente,  el  artículo  12  del  Concordato  dice  que  "en  las 
universidades  y  en  los  colegios,  en  las  escuelas  v  en  los  demás  cen- 
tros de  enseñanza,  la  educación  e  instrucción  públicas  se  organiza- 
rán y  dirigirán  en  conformidad  con  los  dogmas  y  la  moral  de  la 
Religión  Católica". 

Este  texto  no  dice  que  solamente  en  los  institutos  docentes  del 
Estado  se  organizarán  la  educación  y  la  instrucción  en  conformidad 
con  esos  dogmas  y  esa  moral.  Nó,  el  artículo  12  se  refiere  a  todos  los 
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colegios,  escuelas  y  universidades,  sean  oficíales  o  privados,  cosa  que 
nadie  ha  discutido  hasta  hoy. 

El  setenta  y  ocho  por  ciento  (78%)  de  los  colegios  de  bachillerato 
(jue  funcionan  en  Colombia  pertenece  a  la  educación  privada,  y  tan 
sólo  el  veintidós  por  ciento  (22%)  restante  constituye  el  grupo  de  los 
colegios  oficiales  de  bachillerato.  Sería  inexplicable  que  tan  sólo  ese 
veintidós  por  ciento  estuviera  sujeto  a  la  estipulación  del  artículo  12, 
y  que  el  setenta  y  ocho  por  ciento  fuera  libre  de  impartir,  o  nó,  edu- 
cación e  instrucción  conforme  a  los  dogmas  y  a  la  moral  del  catoli- 
cismo. Quéjese,  pues,  el  señor  Procurador  contra  el  Concordato  y 
pídale  al  Gobierno  que  lo  denuncie  ante  la  Santa  Sede. 

Y  continúa  el  artículo  9°,  literal  c)  en  su  segundo  inciso: 

"En  los  casos  en  que,  por  razón  de  normas  legales  colombianas 
hoy  vigentes  o  que  en  un  futuro  lleguen  a  regir,  se  requiera  licencia 
de  alguna  autoridad  colombiana  para  la  apertura  o  funcionamiento  de 
centros  educacionales  privados,  la  respectiva  autoridad  colombiana 
oirá,  antes  de  decidir,  al  correspondiente  Prelado  Jefe  de  Misión". 

Qué  hay  de  raro  o  inaceptable  en  este  segundo  inciso?  Sí  hay 
algo  mal  escrito,  y  es  la  declaración  de  que  "en  los  casos"  en  que  se 
necesita  licencia  de  la  autoridad  civil  para  la  apertura  o  funciona- 
miento de  centros  educacionales  privados,  el  Gobierno  oirá  previa- 
mente al  Jefe  de  Misión". 

Por  qué  se  habló  de  "los  casos",  como  si  hubiera  unos  en  que  sí 
se  necesita  esa  licencia,  y  otros  en  que  no  se  necesita?  Es  indudable 
que  en  todos  los  casos  se  necesita  la  licencia  del  Gobierno,  bien  para 
abrir  o  fundar  un  centro  docente  privado,  o  bien  para  mantener  su 
funcionamiento . 

Entre  las  atribuciones  mínimas  del  Estado,  y  de  acuerdo  con  el 
artículo  41  de  la  Constitución,  está  la  de  exigir  los  siguientes  requisi- 
tos a  quienes  se  propongan  abrir  un  centro  docente  privado: 

19,  comprobante  de  su  idoneidad,  de  su  honorabilidad  y  de  su 
moralidad; 

29,  comprobante  de  que  el  establecimiento  se  funda  con  el  equipo 
y  con  los  recursos  suficientes; 

sujeción  a  un  plan  mínimo  de  estudio,  o  tarea  mínima,  es 
decir,  a  un  pensum  que  el  Estado  puede  y  debe  exigir  a  los  educa- 
dores privados. 
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Ya  en  pleno  funcionamiento  el  centro  docente,  el  Estado  tiene  el 
derecho  y  el  deber  de  vigilarlo  e  inspeccionarlo  permanentemente, 
al  efecto  de  resolver  si  puede  seguir  funcionando  o  nó. 

Estos  requisitos  mínimos  no  van  contra  la  libertad  de  enseñanza, 
y  la  exigencia  de  los  mismos  no  le  puede  ser  negada  al  Estado,  su- 
premo vigilante  de  los  intereses  públicos. 

Lo  que  sí  le  está  vedado  al  Gobierno  es  el  tratar  de  "dirigir"  la 
educación  privada  con  la  drástica  imposición  de  planes  de  estudio, 
programas,  textos,  horarios,  métodos  y  orientaciones  pedagógicas.  Y, 
comoquiera  que  en  Colombia  los  gobiernos  convierten  la  inspección  y 
vigilancia  del  artículo  41  de  la  Constitución  en  una  verdadera  direc- 
ción de  la  educación  privada,  es  preciso  convenir  en  que  entre  nos- 
otros no  existe  verdadera  libertad  de  enseñanza,  la  cual  consiste: 

19,  en  que  los  padres  de  familia  tengan  el  derecho  de  escoger 
libremente  los  institutores  de  sus  hijos  y  los  sistemas  educativos  que 
juzguen  más  convenientes  para  ellos; 

2^,  en  que  el  Estado  respete  la  autonomía  pedagógica  de  los 
institutores  privados,  salvo  ese  mínimun  que  los  gobiernos  les  pueden 
y  les  deben  exigir.  Quizás  sería  yo  muy  inmodesto  y  muy  osado  si 
le  aconsejara  al  señor  Procurador  que  leyera  mi  libro,  recientemente 
publicado,  sobre  "LA  LIBERTAD  DE  ENSEÑANZA  EN  COLOM- 
BIA". Creo  qvie  allí  encontrará  dilucidados  los  gravísimos  problemas 
que  él  no  dilucidó  en  su  informe  contra  las  Misiones  Católicas. 

El  Gobierno  de  Colombia  viola  la  libertad  de  enseñanza,  no  por 
aplicar  la  Convención  de  Misiones,  sino  por  imponer  una  interven- 
ción estatal  exagerada  en  materias  pedagógicas,  a  todo  lo  largo  y 
ancho  del  país.  Y  hay  qué  convenir  en  qvie  si  en  los  Territorios  Mi- 
sionales el  Gobierno  impone  los  mismos  sistemas  que  en  el  resto  de 
la  República,  viola  también  en  esas  regiones  la  libertad  de  ense- 
ñanza. Pero  de  ello  no  son  culpables  los  Misioneros,  sino  el  Gobierno. 

Es  más,  pues  para  que  haya  verdadera  libertad  de  enseñanza,  es 
preciso  que  el  Estado  reparta  equitativamente  el  presupuesto  nacio- 
nal de  aducación  entre  los  institutos  oficiales  y  los  privados,  como  lo 
hacen  las  naciones  más  avanzadas  en  el  mundo  de  la  pedagogía,  como 
Holanda,  Bélgica,  Inglaterra,  el  Canadá  v  gran  parte  de  los  Estados 
de  la  Unión  Americana.  Y  como  en  Colombia  el  Gobierno  se  lleva 
para  su  22%  de  colegios  de  bachillerato  el  91%  del  presupuesto  na- 
cional de  educación,  y  tan  sólo  reparte  esporádicamente,  y  al  capricho 
del  Ministro  de  turno,  el  9%  restante  entre  el  78%  que  constituye  el 
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grupo  de  los  colegios  privados,  hay  qué  convenir  en  que  ese  cuasimo- 
nopolio  estatal  está  reñido  con  una  auténtica  libertad  de  enseñanza 
que  haga  partícipes  del  presupuesto  nacional  a  los  padres  que  edu- 
can a  sus  hijos  en  los  establecimientos  privados,  puesto  que  ellos 
contribuyen  con  el  pago  de  los  impuestos  a  sostener  la  magna  empresa 
de  la  educación  pública . 

Previas  estas  observaciones,  se  pviede  preguntar  por  qué  el  Go- 
bierno debe  oír,  "antes  de  decidir"  al  Jefe  de  Misión?  Pues  por  la 
sencilla  razón  de  que,  de  acuerdo  con  el  mismo  artículo  9^,  literal  c), 
los  Jefes  de  Misión  inspeccionan  y  vigilan,  en  nombre  del  Gobierno,  la 
marcha  de  la  educación  en  esas  apartadas  regiones  misionales. 

Los  Jefes  de  Misión,  son  pues,  los  Inspectores  que  nombra  el 
Gobierno  en  aquellos  lugares  adonde  el  Presidente  de  la  República 
no  podría  trasladarse  personalmente  a  "reglamentar",  dirigir  e  ins- 
peccionar" la  educación  pública  en  cumplimiento  del  artículo  120, 
numeral  13  de  la  Constitución. 

Y  continúa  el  señor  Procurador: 

"b)  El  mismo  artículo  9°  confiere  a  los  Prelados  Jefes  de  Misio- 
nes la  función  de  dirigir  y  vigilar  la  educación,  con  lo  cual  viola  el 
artículo  41  de  la  Constitución  que  atribuye  la  inspección  y  vigilancia 
de  los  institutos  docentes,  públicos  y  privados,  al  Estado.  No  pa- 
rece que  tal  artibución  pueda  ser  delegada  por  el  Gobierno; 

"c)  El  mismo  artículo  9^  faculta  a  los  Prelados  Jefes  de  Misio- 
nes para  crear  y  trasladar  escuelas  públicas,  hacer  en  ellas  nombra- 
mientos, promociones  y  remociones  de  maestros  y  el  señalamiento  de 
sueldos,  disposiciones  todas  ellas  que  no  pueden  ser  delegadas  po 
el  Gobierno".  i 

Con  estas  dos  objeciones  se  relaciona  íntimamente  la  que  formu- 
ló en  1935  el  doctor  Jorge  Soto  del  Corral,  Minisüo  de  Relaciones 
Exteriores,  cuando  dijo  en  nota  dirigida  al  Embajador  Enrique  Olaya 
Herrera:  "el  Acuerdo  de  1928  no  está  de  acuerdo  con  la  Constitución 

Colombiana   c)  porque  atribuye  autoridad  civil  a  sacerdotes, 

colombianos  y  extranjeros". 

La  verdad  es  que  el  artículo  9^  no  delega  las  funciones  exclusi- 
vas del  Presidente  de  la  República  que  le  confiere  el  artículo  120, 
numeral  13  de  la  Constitución.  Y  ese  artículo  9^  no  delega  esas  fa- 
cultades en  el  sentido  de  renunciar  a  ellas  el  Estado  y  traspasarlas 
a  los  sacerdotes  colombianos  y  extranjeros,  puesto  que  ese  mismo 
artículo  dice: 
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"Parágrafo  Segundo  —  La  creación  y  traslado  de  escuelas  y  los 
nombramientos,  promociones  y  remociones  de  que  trata  este  artículo, 
así  como  la  fijación  de  sueldos,  deberán  ser  aprobados  o  podrán  ser 
improbados  por  la  respectiva  autoridad  colombiana  dentro  de  los 
tres  (3)  meses  siguientes  a  la  fecha  en  la  cual  el  correspondiente 
Despacho  reciba  la  copia  de  los  actos  en  que  consten  las  medidas 
mencionadas . 

"Parágrafo  Tercero  —  La  improbación  tendrá  el  efecto  de  sus- 
pender la  ejecución  de  la  medida  del  Prelado  Jefe  de  la  Misión  hasta 
que  se  logre  un  acuerdo  entre  la  respectiva  autoridad  colombiana  y 
el  correspondiente  Prelado". 

Se  desprende  de  los  parágrafos  segundo  v  tercero  que  es  la  auto- 
ridad civil,  y  en  la  práctica  el  Ministerio  de  Educación  Nacional, 
quien  aprueba  o  imprueba  la  creación  y  traslado  de  escuelas  y  los 
nombramientos,  promociones  y  remociones,  así  como  la  fijación  de 
sueldos  que,  según  los  literales  a)  y  b)  del  mismo  artículo  9°,  son 
atribuciones  de  dirección  y  vigilancia  confiadas  a  los  Jefes  de  Misio- 
nes. Por  manera  que  si  el  Gobierno  no  aprueba  lo  hecho  por  esos 
Jefes,  que  son  sus  "inspectores"  en  esas  apartadas  regiones,  las  Reso- 
luciones que  éstos  dicten  no  tendrán  valor  ni  efecto  mientras  no  se 
logre  un  acuerdo  entre  el  Gobierno  y  el  correspondiente  Prelado. 

Y  por  qué  confía  el  Gobierno  esas  atribuciones  a  los  Prelados  de 
Misiones?  Pues  por  la  sencilla  razón  de  que  el  Presidente  de  la  Re- 
pública no  puede  trasladarse  personalmente  a  Leticia,  a  Sibundoy,  a 
Florencia,  a  Quibdó  y  demás  Territorios  Misionales  a  dirigir,  regla- 
mentar e  inspeccionar  la  educación  pública  nacional.  Confía,  por 
tanto,  esas  funciones  a  los  Prelados  de  Misión  que  están  en  el  terreno 
de  los  acontecimientos  y  que  son  los  únicos  que  pueden  juzgar  de 
las  necesidades  educativas  de  la  población  que  habita  en  sus  respec- 
tivos territorios . 

Y  si  el  Presidente  no  confía  esas  funciones  a  los  Misioneros,  cuál 
sería  el  sistema  que  se  debería  seguir,  según  el  señor  Procurador? 
Sería  muy  conveniente  que  él  lo  dijera  y  no  dejara  en  el  vacío  un 
punto  de  tánta  trascendencia.  Se  necesitaría  que  el  respectivo  Prelado 
se  trasladara  cada  rato,  en  viaje  largo,  costoso,  difícil  y  peligroso  a 
la  capital  para  impetrar  del  Presidente  esas  Resoluciones? 

Y  quién  ha  dicho  que  a  los  sacerdotes  no  se  les  puede  confiar 
una  función  de  carácter  civil?  Acaso  ha  dicho  la  Constitución  Nacio- 
nal que  los  sacerdotes  están  condenados  a  la  muerte  civil  y  que  no 
pueden  ejercer  en  Colombia  funciones  educativas?  Y  ha  establecido, 
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acaso,  la  constitución  que  los  sacerdotes  extranjeros  no  pueden  ejer- 
cer cargos  en  el  ramo  de  educación  pública? 

La  doctrina  divide  los  derechos  humanos  en  cuatro  clases,  a  saber: 

a)  Derechos  naturales,  que  competen  a  toda  persona  humana; 

b)  Derechos  civiles,  que  competen  a  todos  los  ciudadanos,  co- 
lombianos y  extranjeros; 

c)  Derechos  públicos  (distintos  de  los  políticos),  que  competen 
por  parejo  a  los  colombianos  y  a  los  extranjeros,  como  el  derecho  de 
ser  profesor  o  el  de  desempeñar  cargos  públicos  que  no  tengan  anexa 
una  fvinción  política; 

d)  Derechos  políticos,  que  tan  sólo  competen  a  los  ciudadanos 
colombianos,  como  el  de  elegir  y  ser  elegidos. 

Pues  bien,  las  funciones  educativas  que  se  confían  a  los  sacerdo- 
tes extranjeros  en  los  territorios  misionales,  tienen  la  categoría  de 
derechos  públicos,  los  cuales  son  ejercidos  en  nombre  y  representa- 
ción del  Gobierr».  Es  lo  que  pasa  con  muchos  extranjeros  no  reli- 
giosos que  ejercen  funciones  administrativas  en  nombre  y  represen- 
tación del  gobierno  en  oficinas  de  la  Nación,  de  los  Departamentos  y 
de  los  Municipios.  Si  a  esos  extranjeros  civiles  les  es  permitido  el 
ejercicio  de  esos  derechos  públicos,  por  qué  les  han  de  ser  negados 
a  los  sacerdotes  extranjeros? 

Y,  a  propósito  de  los  sacerdotes,  cabe  observar  que  la  única  dis- 
posición que  se  conoce  respecto  a  ellos,  es  la  contenida  en  el  artículo 
7^  del  Concordato,  que  dice: 

"Los  individuos  del  clero  secular  y  regular  no  podrán  ser  obliga- 
dos a  desempeñar  cargos  públicos,  incompatibles  con  su  ministerio  y 
profesión,  y  estarán  además,  siempre  exentos  del  servicio  militar". 

Son  cosas  muy  distintas  no  poder  ser  obligado  un  sacerdote  a 
desempeñar  un  cargo  público,  y  no  tener  derecho  a  desempeiiarlo .  Y 
téngase  en  cuenta  que  si  hay  algo  compatible  con  el  Ministerio  y 
la  profesión  del  sacerdote,  es  la  función  de  evangelizar  y  educar  a 
las  gentes. 

El  Decreto  491  de  1904  que  reglamentó  la  Ley  39  de  1903  "sobre 
educación  pública",  dispuso  que  "en  cada  Municipio  habrá  una  Junta 
de  Inspección  Escolar,  compuesta  del  Cura  Párroco  respectivo,  si  con 
permiso  de  la  autoridad  eclesiástica  aceptare  el  nombramiento  del 
Presidente  del  Concejo  Municipal,  del  Alcalde  y  de  un  vecino  nota- 
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ble".  Y  el  parágrafo  del  articulo  6^  del  Decreto  1.761  de  1959  (jue 
reglamenta  la  Ley  19  de  1958  "sobre  reforma  administrativa",  creó 
las  Juntas  de  Alfabetización  y  nombró  como  uno  de  sus  miembros  al 
Cura  Párroco,  junto  con  el  Alcalde,  el  Jefe  del  Grupo  Escolar  y  tres 
representantes  elegidos  por  la  comunidad. 

Podrá  alguien  decir  que  el  decreto  de  1904,  hoy  modificado,  y  el 
decreto  1.761,  hoy  en  vigor,  violaron,  aquél  la  Constitución  del  86,  y 
éste  la  del  36?  Y  nadie  dirá  que  el  cargo  de  miembro  de  la  Junta  de 
Inspección  Escolar  y  el  de  miembro  de  las  Juntas  de  Alfabetización, 
que  son  cargos  del  ramo  de  educación  pública,  no  pueden  ser  ejerci- 
dos por  los  sacerdotes,  colombianos  o  extrajeros,  porque  lo  prohibe 
la  Constitución. 

Pero,  es  más,  pues  el  moderno  derecho  administrativo  ha  creado 
una  institución  que  los  tiempos  demandan,  dado  el  avance  demográ- 
fico de  las  naciones  y  la  tremenda  complejidad  de  la  administración 
pública.  Ni  Presidentes,  ni  Ministros,  ni  Gobernadores,  ni  Alcaldes 
alcanzan  a  desempeñar  hoy  todas  sus  funciones  constitucionales.  Les 
faltan  tiempo  y  resistencia  física  y  mental.  Por  cuya  razón  el  Acto 
Legislativo  número  5  de  1954  dispuso: 

Artículo  1°  —  El  Legislador  podrá  crear  establecimientos  pú- 
blicos, dotados  de  personería  jurídica  autónoma,  para  la  prestación 
de  uno  o  más  servicios  especialmente  determinados,  los  cuales  tienen 
competencia  para  la  ejecución  de  los  actos  necesarios  al  cumplimien- 
to de  su  objeto,  y  en  sus  actividades  podrán  abarcar  todo  el  territo- 
rio nacional  o  parte  de  él". 

Estos  son  los  famosos  "establecimientos  públicos  descentraliza-' 
dos"  de  cuya  excesiva  creación  se  viene  abusando  ciertamente,  puesto 
que  han  venido  a  ser  "un  Estado  dentro  del  Estado"  y  a  gozar  de 
una  excesiva  autonomía.  Tales  son  el  Sena,  el  Incora,  el  Instituto  de 
Seguros  Sociales,  ciertas  corporaciones  regionales  y  muchos  otros  or- 
ganismos que  ya  pasan  de  un  centenar. 

Pues  bien,  éstos  sí  son  verdaderos  delegatarios  del  Gobierno  Na- 
cional, o  de  los  Gobiernos  Departamentales  o  Municipales,  puesto 
que  los  gobernantes  les  delegan  funciones  a  que  ellos  renuncian.  Tales 
establecimientos  no  están  obligados  a  consultar  sus  actos  con  el  Go- 
bierno, puesto  que  son  autónomos,  en  tanto  que  los  Misioneros  Católi- 
cos sí  deben  someter  sus  Resoluciones  a  la  aprobación  gubernamental. 

Existe,  pues,  entre  nosotros  el  principio  constitucional,  de  mo- 
derno derecho  administrativo,  de  la  delegación  estatal  con  el  carácter 
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de  renuncia,  por  parte  del  Gobierno,  de  los  fueros  o  atribuciones  o 
facultades  que  la  misma  Constitución  le  confiere.  Y  si  ello  es  así, 
por  qué  extrañar  y  rasgarse  las  vestiduras  porque  unos  misioneros 
católicos  ejerzan  funciones  educativas  en  nombre  del  Gobierno  y  como 
Inspectores  del  Ministerio  de  Educación,  entidad  que  debe  aprobar 
o  improbar  las  Resoluciones  de  aquéllos? 

El  concepto  del  señor  Procurador  desconoce,  pues,  el  principio 
moderno  de  la  "delegación  de  poderes",  a  la  vez  que  confunde  ese 
principio  con  el  que  faculta  a  determinado  empleado  de  la  adminis- 
tración pública  para  ejercer  funciones  en  nombre  del  superior  v  ad 
referendum. 

Pero  ocurre  que  el  señor  Procurador  no  leyó  entero  el  literal  c) 
del  artículo  9^  de  la  Convención  de  1953,  pues  dejó  entre  el  tintero 
el  inciso  3°  de  dicho  literal,  que  dice: 

"Nada  de  lo  establecido  en  el  presente  ordinal  regirá  para  cen- 
tros privados  destinados  exclusivamente  a  la  educación  de  hijos  de 
extranjeros  no  católicos". 

No  le  parece  al  señor  Procurador  que  este  inciso  respeta  la  liber- 
tad de  enseñanza?  Porque  los  extranjeros  no  católicos  no  están  obli- 
gados a  recibir  enseñanza  católica,  y  ello  en  virtud  del  inciso  2^  del 
artículo  53  de  la  Constitución  Nacional,  que  dice:  "Nadie  será  mo- 
lestado por  razón  de  sus  opiniones  religiosas,  ni  compelido  por  las 
autoridades  a  profesar  creencias  ni  a  observar  prácticas  contrarias  a 
su  conciencia".  Doctrina  ésta  que  se  basa  en  el  sublime  apotegma  de 
San  Agustín:  "credere  non  potest  nisi  volens",  o  sea,  que  a  nadie  se  le 
puede  obligar  a  creer  contra  su  voluntad .  Y  si  los  hijos  de  extranjeros 
no  católicos  tienen  derecho  a  que  se  les  eduque  conforme  a  su  reli- 
gión, podrá  decir  el  señor  Procurador  que  el  artículo  9^  viola  la  li- 
bertad de  enseñanza? 

Pero,  sigamos  con  el  señor  Procurador,  quien  dice  bajo  el  literal 
d)  de  su  informe: 

d)  El  traslado  de  escuelas  y  las  remociones  de  maestros  en  los 
territorios  misionales  "no  podrán  ser  improbados  por  las  autoridades 
colombianas  cuando  obedezcan  a  motivos  de  orden  religioso  o  moral", 
según  dice  el  parágrafo  4^  del  citado  artículo  9^,  con  lo  cual  se  violan 
las  normas  de  la  Constitución  que  dan  tales  facultades  al  Presidente 
de  la  República,  especialmente  el  artículo  120,  numerales  59  y  13". 

De  dónde  ha  sacado  el  señor  Procurador  tan  peregrina  conclu- 
sión? Cierto  es  que,  según  el  artículo  120,  ordinal  5^,  corresponde  al 
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Presdiente  de  la  República  nombrai"  los  empleados  cuyo  nombramien- 
to no  corresponda  a  otros  funcionarios  o  corporaciones,  y  que,  según 
el  ordinal  139,  ibidem,  corresponde  al  Presidente  "reglamentar,  dirigir 
e  inspeccionar  la  educación  pública  nacional";  pero  precisamente  en 
esos  dos  ordinales  se  funda  la  facultad  que  se  concede  a  los  Misione- 
ros como  Inspectores  de  Educación  que  obran  a  nombre  y  en  repre- 
sentación del  Presidente. 

Si  el  traslado  de  escuelas  y  las  remociones  de  maestros  no  pueden 
ser  improbados  por  el  Gobierno  "cuando  obedezcan  a  motivos  de  or- 
den religioso  o  moral",  ello  está  de  acuerdo  con  la  estipulación  del 
artículo  14  del  Concordato,  que  el  Gobierno  está  obligado  a  respetar, 
y,  según  la  cual  "en  el  caso  de  que  la  enseñanza  de  la  religión  y  la 
moral,  a  pesar  de  las  órdenes  y  prevenciones  del  Gobierno,  no  sea 
conforme  a  la  doctrina  católica,  el  respectivo  Ordinario  diocesano 
podrá  retirar  a  los  Profesores  o  Maestros  la  facultad  de  enseñar  tales 
materias".  Esta  estipulación  concordataria  ha  sido  lógicamente  re- 
producida en  el  parágrafo  49  del  artículo  99  de  la  Convención  de  Mi- 
siones, pues  que  el  Gobierno  está  obligado  a  deferir,  en  materia  de 
religión  y  de  moral,  al  criterio  de  la  Iglesia. 

Si  el  Gobierno  defiere  a  "la  declaración  explícita  del  Prelado,  de 
que  existen  uno  u  otro  motivo,  o  ambos",  ello  es  más  que  natural,  pues 
en  materia  de  religión  o  de  moral,  el  Estado  no  puede  ser  el  árbitro, 
sino  la  Iglesia,  en  la  cual  reconoce  aquél  "vm  elemento  esencial  del  or- 
den social"  y  una  entidad  espiritual  de  origen  divino,  que  tiene  el 
derecho  de  "ejercer  libremente  toda  su  autoridad  espiritual"  y  de  vi- 
gilar que  en  toda  la  República  se  organice  la  educación  en  conformi- 
dad con  los  dogmas  y  la  moral  de  la  Religión  Católica  (artículos  19, 
29,  119,  12P,  139  y  149  del  Concordato). 

No  es  en  una  agresiva  suspicacia  en  lo  que  se  debe  fundar  la  actua- 
ción de  los  funcionarios  civiles  frente  a  la  Iglesia,  pues  si  así  obrara 
el  Estado  al  atribuir  a  los  Prelados  de  Misiones  intenciones  protervas, 
calumniosas  y  mendaces,  no  podría  nunca  reinar  la  armonía  entre  las 
dos  Potestades .  Tampoco  la  Iglesia  desconfía  del  Estado  cuando  éste, 
por  determinadas  razones,  no  aprueba  las  Resoluciones  de  los  Prela- 
dos de  Misiones  de  acuerdo  con  lo  dispuesto  en  los  parágrafos  29  y 
39  del  artículo  99  que  vengo  comentando. 

Según  el  artículo  1.603  del  Código  Civil  Colombiano,  "los  con- 
tratos deben  ejecutarse  de  buena  fe,  y,  por  consiguiente,  obligan  no 
sólo  a  lo  que  en  ellos  se  expresa,  sino  a  todas  las  cosas  que  emanan 
precisamente  de  la  naturaleza  de  la  obligación,  o  que  por  ley  perte- 
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necen  a  ella".  Principio  éste  que  es  también  de  derecho  de  gentes  y 
que  entra  en  el  concepto  de  la  '  comitas  gentium"  y,  según  el  cual, 
no  es  la  desconfianza  ni  la  descortesía  las  que  garantizan  la  paz  y  el 
mutuo  respeto  entre  los  Estados,  sino  la  buena  fe  con  que  se  celebren 
y  ejecuten  los  pactos  internacionales . 

De  la  naturaleza  de  las  obligaciones  concordatarias  y  misionales 
^mana  la  estipulación  que  defiere  al  criterio  de  la  Iglesia  en  materia 
de  religión  y  de  moral;  y  de  la  ley  concordataria  que  rige  en  Colom- 
bia se  desprende  que  en  materia  jurídico-religiosa  el  Estado  respeta, 
en  lo  pertinente,  la  doctrina  canónica  y  la  jurisdicción  eclesiástica, 
sin  perjuicio  de  que  en  materias  mixtas  se  entiendan  cordialmente 
las  dos  Potestades. 

Dice  el  señor  Procurador  bajo  el  literal  e)  de  su  informe: 

"Según  el  artículo  14  del  Convenio  de  1953,  el  nombramiento  de 
funcionarios  civiles  para  los  territorios  misionales  recaerá  en  personas 
de  todo  punto  de  vista  recomendables  y  reconocidamente  favorables 
a  las  misiones  y  religiosos  misioneros,  y  será  causa  suficiente  de  remo- 
ción de  los  empleados  del  Gobierno  una  queja  del  Jefe  de  la  Misión, 
siempre  que  se  funde  en  hechos  comprobados,  norma  que  viola  osten- 
siblemente el  artículo  120  de  la  Constitución". 

No  es  por  cierto  el  artículo  14,  sino  el  artículo  12,  el  que  se  refie- 
re a  la  estipulación  de  que  se  queja  el  señor  Procurador.  Nada  más 
natural  que  la  Santa  Sede  desee  la  buena  inteligencia  entre  los  agentes 
del  Gobierno  y  los  Jefes  de  Misiones.  Y  nada  más  natural  que  pedir 
al  Gobierno  que  nombre  funcionarios  civiles  "de  todo  punto  de  vista 
recomendables  y  reconocidamente  favorables  a  las  Misiones  y  a  los 
Misioneros",  pues  mal  podrían  éstos  desempeñar  su  delicada  y  difícil 
misión  con  los  obstáculos  que  les  opusieran  funcionarios  civiles  per- 
vertidos, de  mala  entraña,  de  temperamento  escéptico  o  antirreligioso, 
o  enemigos  declarados  de  los  Misioneros.  Hasta  este  punto  no  hay, 
pues,  nada  de  extraño  en  la  estipulación  del  artículo  12.  Querría  el 
señor  Porcurador  tener  como  colaboradores  o  subalternos  a  sujetos 
que  no  son  de  su  confianza,  por  ser  desleales  o  negligentes,  o  por 
ser  enemigos  francos  o  encubiertos?  Pues  si  eso  no  lo  quisiera  para  sí, 
tampoco  lo  debiera  querer  para  los  Misioneros! 

Y  continúa  el  artículo  12: 

"Quedará  reservada  a  las  autoridades  supremas  de  las  altas  Par- 
tes Contratantes  la  solución  de  las  cuestiones  que  puedan  suscitarse 
entre  la  autoridad  civil  y  el  Jefe  de  cada  Misión  a  causa  de  medidas 
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tomadas  por  éste  en  guarda  del  bien  espiritual  y  de  los  intereses  ma- 
teriales de  los  indígenas  o  en  ejercicio  de  las  funciones  especiales 
asignadas  por  el  artículo  décimo-tercero  de  esta  Convención,  y  será 
causa  suficiente  de  remoción  de  los  empleados  del  Gobierno  una  queja 
del  Jefe  de  la  Misión,  siempre  que  se  funde  en  hechos  comprobados". 

La  consideración  de  que  "será  causa  suficiente  de  remoción  de 
los  empleados  del  Gobierno  una  queja  del  Jefe  de  la  Misión,  siempre 
^ue  se  funde  en  hechos  comprobados",  no  es  tampoco  de  extrañar, 
pues  se  trata  de  quejas  fundadas  en  hechos  comprobados,  no  en  e\ 
mero  capricho  de  los  misioneros,  o  en  alguna  prevención  de  los  mis- 
mos contra  determinado  funcionario  civil.  Y  mal  haría  el  Gobierno 
en  sostener  a  un  funcionario  hostil  a  los  misioneros,  a  quienes  está 
obligado  a  proteger.  Fuera  de  que  la  Convención  de  Misiones  se 
debe  ejecutar  de  buena  fe,  sin  reticencias  u  oscuros  propósitos  de 
perjudicar  a  unos  servidores  que  son  dignos  de  toda  consideración. 

Sí  hay^mpleados  hostiles  a  los  misioneros,  y  el  Gobierno  debe  es- 
tudiar casos  concretos  para  remover  a  los  que,  a  sus  espaldas,  desnatu- 
ralizan o  hacen  nugatorias  las  estipulaciones  de  la  Convención  de  1953 . 

Bajo  el  literal  f)  dice  el  señor  Procurador  que  "el  Convenio  de 
1953  hace  imposible  aplicar  en  los  territorios  misionales  las  normas 
sobre  Carrera  Administrativa  y  Servicio  Civil  contenidas  en  la  reforma 
constitucional  plebiscitaria  de  1957  y  en  las  leyes  hoy  vigentes". 

Es  un  cargo  gratuito,  pues  no  se  sabe  de  dónde  deduce  esa  im- 
posibilidad el  señor  Procurador,  ya  que  ni  los  Misioneros  se  oponen 
a  las  normas  de  la  carrera  administrativa  y  del  servicio  civil,  ni  esti- 
pulación alguna  de  la  Convención  hace  imposible  la  aplicación  de 
dichas  normas.  Sería  muy  conveniente  que  el  señor  Procurador  expu- 
siera la  razón  de  su  aserto , 

El  cargo  formulado  por  el  señor  Procurador  bajo  el  literal  g), 
de  que  "el  artículo  16  del  convenio  de  1953  establece  que  el  mismo 
pacto  entrará  en  vigor  desde  la  techa  de  su  firma",  con  lo  cual  se 
viola  el  artículo  53,  inciso  4^,  de  la  Constitución",  quedó  ya  refutado 
con  la  demostración  de  que  ese  convenio  no  requiere  la  aproba- 
ción del  Congreso. 

LAS  "TRIBUS  BARBARAS" 
Dice  el  señor  Procurador: 

"3  —  El  convenio  de  1953  no  se  redujo  al  fomento  de  las  misio- 
nes católicas  en  las  tribus  bárbaras: 
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"a)  porque  abraca'  aproximadamente  tres  cuartas  partes  del  país; 

"h)  porque  se  extiende  a  cerca  de  un  millón  de  habitantes,  que 
evidentemente  no  pueden  calificarse  de  tribus  bárbaras,  residentes 
en  los  llamados  territorios  misionales; 

"c)  porque  se  extendió  a  materias  distintas  del  fomento  de  di- 
chas misiones". 

Observo  en  lo  referente  al  literal  a),  que  el  hecho  de  que  el  con- 
venio abarque  aproximadamente  tres  cuartas  partes  del  territorio 
nacional,  no  significa  que  tal  convenio  se  haya  salido  de  los  límites 
que  debe  tener  el  fomento  de  las  misiones  católicas.  Porque  si  real- 
mente, según  parece,  esas  tres  cuartas  partes  están  habitadas  por  una 
población  inculta,  salvaje  o  semisalvaje  o  "bárbara",  como  dice  el  ar- 
tículo 31  del  Concordato,  pues  se  trata  de  una  realidad  geográfica, 
histórica  y  sociológica  ante  la  cual  tan  sólo  podemos  decir:  "qué  le 
vamos  a  hacer"? 

Pero  eso  de  las  tres  cuartas  partes  es  asunto  de  hecho  que  com- 
pete comprobar  al  muy  acucioso  Procurador,  quien  debió  acompañar 
a  su  informe  un  estudio  geográfico  y  demográfico  para  demostrar  con 
números  v  estadísticas,  no  con  gratuitas  afirmaciones,  qvie  en  rea- 
lidad los  misioneros  católicos  se  salen  del  marco  al  cual  debieran 
circunscribirse . 

Lo  mismo  se  debe  decir  del  millón  de  habitantes  de  que  habla 
el  señor  Procurador,  quien  estaba  en  el  caso  de  determinar  por  gru- 
pos o  tribus  las  diversas  poblaciones  indígenas  y  señalar  las  áreas  que 
cada  una  de  ellas  ocupa  en  la  enorme  extensión  de  1.200.000  kilóme- 
tros cuadrados  del  territorio  nacional,  indicando  con  precisión  cuáles 
están  necesitadas  de  catcquesis,  y  cuáles  no. 

Lo  que  sucede,  en  verdad,  es  que  en  aquellas  inmensas  regiones 
alternan  de  trecho  en  trecho  poblaciones  bárbaras  o  semibárbaras, 
cultas  o  semicultas,  las  que,  así  entreveradas,  constituyen  una  colcha 
de  retazos  de  muy  difícil  v  aun  imposible  ubicación. 

Pero  está  bien  que  el  señor  Procurador  le  insinúe  al  Gobierno 
que,  con  mapa  en  la  mano,  con  estadísticas  precisas  v  con  una  men- 
sura exacta  practicada  por  un  instituto  científico  como  el  "Agustín 
Codazzi",  denuncie  ante  la  Santa  Sede  la  Convención  de  1953,  a  fin 
de  que  se  sustraigan  de  la  administración  misional  aquellas  regiones 
que,  precisamente  por  la  admirable  y  tenaz  labor  de  los  Misioneros, 
se  deban  considerar  ya  incorporadas  a  la  Nación  en  calidad  de  zonas 
plenamente  civilizadas . 
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Sería  también  del  caso  estudiar  si  esos  núcleos  incultos  que  están 
entreverados  de  trecho  en  trecho  con  núcleos  civilizados,  necesitan 
de  los  servicios  y  de  la  colaboración  de  éstos,  y  si  en  tales  circuns- 
tancias es  conveniente  para  los  intereses  nacionales  mantener  una 
administración  misional  indivisible  en  determinada  región,  adminis- 
tración que,  a  base  de  "zonas  de  influencia",  abarque  transitoriamente 
núcleos  incultos  y  núcleos  civilizados. 

Las  tribus  verdaderamente  bárbaras  eran  muy  numerosas  en  los 
tiempos  coloniales  y  a  todo  lo  largo  del  siglo  pasado,  y  si  ellas  se 
han  ido  extinguiendo  al  adaptarse  a  la  vida  civilizada,  ello  se  debe  a 
la  obra  sublime  de  los  misioneros  católicos,  obra  que  ningún  gobierno 
exclusivamente  civil  hubiera  podido  realizar.  Que  para  domesticar  la 
fiera  humana  son  eficaces  la  Cruz  y  el  Catecismo,  mas  no  los  algua- 
ciles, los  incisos  y  los  yataganes .  A  pesar  de  todo,  hoy  todavía  existen 
verdaderas  tribus  bárbaras  en  varias  regiones  del  país,  como  entre 
los  Indios  Motilones,  los  más  reacios  que  han  sido  a  ingresar  al  mun- 
do civilizado. 

Pero  es  preciso  fijar  bien  el  alcance  y  el  sentido  de  la  expresión 
"tribu  bárbara",  la  cual  no  se  puede  tomar  al  pie  de  la  letra,  como 
quien  habla  de  Atila  o  Gengiskán .  Y  mal  se  puede  pensar  que  las  Altas 
tas  Partes  Contratantes  tan  sólo  quisieron  referirse  a  aquellas  tribus 
que  ofrecen  sacrificios  humanos  a  sus  dioses,  o  comen  carne  humana 
o  acechan  a  los  viajeros  y  exploradores  con  flechas  envenenadas. 

Nó,  ese  no  fue  el  único  sentido  de'  la  estipulación  contenida  en 
el  artículo  31  del  Concodato  de  1887. 

Según  el  artículo  28  del  Código  Civil  Colombiano,  "las  palabras 
de  la  ley  se  entenderán  en  su  sentido  natural  y  obvio,  según  el  uso 
general  de  las  mismas  palabras;  pero  cuando  el  legislador  las  haya 
definido  expresamente  para  ciertas  materias,  se  les  dará  en  éstas  su 
significado  legal".  Y,  según  el  artículo  1.618,  ibidem,  "conocida  cla- 
ramente la  intención  de  los  contratantes,  debe  estarse  a  ella  más  que 
a  lo  literal  de  las  palabras".  Y  el  artículo  1.621  del  mismo  Código 
dice  que  "en  aquellos  casos  en  que  no  apareciere  voluntad  contraria, 
deberá  estarse  a  la  interpretación  qvie  mejor  cuadre  con  la  naturaleza 
del  contrato".  Sobra  decir  que  estos  preceptos,  que  son  de  dere- 
cho universal,  pertenecen  también  al  derecho  de  gentes. 

Ahora  bien,  no  habiendo  definido  el  Concordato,  ni  la  ley  que 
lo  aprobó,  que  es  la  Ley  35  de  1888,  lo  que  se  deba  entender  por 
"tribus  bárbaras",  es  preciso  deferir  al  sentido  natural  y  obvio  de 
esas  dos  palabras.  "Bárbaro"  significa,  según  el  Diccionario  de  la 
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Lengua,  "inculto",  "incivilizado".  Son  dos  conceptos  de  valor  rela- 
tivo, pues  en  ellos  cabe  una  escala  que  va  desde  la  barbarie  más 
brutal,  que  come  carne  humana,  hasta  el  analfabeto  que  junta  a  su 
triste  condición  la  de  pagano  o  gentil. 

Claro  está  que  la  Santa  Sede  y  el  Estado  colombiano  quisieron 
referirse  a  todos  los  grados  de  barbarie  o  salvajismo,  pero  de  modo 
especial  a  los  aborígenes  paganos  o  gentiles,  puesto  que  la  causa 
determinante  de  las  negociaciones  fue  la  de  llevar  la  luz  del  Evange- 
lio a  las  gentes  que  lo  desconocen  y  edificar  así,  simultáneamente  con 
una  intensa  alfabetización,  la  cultura  de  los  pueblos  que  yacen  en 
las  tinieblas  de  la  ignorancia.  Tan  cierto  es  lo  que  digo,  que  los  mis- 
mos misioneros  protestantes,  que  también  son  cristianos  a  su  modo, 
tratan  de  invadir  nuestras  selvas  para  cristianizar  y  alfabetizar  a  esos 
aborígenes  que  ellos  consideran  como  "bárbaros". 

El  señor  Procurador  dice  bajo  el  literal  c)  que  el  Convenio  de 
1953  "se  extendió  en  materias  distintas  del  fomento  de  dichas  misio- 
nes". Ante  esta  afirmación  se  puede  preguntar  cuáles  son  las  ma- 
terias que  constituyen  esencialmente  la  misión  de  los  Vicarios  y  Pre- 
fectos Apostólicos. 

La  respuesta  está  a  flor  de  labio,  pues  dichas  materias  no  son 
otras  que  la  evangelización  y  la  aducación  de  los  indígenas.  Y  en- 
tonces, a  cuáles  otras  quiso  referirse  el  Procurador?  Que  lo  diga 
claramente  y  no  se  limite  a  meras  afirmaciones  que  dejan  en  suspenso 
a  quien  las  lee. 

O  será  que  el  Procurador  considera  como  "materias  distintas"  las 
obras  grandiosas  que  realizan  los  misioneros  precisamente  en  desarro- 
llo de  su  acción  catequística  y  educadora?  Habrá  querido  referirse 
al  denuncio  y  cultivo  de  los  baldíos,  en  los  cuales  los  misioneros  crean 
fuentes  de  riqueza  para  las  mismas  tribus  y  establecen  centros  de 
enseñanza  de  la  ciencia  agropecuaria?  O  habrá  querido  referirse  a 
las  construcciones  escolares  y  hospitalarias  que  los  Misioneros  han 
levantado  en  beneficio  de  las  poblaciones  que  de  ellos  dependen?  O 
habrá  pensado  en  las  obras  públicas  que  los  Misioneros  han  realizado 
en  profusión  en  nombre  del  Gobierno,  y  que  son  la  construcción  de 
caminos  y  carreteras  que  invaden  las  selvas,  y  de  puentes  que  facili- 
tan la  locomoción?  O  quizás  habrá  querido  aludir  a  la  constante  vigi- 
lancia de  los  Misioneros  a  lo  largo  de  las  fronteras  de  la  Patria  para 
evitar  la  invasión  territorial  de  los  pueblos  vecinos,  hechos  que  están 
registrados  en  el  Ministerio  de  Relaciones  Exteriores?  Porque  es  bue- 
no decirlo:  nadie  como  los  Misioneros  católicos  ha  defendido  nuestras 
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fronteras,  y  nadie  como  ellos  ha  asesorado  a  las  Comisiones  que  han 
demarcado  los  límites  del  país  en  ejecución  de  los  tratados  interna- 
cionales celebrados  por  Colombia  con  las  naciones  limítrofes. 

APERTURA  Y  FUNCIONAMIENTO  DE  ESCUELAS 
PROTESTANTES 

Las  demás  afirmaciones  del  señor  Procurador  quedan  contestadas 
en  la  exposición  que  antecede,  y  sólo  falta  responder  a  esta  pregimta 
que  hace  dicho  funcionario  al  final  de  su  informe: 

"Puede  funcionar  una  escuela  privada  protestante  como  la  de.  . .  . 
en  territorio  de  Misiones,  como  lo  es  el  del  Putumavo,  al  tenor  de  lo 
dispuesto  por  el  Convenio  celebrado  entre  Colombia  y  la  Santa 
Sede  en  1953"? 

La  respuesta  es  muy  fácil.  De  acuerdo  con  el  artículo  41  de  la 
Constitución,  que  consagra  la  libertad  de  enseñanza,  pueden  los  pro- 
testantes abrir  escuelas  para  los  religionarios  protestantes  en  las  re- 
giones misionales,  pero  no  pueden  abrir  escuelas  para  catequizar  al 
pueblo  indígena,  que  es  pagano,  y  a  quien  sólo  pueden  catequizar 
los  Misioneros  Católicos,  de  acuerdo  con  el  Concordato  y  con  la 
Convención  de  Misiones . 

En  lo  que  toca  a  los  habitantes  ya  católicos  de  las  regiones  mi- 
sionales, catequizados  por  los  Misioneros  Católicos,  les  está  prohibido 
a  los  protestantes  catequizarlos  de  nuevo  para  hacerles  cambiar  su 
fe  católica  por  uno  de  los  trescientos  o  más  credos  religiosos  en  que 
está  dividido  el  protestantismo.  Si  hay  un  acto  de  proselitismp  ver- 
daderamente auténtico,  es  la  apertura  de  una  escuela  protestante 
para  contrarrestar  o  anular  la  obra  de  los  Misioneros  Católicos.  Por 
tanto,  ese  acto  debe  ser  impedido  por  el  Gobierno,  quien  no  puede 
destruir  su  obra  protectora  de  la  catcquesis  católica  con  la  permisión 
o  fomento  de  empresas  anticatólicas. 

En  los  territorios  misionales  no  hay  protestantes  por  generación 
espontánea.  Los  únicos  protestantes  son  los  Pastores  y  sus  familiares. 
Y  para  que  hubiera  materia  prima  para  abrir  una  escuela  protestante, 
sería  preciso  que  los  Pastores  importaran  a  esos  territorios  un  número 
de  correligionarios  que  justificaran  la  fundación  de  la  escuela. 

Por  demás  está  decir  que  en  las  escuelas  católicas  que  funcionan 
en  los  territorios  misionales,  pueden  ser  admitidos  los  estudiantes 
protestantes,  los  cuales  no  pueden  ser  obligados  a  recibir  la  enseñanza 
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religiosa  católica,  pues  eso  pecaría  contra  la  doctrina  de  la  Iglesia  y 
contra  el  artículo  53,  inciso  2^,  que  atrás  analicé. 

Dice  el  señor  Procurador  que  "recibió  informaciones  sobre  clau- 
sura o  suspensión  de  algunas  escuelas  protestantes  situadas  dentro  de 
los  llamados  terirtorios  misionales,  clausura  que  este  Despacho  con- 
sidera no  sólo  contraria  a  claras  disposiciones  constitucionales,  sino 
inclusive  violatoria  de  la  Convención  sobre  Misiones  celebrada  entre 
Colombia  y  la  Santa  Sede  en  1953". 

Ni  la  Constitución  ni  la  Convención  de  Misiones  dan  carta  blan- 
ca a  los  Pastores  protestantes  para  hacer  de  las  suyas  en  los  territo- 
rios misionales,  en  los  cuales  el  régimen  escolar  debe  ájustarse  a  la 
reglamentación  que  acabo  de  comentar. 

No  cita  el  señor  Procurador  las  escuelas  que  han  sido  clausuradas, 
ni  dice  cuándo  ocurrieron  los  hechos  por  él  censurados  con  un  fervor 
digno  de  mejor  causa.  La  verdad  es  que  tan  sólo  fueron  clausuradas  las 
escuelas  de  Puerto  Leguízamo,  en  1944,  y  de  El  Yopal  y  La  Aguada, 
en  1946 .  De  este  último  año  en  adelante  no  Se  ha  registrado  la  clausu- 
ra oficial  de  ninguna  escuela  protestante  en  las  regiones  misionales. 

Sobre  la  clausura  de  las  escuelas  de  Puerto  Leguízamo,  El  Yopal 
y  La  Aguada,  cité  atrás  los  documentos  oficiales  que  explican  y  jus- 
tifican esa  clausura. 

Con  motivo  de  la  clausura  de  la  escuela  de  Puerto  Leguízamo, 
el  entonces  Ministro  de  Relaciones  Exteriores,  doctor  Carlos  Lozano 
y  Lozano,  dijo  en  nota  dirigida  el  10  de  junio  de  1944  al  Ministro  de 
Educación  Nacional: 

"La  tesis  de  que  pueda  existir  oposición  entre  el  texto  del  Con- 
venio de  Misiones  y  los  artículos  constitucionales  de  la  reforma  del 
año  36,  no  parece  aceptable,  ya  que  aquél  es  un  Acuerdo  Internacio- 
nal que  nos  obliga  y  que,  en  el  caso  que  nos  ocupa,  se  refiere  a  una 
reglamentación  especial  para  determinadas  regiones  del  país,  que  deja 
en  pie  los  principios  fundamentales  acogidos  en  la  Carta.  En  realidad 
no  se  trata  sino  de  modalidades  del  ejercicio  de  un  derecho".  He  ahí 
una  declaración  oficial  que  confirma  lo  que  he  dicho  acerca  de  la 
supuesta  delegación  de  poderes  presidenciales  de  que  habla  el  se- 
ñor Procurador. 
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LAS  MISIONES  CATOLICAS  ANTE  LA  REFORMA  AGRARIA 

El  artículo  29  de  la  Ley  135  de  1961  "sobre  reforma  social  agra- 
ria" condenó  a  la  muerte  civil  a  todas  las  personas  jurídicas  para  el 
efecto  de  negarles  el  derecho  a  denunciar  tierras  baldías.  Por  tanto, 
las  sociedades  colectivas,  las  limitadas,  las  en  comandita,  las  anóni- 
mas, las  sociedades  cooperativas,  las  corporaciones  y  las  fundaciones 
están  privadas  de  ese  derecho  elemental  de  denunciar  un  terreno 
baldío,  disposición  absurda,  como  muchas  otras  de  esa  ley,  que  impo- 
sibilita para  la  apertura  y  cultivo  de  tierras  baldías  precisamente  a 
las  entidades  que  disponen  de  mayores  capitales  y  de  recursos  de 
todas  clases  para  explotar  e  incorporar  al  comercio  el  setenta  y  seis 
por  ciento  de  nuestro  territorio,  que  es  baldío. 

Sólo  las  personas  naturales,  de  carne  y  hueso,  como  Pedro  y  Juan, 
podrán  denunciar  y  obtener  un  terreno  baldío.  Se  olvida  que  la  gran 
riqueza  agrícola  del  Brasil  y,  sobre  todo,  su  gran  riqueza  cafetera, 
fueron  hechas  por  dos  grandes  compañías  inglesas  que  más  tarde  se 
convirtieron  en  compañías  brasileras.  Y  aquí  en  Colombia  también 
han  contribuido  eficazmente  las  personas  jurídicas  al  adelanto  agrí- 
cola y  pecuario  del  país,  como  sucedió  en  Antioquia  con  la  Sociedad 
Agrícola  y  de  Inmigración,  adjudicataria  que  fue  de  grandes  extensio- 
nes baldías,  y  como  sucede  hoy  en  el  sur  de  Colombia  con  la  gran 
hacienda  "Larandia",  fundada  y  administrada  por  una  poderosa  so- 
ciedad comercial. 

Ahora  bien,  las  Misiones  Católicas  son  personas  morales  eclesiás- 
ticas y  personas  jurídicas  civiles,  y,  en  tal  carácter,  estarían  legal- 
mente impedidas  para  denunciar  tierras  baldías,  si  es  que  con  ellas 
cuenta  el  artículo  29  de  la  Ley  135  de  1961. 

Pero  es  el  caso  que  ese  artículo  29  no  tiene  la  virtud  de  anular 
el  artículo  undécimo  de  la  Convención  de  1953  que  autoriza  a  las  Mi-  / 
siones  Católicas  para  denunciar  tierras  baldías,  pues  se  trata  de  un 
convenio  internacional  que  el  legislador  colombiano  no  puede  des- 
conocer unilateralmente,  ni  siquiera  por  medio  de  una  reforma  cons- 
titucional, como  ya  lo  hemos  visto  al  principio  de  este  estudio. 

He  debido  alargarme  en  este  trabajo  por  tratarse  de  una  cuestión 
muy  compleja  y  delicada  que  no  permite  un  estudio  demasiado  sin- 
tético, por  considerar  que  hay  una  supina  ignorancia,  aun  en  las 
esferas  oficiales,  acerca  de  la  condición  jurídica  de  las  Misiones  Ca- 
tólicas frente  a  la  legislación  colombiana.  A  diario  se  lanzan  contra 
ellas,  con  buena  dosis  de  ingratitud,  conceptos  irreflexivos  y  depri- 
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mentes,  sin  base  en  pruebas  de  ninguna  clase  ni  en  razonamientos 
serios  y  sólidos,  y  a  diario  tropiezan  los  Misioneros  con  graves  obs- 
táculos por  parte  de  funcionarios  que  obran  a  espaldas  de  los  Minis- 
tros y  hacen  quedar  mal  a  los  supremos  gobernantes  de  la  Nación. 

Si  este  concepto  contribuye  a  despejar  la  nebulosa  jurídica  que 
existe  en  torno  a  las  Misiones  Católicas  y  a  que  éstas  obtengan  el 
reconocimiento  leal  y  sincero  de  los  fueros  que  les  otorgan  el  Con- 
cordato, la  Constitución  y  la  Convención  de  1953,  me  sentiré  orgu- 
lloso de  haber  conti-ibuído  así  a  la  grandiosa  obra  civilizadora  de  la 
Iglesia  en  Colombia. 

Alfonso  Uribe  Misas 

APENDICE  RELATIVO  AL  CONTRATO  CELEBRADO  POR  EL 
MINISTERIO  DE  GOBIERNO  CON  MR.  TOWNSEND 

Para  que  no  quede  duda  alguna  acerca  del  engaño  de  que  ha 
sido  víctima  el  Gobierno  de  Colombia  por  parte  de  los  MISIONEROS 
BAUTISTAS,  publico  a  continuación  los  siguientes  documentos: 

1^,  contrato  celebrado  por  el  Gobierno  con  Mr.  Townsend; 

2^,  carta  del  Comité  Colombiano  de  Coordinación  Misional  al 
señor  Ministro  de  Gobierno,  doctor  Eduardo  Uribe  Botero; 

39,  cartas  del  señor  Ministro  de  Gobierno,  doctor  Eduardo  Uribe 
Botero,  al  Excelentísimo  Señor  Nuncio  Apostólico,  Monseñor  José 
Paupini,  y  al  Comité  Colombiano  de  Coordinación  Misional; 

49,  folleto  intitulado  "PRAYER  DIRECTORY"  órgano  de  la  Igle- 
sia Bautista; 

carta  del  R.  P.  Germán  Marquínez  al  R.  P.  Juan  Boetti, 
Presidente  del  Comité  Colombiano  de  Coordinación  Misional; 

6°,  carta  del  doctor  José  Manuel  Casas  Manrique  al  mencionado 
Padre  Boetti; 

párrafos  del  estudio  intitulado  "LOPEZ  MATEOS,  EL  IN- 
DIO Y  EL  INSTITUTO  LINGÜISTICO"  por  Francisco  Arellana 
Belloc. 

8°,  artículo  de  "El  Espectador",  de  noviembre  27  de  1962,  titu- 
lado "ACTIVIDADES  ROTARIAS  -  LOS  INDIGENAS  COLOM- 
BIANOS". 

Pero,  antes  de  seguir  adelante,  recuerdo  a  mis  lectores  que  este 
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Wycliffe  o  Wyclef  que  honra  con  su  nombre  las  empresas  lingüísti- 
cas de  los  Protestantes  Bautistas,  es  el  mismo  heresiarca  inglés  del 
siglo  XIV  que  negó  la  transustanciación  y  fue  uno  de  los  precursores 
de  la  Reforma  Protestante  y  enemigo  implacable  de  la  Iglesia  Ca- 
tólica. No  hay,  pues,  duda  de  que  la  "Wycliffe  Bible  Translators, 
Inc."  y  su  filial  o  dependencia  que  es  el  "Instituto  Lingüístico  de 
Verano",  son  dos  entidades  protestantes,  y,  por  lo  tanto,  anticatólicas. 

CONTRATO  CELEBRADO  POR  EL  GOBIERNO  CON 
MR.  TOWNSEND 

Los  suscritos,  Fernando  Londoño  y  Londoño,  en  su  carácter  de 
Ministro  de  Gobierno  de  la  República  de  Colombia,  y  Guillermo 
(William)  Townsend,  en  su  carácter  de  Director  del  Instituto  de  Ve- 
rano (Summer  Institute  Of  Linguistics,  Inc.)  relacionado  con  la  Uni- 
versidad de  Oklahoma,  de  los  Estados  Unidos  de  Norteamérica,  de- 
seosos de  ajustar  un  Convenio  encaminado  a  investigar  en  forma 
técnica,  ordenada  y  exhaustiva  las  lenguas,  idiomas  y  dialectos  de  las 
comunidades  indígenas  existentes  en  la  República  de  Colombia,  es- 
pecialmente de  aquellas  que  habitan  sus  Intendencias  y  Comisarías, 
han  convenido  en  lo  siguiente: 

Primero.  —  El  Instituto  Lingüístico,  en  coordinación  con  la  Di- 
visión de  Asuntos  Indígenas  del  Ministerio  de  Gobierno,  de  la  cual 
-  será  asesor,  desarrollará  un  programa  de  investigación  entre  gmpos 
de  indígenas,  con  los  siguientes  objetivos: 

a)  El  estudio  profundo  de  cada  lengua,  con  el  análisis  adecuado 
de  su  sistema  fonético  y  morfológico,  y  una  recopilación  comprensiva 
V  útil  de  su  vocabulario: 

b)  Un  estvidio  comparativo  de  las  lenguas  aborígenes  entre  sí  y 
en  relación  con  los  demás  idiomas  del  mundo,  para  su  correspondien- 
te catalogación; 

c)  La  grabación  de  cintas  en  cada  idioma  o  dialecto,  de  las  cuales 
se  facilitará  copia  a  la  División  de  Asuntos  Indígenas; 

d)  La  recopilación  de  toda  clase  de  datos  antropológicos  o  cul- 
turales, y  la  confección  de  documentos  fotográficos  sobre  aspectos 
reciales,  vestidos,  viviendas,  enseres,  mobiliario,  instrumentos,  indus- 
trias y  diversos  aspectos  de  la  vida  indígena,  cuyas  finalidades  sean 
fundamentalmente  de  orden  práctico  para  la  mejor  comprensión  de 
cada  cultura,  y  la  deducción  de  las  campañas  necesarias  para  el  me- 
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joramiento  global  y  la  incorporación  de  cada  grupo  estudiado,  a  más 
altos  y  útiles  niveles  de  vida. 

Segundo.  —  Dentro  de  las  finalidades  prácticas,  se  tendrán  en 
cuenta  especialmente  las  siguientes: 

a)  Prestación  de  servicios  de  los  investigadores  del  Instituto  Lin- 
güístico como  intérpretes,  a  los  funcionarios  nacionales,  intendencia- 
Ies  y  comisariales  que  lo  necesiten,  en  las  regiones  donde  tales  ser- 
vicios sean  requeridos; 

b)  Organización  de  cursos  de  capacitación  lingüística  para  gru- 
pos de  maestros  o  funcionarios  destinados  a  poblaciones  indígenas, 
en  coordinación  con  la  División  de  Asuntos  Indígenas  y  el  Instituto 
indigenista  colombiano; 

c)  Preparación  de  cartillas  en  los  idiomas  indígenas,  para  faci- 
litar a  los  analfabetos  el  aprendizaje  de  la  lectura  y  de  la  escritura; 

d)  Elaboración  de  cartillas  bilingües  (castellano-indígena)  con  ^1 
propósito  de  facilitar  el  aprendizaje  del  idioma  oficial; 

e)  La  traducción  a  lenguas  aborígenes  de  los  textos  que  requiera 
el  trabajo  cultural  de  los  investigadores  del  Instituto  Lingüístico  y 
de  la  División  de  Asuntos  Indígenas; 

f)  El  fomento  del  mejoramiento  social,  económico,  cívico,  moral 
v  sanitario  de  los  indígenas'  con  que  el  Instituto  Lingüístico  esta- 
blezca contacto; 

Tercero.  —  El  Instituto  Lingüístico  prestará  la  colaboración 
gratuita  de  alguno  de  sus  profesores,  cuando  el  Gobierno  Nacional 
de  Colombia,  por  medio  del  Ministerio  de  Gobierno,  lo  solicite  para 
la  capacitación  de  lingüistas  colombianos . 

Cuarto.  —  El  Instituto  Lingüístico  cooperará  con  la  División  de 
Asuntos  Indígenas  y  con  el  Instituto  Indigenista  Colombiano  en  la 
preparación  de  exposiciones  de  objetos,  y  en  conferencias  de  filosofía 
o  cultura  indígena  que  dichas  entidades  por  sí  o  por  otras  institucio- 
nes culturales  deseen  realizar. 

Quinto.  —  Los  servicios  de  campo  de  los  investigadores  del  Ins- 
tituto Lingüístico,  así  como  los  de  publicaciones  especiales,  se  reali- 
zarán gratuitamente  para  el  Ministerio  de  Gobierno,  pero  los  cursos 
especiales  de  capacitación  lingüística  de  maestros  rurales,  serán  re- 
munerados por  la  entidad  interesada  . 

Sexto.  —  El  Instituto  Lingüístico  operará  aviones  en  las  regiones 
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de  difícil  acceso,  y  en  éstas  dará  transporte  hasta  su  alcance,  no  sola- 
mente a  sus  investigadores,  sino  también  a  los  funcionarios  del  Go- 
bierno colombiano,  a  los  Misioneros,  y  en  casos  urgentes  a  los  habi- 
tantes o  transeúntes  por  las  regiones  de  trabajo  de  dicho  Instituto, 
a  precios  cómodos  y  sin  distingo  alguno.  Siendo  entendido  que  los 
aviones  del  Instituto  Lingüístico  no  competirán  comercialmente  con 
los  servicios  de  transporte  aéreo  regular  que  operan  en  el  país. 

Además,  el  Instituto  operará  radios  transmisores  y  receptores 
para  mantener  contacto  con  sus  lingüistas  en  el  campo,  con  sus  avio- 
nes y  su  oficina  en  la  capital  de  la  República.  Este  servicio  estará  tam- 
bién a  las  órdenes  de  los  funcionarios  del  Gobierno  y  de  los  Misioneros. 

Séptimo.  —  El  Instituto  respetará  las  prerrogativas  de  la  Iglesia 
Católica,  según  los  términos  del  concordato  vigente  entre  Colombia 
y  la  Santa  Sede. 

Octavo.  —  El  Ministerio  de  Gobierno  se  compromete,  a  su  turno, 
a  proporcionar  al  Instituto  Lingüístico: 

a)  Una  Oficina  en  Bogotá,  equipada  y  anexa  a  la  División  de 
Asuntos  Indígenas; 

b)  Las  gestiones  necesarias  para  la  inmigración  libre  de  depósito, 
y  para  la  permanencia  de  los  investigadores  del  Instituto  Lingüís- 
tico en  el  país; 

c)  Dotar  al  Instituto  Lingüístico  transitoriamente  de  los  terrenos 
necesarios  para  el  establecimiento  y  sostenimiento  de  las  bases  de 
investigación  y  trabajo,  en  los  sitios  que  se  acuerden  con  la  División 
de  Asuntos  Indígenas; 

d)  Gestionar  los  permisos  necesarios  para  que  el  Instituto  Lin- 
güístico importe  o  adquiera  en  el  país,  y  use  en  el  desarrollo  de  sus 
labores  de  investigación,  uno  o  más  aviones,  anfibios,  helicópteros,  o 
de  otro  tipo,  para  el  transporte  de  sus  investigadores  por  la  selva; 

e)  Proporcionar  al  Instituto  Lingüístico  el  combustible  necesario 
para  sus  transportes  por  tierra  o  aéreos,  a  cargo  de  la  División  de 
Asuntos  Indígenas;  y  gestionar  el  derecho  de  uso  de  aeródromos,  sin 
costo  alguno  para  el  Instituto  Lingüístico; 

f)  Gestionar  los  permisos  necesarios  para  que  el  Instituto  Lin- 
güístico importe  libre  de  derechos  de  aduana,  adquiera  y  use  dentro 
de  la  selva,  aparatos  radio-emisores  y  radio-receptores,  y  otros  equi- 
pos necesarios  para  el  mejor  cumplimiento  de  sus  labores,  y  para  la 
seguridad  de  sus  colaboradores;  quedando  entendido  que  los  apara- 
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tos  referidos  estarán  también  al  servicio  del  Gobierno  colombiano 
para  los  informes  y  comunicaciones  que  juzgue  convenientes; 

g)  Gestionar  la  importación  al  país,  libre  de  derechos  de  aduana, 
de  los  equipos,  implementos,  maquinaria,  aparatos,  enseres  persona- 
les y  otros  artículos  que  de  común  acuerdo  se  juzguen  necesarios  para 
el  eficiente  desarrollo  de  las  labores  del  mismo  Instituto; 

h)  Cooperar  con  medicamentos  a  la  acción  sanitaria  de  las  en- 
fermeras del  Instituto  Lingüístico; 

i)  Propiciar  por  medio  del  Instituto  Indigenista  Colombiano,  la 
colaboración  entre  las  Misiones  Católicas  y  el  Instituto  Lingüístico, 
para  que  las  misiones  cuenten  con  los  servicios  técnicos  que  pueda 
proporcionarles  el  mismo  Instituto. 

Noveno.  —  Este  convenio  podrá  ser  reformado  o  ampliado  en 
cualquier  tiempo,  por  acuerdo  de  ambas  partes,  y  regirá  desde  la 
fecha  hasta  que  se  terminen  las  investigaciones  lingüísticas  especifi- 
cadas, o  hasta  que  el  Gobierno  colombiano  dé  por  terminado  el  con- 
'  venio,  previa  notificación  expresada  en  un  lapso  no  menor  de  xm 
año,  debiendo  en  caso  contrario,  indemnizarse  al  Instituto  las  inver- 
siones que  hubiera  hecho,  y  que  fuere  posible  aprovechar  en  el  futuro 
beneficio  público. 

En  fe  de  lo  cual  los  contratantes,  firman  en  tres  ejemplares  el 
presente  convenio,  junto  con  dos  testigos,  en  Bogotá,  D.  E.,  a  21  de 
febrero  de  1962. 

Este  convenio  deberá  ser  aprobado  por  el  consejo  de  Ministros. 
El  Ministro  de  Gobierno, 

(Edo.),  Fernando  Londoño  y  Londoño. 
Por  el  Summer  Institute  of  Linguistics,  inc,  el  Director  General, 

(Edo.),  Guillermo  (William)  Townsend. 

Testigo, 

(Edo.),  Gregorio  Hernández  de  Alba. 

Testigo, 

(Edo.),  Eduardo  Santa. 

Hay  un  sello  que  dice:  República  de  Colombia.  Consejo  de  Mi- 
nistros. Bogotá,  9  de  marzo  de  1962.  En  sesión  de  hoy  el  Consejo 
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de  Ministros  emitió  dictamen  favorable  acerca  del  contrato  que 
precede . 

El  Secretario, 

(Edo.),  Antonio  Copello  Faccini. 

Hay  un  sello  que  dice:  Presidencia  de  la  República.  Aprobado. 

Bogotá,  D.  E.,  13  de  mazo  de  1962. 

(Edo.),  Alberto  Lleras  Camargo 

Presidente  de  la  República. 

CARTA  DEL  COMITE  COLOMBIANO  DE  COORDINACION 
MISIONAL  AL  SEÑOR  MINISTRO  DE  GOBIERNO,  DOCTOR 
EDUARDO  URIBE  BOTERO 

Atentamente  nos  permitimos  entregar  al  señor  Ministro  de  Go- 
bierno, en  propia  mano,  el  adjunto  informe  de  observaciones  a  un 
contrato  firmado  entre  el  Gobierno  Nacional  y  el  Instituto  Lingüísti- 
co de  Verano. 

a.  a.  s.  s. 

Septiembre  11  de  1962 

Señor  doctor 
Eduardo  Uribe  Botero 
Ministro  de  Gobierno: 
E.       S.  D. 

Los  suscritos  Prelados  Misioneros,  como  miembros  del  Comité 
Colombiano  de  Coordnación  Misional,  en  nombre  de  todos  los  Prela- 
dos Misioneros,  con  el  mayor  respeto  y  atención,  queremos  hacer 
llegar  a  usted  una  solicitud  para  la  posible  reconsideración  del  Con- 
trato celebrado  el  día  21  de  febrero  de  mil  novecientos  sesenta  y  dos, 
entre  el  Gobierno  de  Colombia,  representado  por  el  doctor  Fernando 
Londoño  v  Londoño,  Ministro  de  Gobierno,  y  el  denominado  Instituto 
Lingüístico  de  Verano,  representado  por  su  Director  General  señor 
William  Cameron  Townsend,  en  el  cual  figura  como  testigo  el  doctor 
Gregorio  Hernández  de  Alba,  Director  del  Departamento  de  Asuntos 
Indígenas  del  Ministeiúo  de  Gobierno. 
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OBSERVACIONES  AL  CONTRATO 

1^  —  En  el  primer  punto  del  mencionado  contrato,  en  términos  muy 
precisos,  se  encuentra  la  misión  que  deberá  desarrollar  en  Co- 
lombia el  Instituto  Lingüístico  de  Verano,  fijándole  como  po- 
sición exclusiva  el  carácter  netamente  científico  y  concretado 
en  los  siguientes  términos: 

a)  —  Desarrollará  un  programa  de  investigación  entre  gru- 

pos de  indígenas. 

b)  —  Un  profundo  estudio  de  cada  lengua  

c)  —  Un  estudio  comparativo  de  las  lenguas  aborígenes  

d)  —  La  grabación  de  cintas  en  cada  idioma  o  dialecto  

e)  —  La  recopilación  de  toda  clase  de  datos  antropológicos 

o  culturales. 

En  estos  términos,  la  labor  a  realizar  se  presenta  en  unos  carac- 
teres muy  concretos,  dentro  de  los  cuales  nosotros  no  podríamos  hacer 
más  que  solicitar  que  el  equipo  científico  entrara  a  trabajar  de  acuer- 
do con  el  Ministerio  de  Educación  Nacional  y  en  cumplimiento  del 
Convenio  de  Misiones,  siempre  en  estrecha  colaboración  con  los 
Prelados  de  Misiones,  que  tienen  a  su  cargo  la  labor  educativa  en 
los  territorios  misionales. 

2°  —  A  lo  largo  del  contrato  encontramos  cláusulas  muy  amplias,  que 
se  salen  por  completo  de  la  premisa  del  priiner  parágrafo, 
en  la  que  se  especifica  la  misión  científica,  como  por  ejemplo 
la  siguiente,  correspondiente  al  punto  2°,  letra  F:  "El  fomento 
del  mejoramiento  social,  económico,  cívico,  MORAL  y  sanita- 
rio de  los  indígenas  con  que  el  Instituto  Lingüístico  de  Verano 
establezca  contacto  " 

Nos  preguntamos  si  la  labor  científica  ampliada  a  todos 
estos  campos,  que  incluye  también  el  terreno  MORAL,  llevada 
a  cabo  por  misioneros  católicos  durante  más  de  cien  años,  jus- 
tifica que  se  comisione  a  unos  científicos,  al  margen  de  la  labor 
de  las  misiones  católicas,  cuando  éstas  tienen  ya  un  contrato 
internacional  entre  la  Santa  Sede  y  el  Gobierno  de  Colombia. 

Siguiendo  adelante  en  el  citado  tema,  encontramos  el  ar- 
tículo 8^,  donde  se  detallan  las  concesiones  que  el  Gobierno 
Nacional  hace  al  Instituto  Lingüístico  de  Verano,  v  que  son: 
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"Dotar  al  Instituto  Lingüístico  de  Verano  de  una  oficina  en 
Bogotá,  equipada  y  anexa  a  la  División  de  Asuntos  Indígenas". 

"Dotar  al  Instituto  Lingüístico  de  Verano  de  terrenos  para 
el  establecimiento  y  sostenimiento  de  las  bases  de  investiga- 
ción y  trabajo". 

"Gestionar  los  permisos  para  la  importación  de  aviones 
para  el  Instituto  Lingüístico  de  Verano". 

"Proporcionar  al  Instituto  Lingüístico  de  Verano  combus- 
tible para  los  transportes  por  tierra  y  aire". 

"Gestionar  los  permisos  necesarios  para  que  el  Instituto 
Lingüístico  de  Verano  importe,  libre  de  derechos  de  aduana, 
aparatos  radio-emisores  y  radio-recerptores  y  otros  equipos  ne- 
cesarios para  el  cumplipiiento  de  sus  labores". 

"Gestionar  la  importación  al  país,  libre  de  derechos  de 
aduana  de  los  equipos,  implementos,  maquinaria,  aparatos,  en- 
seres personales  y  otros  artículos  que,  de  común  acuerdo,  se 
juzguen  necesarios  para  el  eficiente  desarrollo  de  las  labores 
del  Instituto  Lingüístico  de  Verano". 

"Cooperación  con  medicamentos  a  la  acción  sanitaria  de 
las  enfermeras  del  Instituto  Lingüístico  de  Verano". 

Nos  es  muy  grato  hacer  notar  al  señor  Ministro  que,  por 
paradójico  que  parezca,  muchas  de  estas  concesiones  no  han  si- 
do otorgadas  jamás  a  las  Misiones  Católicas,  por  parte  del  Go- 
bierno Nacional,  a  pesar  del  Convenio  firmado  con  la  Santa 
Sede,  y  a  pesar  de  la  generosa  y  sacrificada  labor  de  éstas, 
durante  tantos  años  de  servicios  a  la  formación  MORAL,  espi- 
ritual y  social  de  Colombia. 

Además  de  estas  observaciones  de  carácter  general,  después  de 
un  profundo  y  largo  estudio,  nos  permitimos  hacer  otras  ano- 
taciones de  mayor  alcance,  que  sospechamos  van  a  resultar, 
cuando  se  quiera  poner  en  práctica  el  contrato  firmado  con  el 
Instituto  Lingüístico  de  Verano. 

Con  la  información  que  los  Prelados  Misioneros  hemos  po- 
dido reunir  en  los  últimos  meses  y  la  suministi-ada  por  dos  be- 
cados que  fueron  enviados  a  la  Universidad  de  Oklahoma  para 
estudiar  en  el  Instituto  Lingüístico  de  Verano,  entidad  perte- 
neciente a  la  Iglesia  Protestante  Bautista  e  íntimamente  vincula- 
da con  la  División  Traductores  Bíblicos  Wycliffe,  que  dirigen 
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y  han  formado  los  mismos  directivos  del  Instituto  Lingüístico 
de  Verano,  y  el  estudio  hecho  por  el  P.  Juan  A.  Eguren,  S.  J., 
doctor  en  Teología  y  Derecho  Canónico,  llegamos  a  la  siguen- 
te  conclusión: 

Los  elementos  científicos  que  vendrán  próximamente  a 
Colombia  son  Misioneros  de  una  secta  protestante  y  forman 
parte  de  un  total  de  1.237,  que  el  Instituto  Lingüístico  de  Ve- 
rano ha  entrenado  convenientemente  bajo  el  programa  de  que 
"las  2.000  tribus  desprovistas  de  la  Palabra  de  Dios  escrita, 
lleguen  a  ser  evangelizadas  durante  la  actual  generación".  Ello 
demuestra  que  los  mencionados  misioneros  no  van  a  ceñirse 
únicamente  a  una  labor  científica,  como  fin,  sino  como  medio 
de  lograr  una  labor  proselitista  protestante,  en  los  terrenos  en- 
tregados por  Convenio  de  Misiones  a  la  Iglesia  Católica 
Romana . 

Creemos  que  ni  el  Ministerio  de  Educación  Nacional,  ni 
la  Jerarquía  misionera,  tuvo  conocimiento  oportuno  v  a  fondo 
del  contrato  que  venimos  observando,  sino  que  la  Jerarquía 
Misionera  ha  tenido  que  llegar,  a  tiavés  de  una  larga  investi- 
gación, a  conocer  el  contrato  referido,  y  a  las  consecuencias 
del  mismo,  lo  que  ha  permitido  que  nuestra  solicitud  de  revi- 
sión del  mencionado  contrato  se  haya  presentado  tan  pronto 
como  se  firmó. 

No  podemos  comprender  cómo  el  artículo  7*^  del  Contrato  con 
el  Instituto  Lingüístico  de  Verano  especifica  lo  siguiente:  "El 
Instituto  Lingiiístico  de  Verano  respetará  prerrogativas  de  la  - 
Iglesia  Católica,  según  los  términos  del  Concordato  vigente 
entre  Colombia  y  la  Santa  Sede".  Es  evidente  que  tal  artículo 
no  podrá  llevarse  a  la  práctica,  conociendo  todos  los  antece- 
dentes y  consiguientes  del  asunto,  estimándose  por  el  contra- 
rio que  tal  Contrato  es  opuesto  al  tantas  veces  citado  Convenio. 

Asimismo  queremos  llamar  la  atención  sobre  un  punto  que  ha 
pasado  desapercibido  a  los  técnicos  en  Antropología  Social  al 
servicio  del  Gobierno,  que  sin  duda  habrán  sido  consultados, 
pero  que  habrán  dado  un  veredicto  equívoco,  confundidos  por 
las  promesas  científicas  que  los  misioneros  protestantes  del  Ins- 
tituto Lingüístico  de  Verano  han  intercalado  en  su  contrato 
con  el  Gobierno  colombiano.  Es  este  el  hecho  de  que  las  co- 
munidades indígenas  primitivas  no  están  preparadas  para  reci- 
bir dos  tipos  de  predicaciones  religiosas,  católicas  y  protestantes. 
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que  se  contradicen  mutuamente  en  muchos  aspectos,  y  que  pro- 
vocarían un  choque  brutal  en  la  mentalidad  simplista  del  indí- 
gena, llegando  a  producir  encuentros  violentos  dentro  de  las 
mismas  familias  o,  en  el  mejor  de  los  casos,  un  indiferentismo 
religioso  y  un  desprecio  hacia  el  hombre  blanco,  que  le  lleva 
dos  religiones  que  se  llaman  cristianas  con  varios  antagonismos 
intrínsecos.  Entendemos  que  no  ya  desde  el  punto  de  vista 
católico,  sino  incluso  desde  el  puramente  materialista,  aten- 
diendo únicamente  al  cuidado  que  se  nos  ha  confiado  de  las 
sociedades  indígenas,  tenemos  la  obligación  moral  de  hacer 
notar  la  grave  responsabilidad  que  el  Gobierno  colombiano 
contrae  en  este  aspecto,  al  ocasionar  coi^fusión  y  disparidades  en 
las  mentalidades  de  los  indígenas  colombianos. 

6°  —  Desearíamos  poner  en  conocimiento  del  señor  Ministro  que  por 
la  experiencia  obtenida  en  los  vecinos  países  de  Perú,  Brasil  y 
Ecuador,  donde  el  Instituto  Lingüístico  de  Verano  viene  ya 
operando  hace  tiempo,  se  ha  podido  constatar  que,  a  pesar  de 
las  cláusulas  que  obligan  al  Instituto  Lingüístico  de  Verano  a 
ceñirse  a  la  labor  puramente  científica,  este  organismo  se  ha 
salido  de  sus  compromisos  realizando  misión  netamente  prose- 
litista.  Informamos  de  esto,  para  que  no  se  dé  excesivo  alcance 
a  las  promesas  que  el  Instituto  Lingüístico  de  Verano  ha  for- 
mulado, ya  que  en  el  momento  adecuado  se  relegan  fácilmente 
las  cláusulas  de  pura  fórmula  que  le  han  permitido  el  acceso  a 
los  países  latinoamericanos.  Y  no  puede  ser  de  otra  manera, 
dada  la  constitución  interna  del  grupo  científico,  perteneciente 
a  una  secta  protestante,  la  cual  está  subvencionada  por  creyen- 
tes inscritos  en  la  misma,  que  no  ayudarían  económicamente  a 
esta  empresa,  si  no  se  cumpliera  una  misión  religiosa,  a  través 
de  una  labor  científica. 

A.  A.  S.  S. 

Monseñor,  Angel  Cuniberti,  ' 
Monseñor,  Marceliano  Canyes 

Padre  Juan  Boetti,  Secretario 
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CARTAS  DEL  SEÑOR  MINISTRO  DE  GOBIERNO,  DR  EDUAR- 
DO URIBE  BOTERO,  AL  EXCELENTISIMO  SEÑOR  NUNCIO 
APOSTOLICO  Y  AL  COMITE  DE  COORDINACION  MISIONAL 

M  —  893 

MINISTERIO  DE  GOBIERNO 

Bogotá,  D.  E.,  octubre  17  de  1962 

Excelentísimo  Señor 
José  Paupini 
Nuncio  Apostólico 
E.      S.  P. 

Excelentísimo  Señor  Nuncio: 

Me  es  grato  presentar  mi  atento  saludo  a  Su  Excelencia  v  refe- 
rirme a  su  Oficio  de  agosto  22  sobre  una  posible  propaganda  protes- 
tante en  el  país. 

Evidentemente,  el  Gobierno  Nacional  por  intermedio  del  señor 
Ministro  doctor  Fernando  Londoiio  y  Londoño,  firmó  el  21  de  febrero 
de  1962  un  Convenio  con  el  Instituto  Lingüístico  de  Verano  relacio- 
nado con  la  Universidad  de  Oklahoma,  cuyo  texto  publicado  en  el 
Diario  Oficial  me  permito  remitir  a  Su  Excelencia. 

Se  trata,  en  general,  de  servicios  técnicos  de  importancia  para  el 
mejor  conocimiento  y  comprensión  de  las  culturas  indígenas  que  so- 
breviven en  el  país,  y  a  la  vez  para  alcanzar  el  mejor  entendimiento 
de  parte  del  indígena,  de  la  cultura,  las  prácticas,  técnicas  sanitarias 
y  económicas  de  la  mayoría  de  sus  connacionales. 

Reconociendo  el  hecho  de  que  en  la  mayoría  de  los  territorios 
habitados  por  indígenas  que  conservan  su  lengua  vernácula,  se  en- 
cuentran establecidas  Misiones  Católicas,  y  hay  maestros  de  escuela 
dependientes  de  dichas  Misiones,  se  incluyeron  fórmulas  destinadas  a 
capacitación  lingüística,  a  transporte  aéreo,  y  al  uso  de  radiotrans- 
misores, en  beneficio  de  dichos  Misioneros  y  maestros. 

Además,  consecuente  el  Gobierno  con  el  respeto  de  las  fórmulas 
del  Convenio  que  sobre  Misiones  tiene  el  Estado  con  la  Santa  Sede, 
incluyó  el  artículo  7°,  por  el  cual  el  Instituto  respetará  las  prerroga- 
tivas de  la  Iglesia  Católica,  según  los  términos  del  mencionado  Con- 
cordato; artículo  que  fue  plenamente  aceptado  por  el  Representante 
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del  Instituto  Lingüístico,  entidad  ésta  que  anticipó  su  colaboración 
técnica  a  las  Misiones,  ofreciendo  al  Comité  Colombiano  de  Coordi- 
nación Misional,  becas  para  capacitación  lingüística  en  Estados  Unidos 
a  tres  Misioneros  Católicos;  habiéndose  aprovechado  dichas  becas  por 
el  Profesor  Manuel  Lucena,  enviado  del  señor  Prefecto  Apostólico  de 
Leticia,  y  el  Reverendo  Padre  Luis  Alfonso  Forero  del  Vicariato 
Apostólico  de  Istmina. 

Rogando  a  Vuestra  Excelencia  transmitir  a  los  Excelentísimos  y 
Reverendísimos  Prelados  de  los  territorios  de  Misiones  de  Colombia 
la  seguridad  de  que  el  Gobierno  en  sus  gestiones  directas  de  asisten- 
cia y  protección  de  la  población  indígena,  entiende  dar  un  comple- 
mento a  las  eminentes  acciones  evangelizadoras  y  educativas  de  las 
Misiones  y  de  que  cualquier  ayuda  internacional  o  extranjera  tendrá 
un  valor  estrictamente  técnico  o  científico,  me  es  honroso  presentar  a 
Vuestra  Excelencia  mis  sentimientos  de  consideración  v  aprecio, 

(Fdo.)  Eduardo  Uribe  Botero 

Ministro  de  Cobiemo 

(Hay  un  sello) 
Es  fiel  copia.  Bogotá,  23  de  octubre  de  1962. 

M  —  894 

MINISTERIO  DE  GOBIERNO 

Bogotá,  D.  E.,  17  de  octubre  de  1962 

Excelentísimo  Prefecto  Apostólico 

Monseñor  Marceliano  Conyes  y 

Reverendo  Padre  Juan  Boetti 

Comité  Colombiano  de  Coordinación  Misional. 

La  Ciudad. 

He  estudiado  con  sumo  cuidado  el  memorial  de  fecha  12  de  sep- 
tiembre pasado,  que  en  su  calidad  de  miembros  del  Comité  Colombia- 
no de  Coordinación  Misional,  tuvieron  a  bien  presentarme  en  mi 
Despacho . 

Solicitan  en  él  la  posible  reconsideración  del  Contrato  celebrado 
el  21  de  febrero  del  presente  año,  entre  el  Gobierno  Nacional  y  el 
Instituto  Lingüístico  de  Verano,  relacionado  con  la  Universidad  de 
Oklahoma  (Estados  Unidos),  y  aunque  sus  Reverencias  conocen  todas 
las  cláusulas  de  dicho  documento,  me  permito  hacer  énfasis  en  que 
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se  trata  de  obtener  servicios  técnicos-científicos,  que  fueron  hallados 
de  utilidad  por  el  señor  Presidente  doctor  Alberto  Lleras  Camargo, 
por  mi  antecesor  doctor  Femando  Londoño  y  Londoño  y  por  el  Ho- 
norable Consejo  de  Ministros. 

Pocas  personas  como  los  Reverendos  Misioneros,  podrán  darse 
tan  cabal  cuenta  de  la  necesidad,  cada  día  más  patente,  de  utilizar 
las  ciencias  sociales  y  las  técnicas  en  su  actual  desarrollo,  cuando  se 
trate  de  estudiar,  comprender  y  mejorar  los  grupos  minoritarios  de 
aborígenes  o  de  indígenas,  que  después  de  cuatro  siglos  del  descubri- 
miento aún  permanecen  al  margen  de  la  cultura  actual  de  la  ma- 
yoría de  sus  compatriotas,  con  perjuicio  de  ellos  mismos  y  del  des- 
arrollo del  país . 

Al  manifestar  a  los  Excelentísimos  Prelados  del  Comité  Colom- 
biano de  Coordinación  Misional  que  no  hallo  causa  determinante 
para  reconsiderar  una  disposición  tomada  por  el  Gobierno,  represen- 
tado por  el  doctor  Londoño  y  Londoño,  gustosamente  agrego  la  se- 
guridad de  que  el  Ministerio,  en  cuanto  le  compete,  velará  por  el 
exacto  cumplimiento  del  contrato  en  cuestión  dentro  del  cual  y  con 
beneplácito  he  hallado  — como  tenía  que  ser  por  la  calidad  de  per- 
sonas que  en  él  intervinieron —  cláusulas  tocantes  al  cumplimiento 
de  los  términos  del  Concordato  vigente  con  la  Santa  Sede,  y  a  ofre- 
cer algunas  facilidades  a  los  sacerdotes  Misioneros  en  sus  arduas  y 
caritativas  labores. 

Del  señor  Prefecto  Apostólico  y  del  Reverendo  Padre  atentamente, 

(Fdo.)  Eduardo  Uribe  Botero 

Ministro  de  Gobierno 

(Es  fiel  copia  de  su  original) 

FOLLETO  INTITULADO  "PRAYER  DIREGTORY",  ORGANO  DE 
LA  IGLESIA  BAUTISTA 

Tengo  a  la  vista  el  "Prayer  Directory"  o  "Directorio  de  Oración", 
elegante  folleto  editado  en  1961.  La  portada  presenta  un  globo  te- 
rráqueo sobre  cuyo  sostén  circular  descansa  una  Biblia  abierta  de 
par  en  par.  Y  al  pie  de  la  portada  se  lee: 

"WYCLIFFE  BIBLE  TRANSLATORS,  INC." 

Este  es  uno  de  tantos  folletos  de  propaganda  protestante  bautista 
que  reparte  por  el  mundo  la  "Wycliffe  Bible  Translators,  Inc.",  o 
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"Traductores  Bíblicos  Wycliffe",  entidad  que,  para  poder  infiltrarse 
en  Colombia  en  los  territorios  misionales,  resolvió  apellidarse  "INS- 
TITUTO LINGÜISTICO  DE  VERANO".  Así,  en  puro  español  y  sin 
mentar  para  nada  la  Biblia.  No  podía  Míster  Townsend  presentar  su 
cuerpo  misionero  con  su  verdadero  nombre  de  "Traductores  Bíblicos," 
porque  de  seguro  el  señor  Ministro  de  Gobierno  hubiera  rechazado 
sus  pretensiones,  obligado  como  estaba,  de  acuerdo  con  el  Concor- 
dato de  1887  y  la  Convención  de  Misiones  de  1953,  a  defender  a  las 
Misiones  Católicas,  únicas  que  tienen  derecho  a  catequizar  con  la 
doctrina  católica  a  nuestras  tribus  indígenas. 

Pues  bien,  al  pie  de  la  portada,  y  como  para  no  dar  lugar  a  dudas 
sobre  la  marca  de  fábrica,  se  lee:  "\VYCLIFFE  BIBLE  TRANSLA- 
TORS,  INC.".  Y  en  la  portadilla,  al  reverso  de  la  pasta,  se  les  pide 
oraciones  a  los  lectores  así: 

"El  Directorio  de  Oración  se  dirige  a  usted  con  la  sincera  espe- 
ranza de  que  acudirá,  cuando  tenga  ocasión,  al  trono  de  gracia  del 
Señor  para  encomendarle  a  nuestros  misioneros  y  sus  múltiples 
necesidades . 

"Utilice  usted  las  oraciones  suplementarias  y  la  solicitud  de  ora- 
ciones que  se  publican  en  nuestro  "Boletín  Mensual  de  Oraciones" 
que  le  será  enviado  por  correo  si  usted  lo  pide. 

"Porque  mucho  vale  la  oración  perseverante  del  justo"  (Epístola 
de  Santiago  el  Menor,  5:  16)".  Y  a  continuación  de  este  versículo  del 
Apóstol,  dice  el  folleto  bautista: 

"El  11  de  noviembre  ha  sido  consagrado  como  un  Día  Anual 
de  Oración  al  través  de  la  Organización  Wycliffe.  Se  invita  especial- 
mente a  los  grupos  e  iglesias  a  interceder  en  ese  día  por  el  éxito  del 
programa  de  traducción  de  la  Biblia".  En  seguida  se  enumeran  los 
"Miembros  Wvclife",  así: 


54 

Filipinas  

92 

77 

U.  S.  Alaska,  Canadá. 

53 

Ecuador  

43 

Viet  Nam  

37 

34 

In  Training  

96 

248 

Approved  candidates . 

60 

Nueva  Guinea.  . 

.  .105 

Home  Departments .  . 

16 

207 

Total  de  Miembros;  1.122 
No  se  puede  negar  que  son  bien  activos  estos  misioneros  bautis- 
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tas.  Y  en  esa  lista,  ya  numerosa,  parece  que  figura  Colombia  entre 
los  96  "in  training"  (o  en  entrenamiento,  pues  ya  nos  están  entrenando 
a  los  colombianos),  o  en  los  60  de  los  "aproved  candidates"  (o  can- 
didatos aprobados).  Claro  está  que  en  el  próximo  número  del  "Di- 
rectorio de  Oración"  tendrá  Colombia  el  honor  de  figurar  entre  los 
países  que  se  están  "entrenando"  en  su  nueva  fe  "bautista",  o  entre 
los  "candidatos  aprobados"  para  ingresar  a  la  IGLESIA  PROTES- 
TANTE BAUTISTA,  por  haber  abjurado  de  sus  tradiciones  católicas . 
Qué  buenos  misioneros  y  catequistas  son  estos  secuaces  de  Míster 
Townsend! 

Se  presenta  en  seguida  el  Cuartel  General  "HEADQUARTERS" 
de  "The  Wycliffe  Bible  Translators,  Inc.",  que  funciona  en  Australia 
(315  CoUin  St.,  Melbourne.  Cl;  Canadá)  (Box  266,  Moose  Jaw,  Sask);  y 
Gran  Bretaña  (46,  Foxley  Lañe,  Purley,  Surrey).  Y  a  continuación  el 
"Board  of  Directors"  o  Consejo  de  Administración,  que  está  constituido 
así:  W.  Cameron  Townsend,  Director  General;  doctor  Richard  S.  Pitt- 
man,  Director  General  Delegado;  George  M.  Cowan,  Presidente;  doc- 
tor Philip  W.  Grossman,  Secretario;  Kennetb  L.  Waters,  Tesorero".  Y 
viene  después  la  lista  de  nueve  Vocales  del  Consejo  de  Administración. 

Este  Mister  Townsend,  Director  General  de  The  Wycliffe  Bible 
Translators  Inc.,  es  el  mismo  que  celebró  el  contrato  con  el  Gobierno 
de  Colombia,  dizque  con  el  fin  de  realizar  investigaciones  lingüísti- 
cas en  nuestras  tribus  indígenas.  Y  para  que  a  nuestros  gobernantes 
no  les  quede  duda  ninguna  del  engaño  de  que  han  sido  víctimas,  va- 
mos a  presentar  algunos  detalles  de  las  páginas  siguientes  del  folleto. 
a  partir  de  la  segunda,  en  la  cual  se  lee: 

PRIMER  DIA  (de  oración)  — Bolivia  INSTITUTO  LINGÜISTI- 
CO DE  VERANO —  Casilla  64-  Riveralta,  Beni,  Bolivia,  S.  A.  Vienen 
en  seguida  24  nombres  de  "investigadores"  con  sus  respectivas  funcio- 
nes catequísticas.  Y  al  pie  de  la  página  se  lee: 

"Rogad  por  dos  mil  tribus  SIN  BIBLIA".  Y  viene  la  página  ter- 
cera, consagrada  también,  en  su  primera  parte,  a  Bolivia,  y  después 
al  Brasil,  página  en  la  cual  se  lee  al  final: 

"Rogad  por  miles  de  candidatos  que  se  necesitan  para  completar 
la  tarea  de  traducción  ("translation  task"),  vale  decir,  la  tarea  cate- 
quística bautista.  Sigue  la  página  cuarta,  dedicada  también  al  Brasil, 
al  pie  da  la  cual  se  lee: 

"Rogad  para  que  el  programa  de  traducción  en  todas  las  tribus 
pueda  adelantar  firmemente,  y  para  que  las  otras  fases  de  la  obra. 


88 


ALFONSO    URIBE  MISAS 


que  son  con  frecuencia  menos  importantes,  no  entorpezcan  o  de- 
moren su  progreso". 

El  Cuarto  día  (de  oración)  está  dedicado  al  Ecuador  y  en  la  pá- 
gina respectiva  se  lee: 

"Instituto  Lingüístico  de  Verano  — Casilla  1007,  Quito,  Ecuador 
S.  A. —  Cable  Address:  Lingüista  Quito.  —  Ya  continuación:  "Ro- 
gad por  el  éxito  de  la  institución  en  el  Campamento  de  Entrena- 
miento de  las  Selvas  en  Méjico  y  en  Nueva  Guinea,  donde  se  instru- 
yen reclutas  para  el  servicio  de  zapadores.  Este  entrenamiento  bá- 
sico significa  una  economía  de  tiempo,  de  dinero,  de  salud,  y  puede 
economizar  vidas". 

"Quinto  Día"  dedicado  a  Guatemala.  Allí  se  lee:  "Instituto  Lin- 
güístico de  Verano,  Apartado  74,  Guatemala  City,  Guatemala,  Central 
América".  Y  después:  "Rogad  por  los  800  niños  de  Wycliffe,  para  que 
el  Señor  guíe  sus  vidas,  también  por  los  Hogares  de  Niños  en  Sulphur 
Springs,  Arkansas,  y  en  los  distintos  campos. 

"SEXTO  DIA"  Dedicado  a  Méjico .  En  la  página  correspondiente 
del  "Directorio  de  Oración"  se  lee:  "Méjico  Instituto  Lingüístico  de 
Verano  -  Apartado  2975  -  Méjico  -  D .  F .  "Rogad  por  las  tribus  donde 
la  oposición  diabólica  es  especialmente  fuerte,  la  cual  hace  que  los 
"investigadores"  consideren  muy  temida  la  propaganda  de  la  doctri- 
na de  Jesucristo".  Y,  a  propósito,  y  puesto  que  aquí  se  habla  de  opo- 
sición "diabólica",  recuerdo  que  los  protestantes  evangélicos  estable- 
cidos hace  veinticinco  años  en  el  Vaupés,  extensa  región  colombiana, 
han  hecho  creer  a  los  indígenas  que  los  misioneros  católicos  que  visten 
sotana  son  "el  Diablo".  Cuando  los  ven  llegar,  los  indios  se  pasan  la 
voz:  "ahí  viene  el  Diablo"!  y  se  ocultan  en  la  selva .  Esa  sí  es  una  opo- 
sición diabólica  de  los  protestantes  a  la  catcquesis  católica! 

"SEPTIMO,  OCTAVO,  NOVENO,  DECIMO,  UNDECIMO  Y 
DUODECIMO  DIAS'  dedicados  todos  a  Méjico,  días  durante  los 
cuales  piden  los  bautistas  las  siguientes  oraciones: 

"Rogad  por  la  labor  médica  en  todos  los  campos,  para  que  el 
Señor  les  dé  sabiduría  a  los  doctores  y  nodrizas  en  el  tratamiento  de 
muchas  enfermedades". 

"Rogad  por  el  compañerismo  de  los  MISIONEROS  AVIADO- 
RES que  están  al  servicio  de  los  Misioneros  de  Wycliffe  en  Méjico. 

"Rogad  por  las  bases  avanzadas  desde  las  cuales  se  lanzan  los 
"traductores"  (en  verdad  "catequistas")  sobre  las  tribus,  y  de  allí  re- 
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gresan  para  descansar,  recibir  tratamiento  médico  y  concenti-arse 
en  la  obra  de  traducción .  Se  necesitan  más  casas  y  más  necesidades". 

"Rogad  para  que  haya  fondos  necesarios,  con  los  cuales  puedan 
sostenerse  adecuadamente  los  misioneros  y  para  que  puedan  com- 
pletarse los  proyectos  en  curso". 

"Rogad  por  COSPEL  RECORDINGS,  Inc.,  entidad  que  hace 
la  historia  de  las  lenguas  indígenas  como  mensajera  del  Evangelio 
en  las  áreas  salvajes". 

"Rogad  por  la  vigilancia  de  otias  ti'ibus  y  por  la  colocación  de 
nuevos  operarios". 

"DECIMOTERCERO  DIA"  dedicado  a  la  Nueva  Cuinea.  — 
Ya  se  había  pedido  una  oración  por  las  misiones  protestantes  de 
Nueva  Guinea  en  la  página  correspondiente  al  día  del  Ecuador,  ra- 
zón por  la  cual  en  este  día  decimocuarto  no  se  piden  oraciones. 

"DECIMOQUINTO,  DECIMOSEXTO,  DECIMOSEPTIMO, 
DECIMOOCTAVO  Y  DECIMONONO  DIAS"  dedicados  al  Perú.  — 
Instituto  Lingüístico  de  Verano  -  Casilla  2.492  -  Lima  -  Perú  -  South 
America".  Rogad  para  que  el  Señor  toque  los  corazones  por  medio  de 
Su  Espíritu  y  de  su  Palabra  para  que  surjan  candidatos,  grupos  de 
orantes  y  muchos  más  representantes  voluntarios  locales  que  tánto 
se  necesitan". 

"Rogad  para  que  la  unción  del  Santo  Espíritu  obre  sobre  la  pala- 
bra traducida  y  distribuida,  sobre  los  operarios  de  cada  oficina  y  de- 
partamento de  trabajo,  y  sobre  los  indígenas  que  oyen  la  Palabra". 

"Rogad  para  que  el  Señor  utilice  los  films  cinematográficos  "FOR 
A  THOUSAND  TONGUES",  "EACH  IN  HIS  OWN  TONGUE", 
"UNSHEATHED"  y  WHITE  CONDOR"  a  fin  de  que  se  muevan 
muchas  gentes  a  orar,  a  dar  y  a  avanzar". 

"Rogad  por  los  "traductores"  que  contribuyen  técnicamente  con 
sus  artículos  a  ilustrar  las  revistas  científicas,  revistas  que  han  sido 
aprovechadas  por  el  Señor  para  penetrar  a  otros  campos  cerrados". 

VIGESIMO  SEGUNDO  DIA  dedicado  al  Viet  Nam:  Allí  se  lee: 

SUMMER  INSTITUTE  OF  LINGUISTICS  (Instituto  Lingüísti- 
co de  Verano).  P.  O.  Box  347,  Saigon,  Viet  Nam. 

"Rogad  por  las  cinco  sesiones  anuales  de  los  INSTITUTOS  LIN- 
GÜISTICOS DE  VERANO,  que  se  efectúan  en  1961,  así:  en  Austra- 
lia, del  7  de  enero  al  24  de  marzo;  en  la  U^niversidad  de  Oklahoma, 
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del  12  de  junio  al  25  de  agosto;  en  la  Universidad  de  North  Dacota, 
del  13  de  junio  a  agosto  25;  en  la  Universidad  de  Washington,  del 
17  de  junio  al  25  de  agosto;  y  en  el  British  Wycliffe  Language  Course, 
del  10  de  julio  al  22  de  septiembre". 

DIAS  VIGESIMO  TERCERO  Y  VIGESIMO  CUARTO  dedica- 
dos a  Estados  Unidos,  Alaska  y  Canadá.  —  En  esas  dos  páginas  de 
dedicación  se  lee: 

"Rogad  por  los  viejos  creyentes  y  sus  pastores,  por  los  neófitos 
(se  refieren,  sin  duda,  a  los  recién  convertidos  a  la  religión  bautista)  y 
por  los  corresponsales  que  se  utilizan  en  la  traducción  bíblica". 

"Rogad  por  el  creciente  interés  entre  los  cristianos  y  las  gentes 
jóvenes  del  continente  europeo". 

DIAS  VIGESIMO  QUINTO  Y  VIGESIMO  SEXTO  dedicados  a 
los  "Miembros  que  se  están  entrenando"  en  la  nueva  fe.  En  la  pá- 
gina respectiva,  se  lee: 

"Rogad  porque  se  aumenten  las  oportunidades  de  presentar  la 
obra  por  la  radio  y  la  televisión" . 

LOS  DIAS  VIGESIMO  SEPTIMO  Y  VIGESIMO  OCTAVO  es- 
tán dedicados  a  los  "Candidatos  Aprobados"  (Colombia  debe  de  estar 
entre  ellos),  y  en  la  página  correspondiente  se  lee:  "Rogad  por  los 
misioneros  que  ejercen  funciones  oficiales  o  personales". 

EL  DIA  VIGESIMONONO  hace  alusión  a  las  Oficinas  que  tiene 
la  W^ycliffe  Bible  Translators,  Inc.  en  Charlotte,  N.  C,  Filadelfia, 
Chicago  y  Sulphur  Springs,  y  en  la  página  correspondiente  se  lee: 

"Rogad  por  el  programa  de  literatura  v  publicidad,  especialmen- 
te por  el  oficio  de  TRANSLATION  (traducción),  los  Boletines  de 
Oración,  los  artículos  escritos  por  los  Miembros,  y  los  artículos  escritos 
acerca  de  nosotros  por  los  que  no  son  Miembros,  de  manera  que  todo 
eso  pueda  verdaderamente  glorificar  al  Señor  y  dar  una  fiel  idea 
de  nuestra  obra". 

EL  TRIGESIMO  DIA  se  refiere  a  las  Oficinas  del  Canadá  y  de 
otros  lugares,  y  termina  con  estos  ruegos: 

"Rogad  por  el  Departamento  "Wycliffe"  de  aviación  y  radiotele- 
comunicaciones  conocido  con  el  nombre  de  "JUNGLE  AVIATION 
AND  RADIO  SERVICE"  ((JAARS))  (servicio  de  aviación  y  radio  para 
las  tierras  salvajes),  que  está  prestando  servicios  a  muchas  tribus  en 
Sur  América,  y  rogad  también  por  el  programa  del  JAARS  en  las  Fili- 
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pinas  y  para  que  ese  programa  se  inaugure  en  otros  países". 

"Rogad  para  que  la  providencia  del  Señor  haga  progresar  otros 
países  del  mundo". 

EL  DIA  TRIGESIMO  PRIMERO  alude  a  las  Oficinas  que  tiene 
la  "Wycliffe  Bible  Translators,  Inc."  en  Inglaterra  y  en  Australia,  y 
termina  con  estos  ruegos: 

"Rogad  para  que  el  personal  de  "Wycliffe  Bible  Translators" 
avance  todavía  más  y  mejore  la  situación  de  las  tribus  del  Africa 
Occidental,  las  que  todavía  carecen  de  Escrituras  propias.  Y  rogad 
también  por  los  directores,  por  los  primeros  grupos  que  irán,  por  los 
contactos  con  los  gobiernos,  universidades,  misiones  y  gentes  en  ge- 
neral" (Ya  en  Colombia  está  hecho  el  contacto  con  el  Gobierno  por 
medio  del  famoso  contrato  con  Míster  Townsend!) . 

"Rogad  por  los  nuevos  Miembros  (137)  y  por  sus  necesidades  en 
la  preparación  de  su  campo  de  servicio  (por  razón  de  equipo,  pasaje 
y  sostenimiento)  y  por  los  115  nuevamente  designados  para  prepararse 
a  comenzar  o  que  acaban  de  comenzar  en  permanentes  campos 
de  servicio". 

Y  termina  el  famoso  "Directorio  de  Oraciones"  con  estas  palabras: 

"Los  Traductores  Bíblicos  Wycliffe"  creen  que  las  tribus  que  hoy 
carecen  de  la  Palabra  escrita  pueden  ser  evangelizadas  en  esta  gene- 
ración, y  piden  oraciones  para  que  otros  cientos  de  jóvenes  cristianos, 
hombres  y  mujeres,  se  presten  como  apóstoles  voluntarios  a  terminar 
esta  tarea.  "Por  lo  demás,  al  cumplir  con  mi  ministerio,  he  tenido 
cuidado  de  no  predicar  el  evangelio  en  los  lugares  en  que  era  ya  co- 
nocido el  nombre  de  Cristo"  (Epístola  de  San  Pablo  a  los  Roma- 
nos, 15:  20)". 

La  carta  del  R.  P.  Marquínez,  reza  así: 

Bogotá,  noviembre  7  de  1962 

Reverendo  Padre 
JUAN  BOETTI 

Dgmmo.  Secretario  del  CCCM. 
Bogotá,  D  E. 

Reverendo  Padre: 

Con  esta  carta  doy  gustoso  cumplimiento  a  su  deseo  de  comuni- 
carle por  escrito  la  conversación  sostenida  con  el  doctor  SCHNEIDER 
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en  los  últimos  días  de  septiembfe,  y  de  la  cual  ya  informé  a  S.  R. 
veibalmente . 

El  doctor  SCHNEIDER  visitó  el  Seminario  acompañado  del 
Reverendísimo  Padre  Rampón  y  se  presentó  como  profesor  del  INS- 
TITUTO LINGÜISTICO  DE  VERANO  DE  LA  UNIVERSIDAD 
DE  OKLAHOMA  cuya  misión  en  Colombia  era  el  estudio  de  las 
lenguas  indígenas  del  país. 

Al  explicarle  yo  que  la  finalidad  del  Seminario  Intermisional  era 
netamente  apostólica  y  que  la  etnología  y  las  lenguas  sólo  nos  podían 
interesar  como  instrumentos  para  el  trabajo  misional  enti-e  los  indí- 
genas, el  doctor  Schneider  se  congratuló  conmigo  porque,  aun  no 
siendo  católico,  ellos  también  tenían  el  espíritu  del  Señor  Jesús  y,  a 
través  del  estudio  de  las  lenguas,  "ELLOS  IBAN  BUSCANDO  LOS 
VALORES  ESPIRITUALES  DE  LOS  INDIGENAS". 

Antes  de  irse  expresó  el  deseo  de  abrir  una  especie  de  Oficina 
de  trabajo  en  este  Seminario,  si  fuera  posible.  Habiéndose  respondido 
que  eso  no  dependía  de  mí  (como  Secretario  de  Estudios)  ni  del  Rec- 
tor, sino  del  Comité  de  Obispos  Misioneros,  el  P.  Lino  Rampón  se 
ofreció  para  acompañarle  a  la  oficina  del  Comité  para  hacerle  una 
visita  a  usted  como  Secretario  del  mismo. 

La  impresión  definitiva  de  su  conversación  fue  claramente  la  de 
que  ellos  tienen  un  misión  primprdialmente  misionera.  Llegó  a  indi- 
car, junto  con  la  congratulación,  cjue  ellos  tienen  esta  misma  misión 
(la  nuestra  misionera). 

Suyo  affo.  en  Xto. 

Germán  Marquínez". 

El  doctor  Schneider  es  nada  menos  que  el  Director  de  la  lujosa 
oficina  que  el  Gobierno  le  ha  puesto  al  "Instituto  Lingüístico  de  Ve- 
rano" en  el  mismo  Ministerio  de  Gobierno.  Sí,  como  el  doctor  Schnei- 
der, pastor  bautista,  le  explicó  al  Padre  Marquínez,  que  "ellos  (los 
bautistas)  tienen  también  el  espíritu  del  Señor  Jesús",  y  que  al  través 
del  estudio  de  las  lenguas,  "ellos  van  buscando  los  valores  espirituales 
de  los  indígenas".  "La  impresión  definitiva  de  su  conversación  — dice 
el  Padre  Marquínez —  fue  claramente  la  de  que  ellos  tienen  una  mi- 
sión primordialmente  misionera.  "Llegó  a  indicar,  junto  con  la  congra- 
tulación, que  ellos  tienen  esta  misma  misión  (la  nuestra  misionera)". 
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CARTA  DEL  DOCTOR  MANUEL  JOSE  CASAS  MANRIQUE 

Bogotá,  15.  XL  62 

R.  P. 

JUAN  BOETTI,  L  M.  C. 
Bogotá 

Querido  Padre  Boetti: 

A  propósito  de  nuestra  conversación  de  días  pasados,  me  vino  a 
la  memoria  una  "conferencia"  que,  a  petición  del  Club  Colombo-es- 
candinavo,  di,  hará  unos  dos  años,  en  la  Legación  de  Dinamarca  en 
esta  ciudad  con  asistencia  de  unos  setenta  y  dos  miembros  del  club, 
entre  suecos,  daneses,  noruegos  y  holandeses  de  habla  sueca  (ya  que 
fue.  en  ésta  en  la  que  me  tocó  hablar) .  Según  lo  anuncié  de  antema- 
no, me' dediqué,  ateniéndome  desde  luego  a  la  verdad  histórica,  a  ha- 
blar bien,  tanto  de  los  indios  en  general  como  de  los  españoles  que  a 
estas  tierras  vinieron.  "Flaquezas,  enormes  flaquezas,  hubo  y  se  co- 
metieron, desde  luego,  pero ...  no  eran  acaso  hombres,  pobres  seres 
humanos,  tanto  los  conquistados  como  los  conquistadores?  pregunté 
a  mis  amigos  nórdicos.  Lo  que  asombra  - — continué —  y  casi  no  se 
explica  humanamente,  fue  el  que  esas  flaquezas  no  hubieran  sido  aún 
más  numerosas  y  más  atroces .  Eso  sólo  se  puede  entender  teniendo  en 
cuenta  ante  todo  v  por  sobre  todo,  la  intervención  de  la  Iglesia; 
su  intervención  directa,  en  los  individuos,  y  su  intervención  indirecta, 
también  potentísima,  por  medio  de  la  Corona,  inspirada  y  guiada  por 
la  Iglesia.  Hay  muchas  razones  para  creer  que  la  población  indígena 
de  Río  Grande  hacia  el  Norte  era  mucho  mayor  que  la  de  Río  Gran- 
de para  abajo.  "Ahora  bien,  — -volví  a  preguntar —  cuántos  millones 
de  indígenas  viven  aún  en  Norte  América?  (porque  sabemos  que  aún 
son  muchos  los  que  habitan  desde  la  frontera  septentrional  de  México 
hasta  Magallanes).  Y  en  qué  condiciones  viven  los  de  arriba?  No  re- 
cuerdan mucho  esas  condiciones  aquellas  en  que  aún  continúan  exis- 
tiendo aquellos  otros  habitantes  típicos  de  esas  regiones  nórdicas, 

los   búfalos?  Viven  en  "reservaciones",  como  algo  curioso .... 

Aquí,  en  cambio,  por  ejemplo,  los  indígenas  no  solamente  disfrutan 
de  los  mismos  derechos  de  que  disfrutamos  los  blancos,  sino  que  se 
les  reconocen  aún  mayores. 

Pasando  a  hablar  de  otra  cosa,  es  a  saber,  del  influjo  cultural  de 
la  Iglesia,  el  sostener  que  éste  fue  escaso,  es  cosa  que  hoy  en  día  in- 
dica, no  ya  fanatismo  e  ignorancia,  sino  simple  imbecilidad  de  quien 
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lo  hace.  Refiriéndome  a  algo  que  me  tocaba  muy  de  cerca,  al  aporte 
de  los  misioneros  al  conocimiento  de  las  lenguas  nativas  americanas, 
hice  notar  que,  teniendo  debidamente  en  cuenta  circunstancias  de 
tiempo,  de  lugar,  etc.  aquél  había  sido  en  realidad  copiosísimo  v  va- 
liosísimo. Cuántas  son  las  gramáticas,  los  vocabularios,  los  sermona- 
rios, los  "confesionarios"  que  a  aquéllos  debemos?  Y  esta  labor  con- 
tinúa aún,  con  mayor  o  menor  intensidad,  según  las  regiones  y  otros 
factores  muy  para  tenidos  en  cuenta,  si  se  quiere  emitir  un  juicio 
serio  y  objetivo.  En  lo  que  va  de  siglo  y  quizá  un  poco  más,  han 
publicado,  por  ejemplo,  los  misioneros  capuchinos  de  Guagira  y  Sie- 
rra Nevada  cinco  obras,  más  o  menos,  sobre  las  lenguas  de  la  región; 
los  misioneros  agustinos  recoletos  de  los  Llanos  Orientales,  por  lo 
menos  dos;  los  misioneros  montfortianos  del  \'aupés,  al  rededor  de 
diez;  los  misioneros  carmelitanos  de  Urabá,  al  menos  una;  el  Padre 
Gassó,  S.  J.,  una  gramática  caribe-cuna;  pero.  . .  a  qué  continuar  con 
la  enumeración  somera  de  estos  trabajos  de  lingüística  "misional",  si 
aquí  en  Colombia,  en  el  Cileac  (Centro  de  Investigaciones  Lingüísti- 
cas y  Etnológicas  de  la  Amazonia  colombiana),  ideado,  fundado,  lle- 
vado avante  a  pesar  de  dificultades  sin  cuento  por  mi  amadísimo 
Padre  MarceHno  de  Castellví,  O.  F.  Min.  Cap.,  hemos  tenido,  se- 
gún tantas  veces  lo  hizo  notar  el  sapientísimo  americanista  Paúl  Rivet 
(no  ciertamente  conocido  por  su  simpatía  a  la  Iglesia)  una  institución 
científica  que  le  hace  altísimo  honor  a  Colombia  y  se  lo  haría  a  cual- 
quier otro  país? 

Perdón,  querido  Padre  Boetti!  Por  el  número  de  páginas  que  va 
tiene  ésta  me  doy  cuenta  de  que  me  he  extendido  demasiado .  Pero .  . . 
es  que  el  tema  me  llega  muy  al  alma.  Sobre  todo  ahora,  cuando  de 
diversos  modos  (pero  con  úna  sola  y  misma  intención)  se  pretende 
hacernos  creer  que,  que.  .  .  no  valemos  para  lo  que  hemos  demos- 
trado v  seguimos  demostrando  valer,  y  quizá  mucho. 

Afortunadamente  para  usted,  no  corre  peligro  de  recibir  de  mí, 
por  lo  menos  en  un  futuro  cercano,  otra  tan  larga. 

Con  ini  fuerte  abrazo,  suyo  affmo., 

Manuel  José  Casas  Manrique" 

Con  toda  razón  anota  nuestro  ilustre  compatriota,  el  más  nota- 
ble filólogo  V  políglota  del  mundo  contemporáneo,  la  gran  diferencia 
entre  la  conquista  anglosajona  de  Norte  América  y  la  que  los  espa- 
ñoles realizaron  en  el  centro  y  el  sur  del  continente  americano.  Pues 
mientras  los  aborígenes  del  Río  Grande  hacia  el  norte  fueron  casi 
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totalmente  exterminados,  los  de  la  América  Central  y  de  la  América 
del  Sur  fueron  preservados  por  la  caridad  cristiana  y  el  espíritu  cató- 
lico de  un  Padre  Las  Casas,  de  un  Luis  Beltrán  y  de  un  Pedro  Claver, 
amén  de  los  "encomenderos"  a  quienes  Su  Real  Majestad  encargó  de 
la  defensa  de  los  indios. 

Fue  así  como,  debido  a  la  labor  defensiva  de  los  aborígenes,  obra 
sublime  de  los  misioneros  católicos,  y  las  severas  y  cirstianas  admoni- 
ciones de  Francisco  de  Gamboa,  el  dominico  ilustre  a  quien  conoce 
la  historia  con  el  nombre  de  Padre  Vitoria,  dirigidas  ellas  nada  menos 
que  al  Emperador  Carlos  V,  se  mezcló  la  sangre  española  con  la 
sangre  indígena  y  con  la  sangre  negra  importada  del  Africa,  y  se 
formó  esa  raza  ibero-indo-africana  que,  en  concepto  de  graves  so- 
ciólogos, es  "la  raza  del  porvenir".  Y  así,  el  derecho  de  gentes,  que 
fundó  el  Padre  Vitoria,  tuvo  como  inspiración  original  la  necesidad 
de  organizar  las  misiones  católicas  de  América  sobre  la  cristianísima 
base  de  igualdad  y  de  amor  entre  la  raza  conquistadora  y  la  raza 
conquistada . 

El  Maestro  Casas  Manrique  exalta  en  seguida  — y  tiene  autori- 
dad como  ninguno  para  hacerlo —  la  grandiosa  obra  lingüística  de  los 
misioneros  católicos,  obra  que  sin  duda  ignoran  los  que  acuden  a  la 
ciencia  lingüística  de  los  misioneros  bautistas.  Ya  en  el  curso  de  mi 
estudio  destaqué  esa  maravillosa  obra  cultural  que  registra  la  historia 
desde  los  tiempos  coloniales  hasta  los  días  que  vivimos. 

En  la  época  contemporánea  el  más  notable  de  esos  investigadores 
de  nuestras  lenguas  indígenas  fue,  como  lo  anota  el  Maestro,  el  sabio 
americanista  de  reputación  mundial  Fray  Marcelino  de  Castellví, 
Capuchino  ilustre  que  fundó  en  Colombia  el  "Cileac"  o  "Centro  de 
Investigaciones  Lingüísticas  y  Etnológicas  de  la  Amazonia  Colom- 
biana", instituto  que  alcanzó  prestigio  universal,  "a  pesar  de  dificul- 
tades sin  cuento",  debido  a  la  tesonera  labor  del  santo  y  sabio 
misionero . 

Fray  Marcelino  murió  en  Bogotá  el  25  de  junio  de  1951,  víctima 
de  cruel  enfermedad  contraída  en  sus  fecundas  correrías  misionales, 
y  svi  muerte  provocó  un  homenaje  universal  de  admiración  y  gratitud, 
-pues  las  más  renombradas  academias  del  mundo,  científico,  así  como 
el  Gobierno  Nacional,  el  Congreso  de  la  República  y  gran  número 
de  centros  culturales  de  nuestro  país,  reconocieron  los  méritos  excel- 
sos del  insigne  americanista. 


En  un  libro  intitulado  "A  William  Cameron  Townsend  en  el  vi- 
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gésimoquinto  aniversario  del  Instituto  Lingüístico  de  Verano",  volu- 
men de  694  páginas  publicado  en  Méjico,  hay  un  capítulo  que  lleva 
este  epígrafe: 

"López  Mateos,  el  Indio  y  el  Instituto  Lingüístico"  por  Francis- 
co Arellano  Belloc, 

En  ese  estudio  del  señor  Arellano  Belloc  se  lee: 

"En  realidad  sorprende  el  origen,  la  trayectoria  y  los  trabajos 
del  Instituto  Lingüístico  de  Verano. 

"William  Cameron  Townsend,  precursor,  animador,  encauzador 
y  principal  dirigente  de  la  organización,  podía  ser  el  ejemplo  de  una 
fascinante  biografía.  Desde  1917,  abandonó  su  colegio  en  Los  An- 
geles, California,  y  con  un  sentido  misional  se  dirigió  a  Guatemala, 
tratando  de  realizar  lo  que  era  una  íntima  convicción  personal:  la 
divulgación  de  la  doctrina  cristiana,  mediante  la  distribución  de  ejem- 
plares de  la  Biblia.  Bien  pronto  descubrió  la  inutilidad  o  cuando  me- 
nos la  deficiencia  de  su  tarea,  cuando  pudo  darse  cuenta  de  que  las 
dos  terceras  partes  de  la  población  guatemalteca  eran  indígenas  y 
sólo  unos  cuantos  entendían  el  español,  y  menos  aún  eran  los  que 
podían  leerlo. 

"Un  día,  un  indio  al  que  Townsend  le  ofreció  una  Biblia,  le  re- 
prochó: "Por  qué,  si  tu  Dios  es  tan  inteligente,  no  ha  aprendido  nues- 
tro lenguaje"?  Desde  aquel  momento  Townsend  descubrió  que  existía 
una  tarea  anterior  a  la  distribución  de  la  Biblia,  y  era  la  de  aprender 
una  nueva  lengua,  alfabetizar  a  quienes  la  hablaran  y  traducir  a  su 
idioma  la  Biblia  que,  en  español,  tal  vez  nunca  podría  leer. 

"Varios  lustros  permaneció  entre  los  Indios  Cakchiqueles,  y  cuan- 
do en  1932,  por  razones  de  salud,  tuvo  que  internarse  en  un  sanatorio 
de  los  Estados  Unidos,  dejó  a  los  indios  con  los  que  había  vivido, 
cinco  escuelas  trabajando,  un  pequeño  hospital,  una  imprenta,  y,  ade- 
más, se  llevaba  impreso  un  ejemplar  del  Nuevo  Testamento,  escrito 
en  lenguaje  cakchiquel. 

"Cuando  salió  del  sanatorio,  se  había  señalado  ya  una  meta:  for- 
mar una  organización  que  pudiera  hacer  el  análisis  de  2.000  lenguas 
dispersas  en  diferentes  zonas  del  Universo,  lenguas  que  talvez  jamás 
habían  sido  escritas;  alfabetizar  a  quienes  las  hablaran,  de  manera 
que  pudieran  leer  y  escribir  su  propia  lengua,  y  otra,  cuando  menos, 
la  que  hablaran  las  gentes  extrañas  a  su  comunidad,  y,  sin  embargo, 
sus  connacionales.  Así  podrían  enterarse  de  los  misterios  del  mundo 
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que  desconocían,  leer  la  Biblia  en  su  propio  idioma,  y  comprender 
muchas  de  las  cuestiones  esenciales  para  la  vida  de  la  comunidad. 

"En  los  últimos  25  años  los  trabajos  del  Instituto  Lingüístico  de 
Verano  se  han  realizado  frente  a  grupos  que  hablan  375  lenguas  di- 
ferentes en  países  del  Nuevo  y  del  Viejo  Mundo;  los  graduados  del 
Instituto  suman  más  de  4.000  lingüistas;  y  el  Instituto  se  encuentra 
afiliado  a  las  Universidades  de  Oklahoma,  de  North  Dacota  y  de 
Washington,  con  ramas  en  Inglaterra,  Canadá  y  Australia,  y  el  re- 
sultado de  sus  trabajos  es,  no  sólo  halagador,  sino  positivamente 
extraordinario" . 


En  el  trabajo  que  hoy  publico  no  estudié  un  aspecto  comercial 
muy  importante  acerca  del  cual  quiero  en  este  apéndice  llamar  la 
atención  de  las  compañías  de  aviación  que  funcionan  en  el  país.  Me 
refiero  a  la  cláusula  6^  del  contrato  con  Míster  Townsend,  que  reza  así: 

"El  Instituto  Lingüístico  operará  aviones  en  las  regiones  de  di- 
fícil acceso,  y  en  éstas  dará  transporte  hasta  su  alcance,  no  solamente 
a  sus  investigadores,  sino  también  a  los  funcionarios  del  Gobierno, 
colombiano,  a  los  Misioneros  (cuáles?),  y,  en  casos  urgentes,  a  los 
habitantes  o  tianseúntes  por  las  regiones  de  trabajo  de  dicho  Insti- 
tuto, a  precios  cómodos  y  sin  distingo  alguno.  Siendo  entendido  que 
los  aviones  del  Instituto  Lingüístico  no  competirán  comercialmente 
con  los  servicios  de  transporte  aéreo  regular  que  operan  en  el  país". 

Observo,  en  primer  lugar,  que  los  "casos  urgentes"  serán  casos 
de  todo  momento,  pues  para  los  habitantes  o  transeúntes  siempre  es 
urgente  que  los  movilicen  pronto  y  a  buen  precio.  Y  eso  de  que  los 
aviones  de  Míster  Townsend  "no  competirán  comercialmente  con  los 
servicios  de  transporte  aéreo  regular  que  operan  en  el  país",  es  una 
pamplinada  para  enganñar  incautos,  puesto  que  los  "precios  cómo- 
dos'  serán  las  tarifas  ventajosas  que  preferirán  los  pasajeros  para  sus 
personas  y  pára  los  artículos  que  lleven  consigo,  mucho  más  bajas, 
claro  está,  que  las  que  cobran  nuestras  empresas  de  aviación.  Y  esa 
sería  una  competencia  desleal,  oficialmente  patrocinada. 

Por  otra  parte,  según  lo  estipulado  en  la  cláusula  octava,  literal 
e),  el  Ministerio  de  Gobierno  se  compromete  a  "proporcionar  al 
Instituto  Lingüístico  el  combustible  necesario  para  sus  transportes 
por  tierra  o  aéreos,  a  cargo  de  la  División  de  Asuntos  Indígenas;  v 
gestionar  el  derecho  de  uso  de  aeródromos,  sin  costo  alguno  para  el 
Instituto  Lingüístico" . 

Según  eso,  el  Gobierno  le  paga  la  gasolina  a  Míster  Townsend 
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en  tierra  y  en  aire,  y  le  franquea  gratuitamente  los  aeropuertos  del 
país,  en  tanto  que  nuestras  empresas  de  aviación  tienen  qué  pagar 
la  gasolina  en  tierra  y  en  aire,  así  como  el  uso  de  los  aeropuertos. 
Será  eso  justo?  Tomen  nota  de  estas  observaciones  las  compañías  de 
aviación,  defiendan  sus  derechos  y  no  permitan  que  Míster  Townsend 
coma  así  a  dos  carrillos,  puesto  que,  por  una  parte,  él  puede  cobrar 
pasajes  a  "precios  cómodos",  cuya  cuantía  él  fijará  libremente  y  sin 
control  oficial,  y,  por  otra,  no  paga  el  uso  de  los  aeropuertos  y  el 
Gobierno  le  paga  la  gasolina:  "simplicitas  puerilis"! 

En  la  cláusula  octava,  literal  g),  el  Ministerio  de  Gobierno  se 
obliga  a  "gestionar  los  permisos  necesarios  para  que  el  Instituto  Lin- 
güístico importe  libre  de  derechos  de  aduana,  adquiera  y  use  dentro 
de  la  selva  aparatos  radio-emisores  y  radio -receptores,  y  otros  equi- 
pos necesarios  para  el  mejor  cumplimiento  de  sus  labores,  y  para  la 
seguridad  de  sus  colaboradores". 

De  estas  exenciones,  que  comprenden  toda  clase  de  equipos  que 
Míster  Townsend  juzgue  necesarios  para  el  cumplimiento  de  su  mi- 
sión, no  gozan  los  misioneros  católicos,  y  de  ellas  no  habla  la  Con- 
vención de  Misiones  de  1953;  y  yo  estoy  informado  de  las  grandes 
dificultades  que  a  dichos  misioneros  se  les  presentan  en  las  aduanas 
del  país  para  importar  artículos  necesarios  para  el  desarrollo  de  su 
noble  apostolado .  Será  eso  justo?  Y  en  el  literal  h)  de  la  misma  cláu- 
sula octava  se  obliga  el  Ministerio  de  Gobierno  a  "cooperar  con  me- 
dicamentos a  la  acción  sanitaria  de  las  enfermeras  del  Instituto  Lin- 
güístico". A  ellos  sí,  a  los  bautistas,  les  enviará  drogas  el  Gobierno, 
quien  nunca  ha  enviado  ni  enviará  medicamento  alguno  a  los  Mi- 
sioneros católicos.  Será  eso  justo? 

A  qué  se  concretarán  las  emisiones  radiales  de  los  bautistas  "den- 
tro de  la  selva"  y  para  "el  mejor  cumplimiento  de  sus  labores",  de 
acuerdo  con  lo  estipulado  en  el  literal  f)  de  la  cláusula  octava?  No 
constituirán  esas  labores  una  especie  de  Sutatenza  bautista?  Que  tome 
nota  de  esto  el  muy  ilustre  Monseñor  Salcedo! 

ACTIVIDADES  ROTARIAS 
LOS  INDIGENAS  COLOMBIANOS 

El  Espectador  -  noviembre  27  de  1962 

"De  enorme  interés  nacional  fue  la  conferencia  que  dictó  al  mar- 
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tes  de  la  semana  pasada  en  el  Club  del  Comercio,  durante  la  comida 
semanal  del  Club  Rotario  de  Chapinero,  el  doctor  Gregorio  Hernán- 
dez de  Alba,  director  de  la  oficina  de  Asuntos  Indígenas  que  funciona 
en  el  Ministerio  de  Gobierno. 

"Puso  él  en  conocimiento  de  sus  oyentes  una  serie  de  datos  (jue 
resumimos  a  continuación,  y  que  ponen  en  claro  un  problema  más  de 
los  muchos  que  el  país  debe  afrontar  con  carácter  urgente. 

"No  hay  ante  todo  un  dato  e.xacto  del  número  de  indígenas  que 
vegetan  en  Colombia,  pues  a  ellos  no  ha  llegado  la  eficacia  de  los 
censos.  El  que  viene  adelantando  la  mencionada  oficina  pone  ya  en 
claro  (jue  la  mitad  de  las  regiones  hasta  ahora  consultadas  arroja 
una  cifra  que  se  acerca  a  doscientos  cincuenta  mil  habitantes;  lo  que 
permite  suponer  que,  contra  lo  c|ue  se  ha  venido  creyendo,  en  nuestro 
país  vive  más  de  medio  millón  de  indígenas  aún  no  incorporados  a  la 
cultura  hispánica  ni  a  la  nacionalidad,  en  condiciones  lamentables 
de  salud,  cultura  y  producción. 

"A  partir  de  una  lev  de  1960  se  ha  venido  procurando  poner  re- 
medio a  este  mal;  y  al  efecto,  funcionan  dentro  del  organismo  de 
cultura  indígena  ocho  comisiones  viajeras  que  comienzan  a  ocuparse 
del  servicio  que  requieren  las  sesenta  o  más  agrupaciones  de  nativos. 

"Empero  el  presupuesto  de  que  se  dispone  para  esta  labor  es  tan 
sólo  de  un  millón  de  pesos  en  cifras  redondas;  lo  que  equivale  a  dos 
pesos  anuales  para  cada  indígena.  Esto  puede  considerarse  como  un 
modestísimo  comienzo  de  solución,  muy  lejos  aún  de  lo  que  debiera 
respaldar  vm  esfuerzo  medianamente  eficaz. 

"Parece  por  añadidura,  a  juzgar  por  las  encuestas  que  se  hicieron 
al  doctor  Hernández  de  Alba,  que  no  es  mucha  la  colaboración  que 
al  organismo  civil  prestan  las  misiones  subvencionadas  por  el  Estado; 
las  que,  dicho  sea  de  paso,  sin  que  el  doctor  Hernández  de  Alba  haya 
hecho  ningún  comentario  al  respecto,  son  estados  independientes  que 
no  dependen  del  Estado  colombiano  sino  para  recibir  subvenciones, 
que  tan  sólo  acatan  las  órdenees  de  Roma  a  través  del  Nuncio  Apos- 
tólico, y  que  hasta  tienen  facultad,  según  el  convenio  de  misiones 
hecho  por  el  Presidente  Urdaneta  Arbeláez,  para  hacer  destituir  a  los 
empleados  colombianos  que  no  les  agraden,  para  ejercer  agresivos 
monopolios  confesionales  que  riñen  con  el  artículo  53  de  la  Consti- 
tución sobre  libertad  de  conciencia  y  para  explotar  los  baldíos  como 
en  tiempos  de  la  Encomienda  Española. 

"El  mismo  doctor  Hernández  de  Alba,  que  se  ha  consagrado  con 
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celo  apostólico  a  esta  labor,  y  es  el  único  colombiano  que  lo  conoce 
a  fondo  y  en  detalles  y  está  vinculando  nuestro  problema  a  los  demás 
organismos  que  lo  analizan  en  América  y  le  buscan  soluciones  salu- 
dables, podría  ser  destituido  de  su  cargo  si  cualquier  jefe  de  misión 
romana  lo  declara  persona  no  grata. 

"Alarma  pensar  que  medio  millón  de  compatriotas  no  habla  toda- 
vía la  lengua  castellana,  ni  tiene  medios  de  vida  aceptables,  ni  con- 
ciencia de  la  colectividad  nacional  a  que  pertenece.  A  ello  se  añade 
la  explotación  que  ejercen  sobre  el  nativo  los  colonos  de  presunta 
sangre  blanca  que  lo  explotan  en  toda£  las  formas,  y  hasta  han  venido 
usurpándole  sus  propiedades  cuando  se  las  saca  del  sistema  de  res- 
guardos y  se  las  abandona,  en  manos  inexpertas  e  ignorantes,  al 
proceso  de  la  parcelación  titulada. 

"No  nos  hagamos,  pues,  la  ilusión  de  que  el  indigenismo  es  lastre 
poco  pesado  entre  nosotros,  \'  que  se  reduce  a  los  disturbios  que  de 
cuando  en  cuando  registra  la  prensa  respecto  a  las  represalias  de  los 
Motilones  v  la  sed  de  la  península  Guajira.  La  realidad  es  alarmante, 
V  debe  afrontarse  con  presupuestos  menos  pobres  y  una  intervención 
vigilante  y  a  la  vez  constructiva  de  nuestras  autoridades,  con  coo- 
peración de  todos  los  organismos  (|ue  se  dedican  a  mejorar  la  raza  c 
incrementar  la  producción  v  la  cultura". 

Este  no  es  sino  un  botón  de  muestra  de  la  inicua  campaña  que 
se  adelanta  contra  las  Misiones  Católicas. 

Está  bien  que  el  doctor  Hernández  de  Alba  reconozca  (jue  "el 
presupuesto  de  que  se  dispone  es  tan  sólo  de  un  millón  de  pesos,  lo 
que  equivale  a  dos  pesos  anuales  para  cada  indígena".  No  obstante, 
las  Misiones  Católicas  han  realizado  verdaderos  milagros  con  tan 
exigua  ayuda  oficial,  y  ello  explica  el  fenómeno  que  apunta  el  señor 
Ministro  de  Gobierno  en  su  carta  al  Excelentísimo  Señor  Nuncio 
Apostólico,  al  decir  que  algunos  grupos  de  aborígenes  permanecen 
todavía  al  margen  de  la  cultura  después  de  cuatro  siglos  del  descu- 
brimiento. Pues  si  aún  existen  grupos  salvajes  o  semisalvajes,  no  se 
culpe  de  ello  a  nuestros  Misioneros  sino  a  los  Gobiernos  que  no  fi- 
nancian adecuadamente  las  Misiones  Católicas,  a  tiempo  que  despil- 
farran en  burocracia  y  en  gastos  simtuarios,  o  presencian,  impasibles, 
la  entrada  al  país  de  ricos  misioneros  protestantes. 


eonoñiQL  Lumen  christi 
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